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INTRODUCCIÓN 

 

El presente trabajo t iene como objet ivo principal,  hacer un anál isis 

concreto de las causales del desahucio, según la ley de Arrendamientos 

Urbanos y Suburbanos  actual,  su apl icación en el proceso civi l  vigente y su 

eventual aplicación en un futuro proceso oral civi l.  Nuestro tema nació, en el  

pensamiento cr ít ico,  de cómo se está l levando el proceso judicial  actual,   

sobre el desahucio y sus causales en nuestro país,  y como sería la 

apl icación del código general del  proceso o código único, como una solución 

para dotar este proceso de seguridad, concentración e inmediatez, para poder 

cumplir  con el pr incipio const itucional de just ic ia pronta y cumplida, s in omit ir  

y obviar el Principio del Debido Proceso e Igualdad ante la Ley.  

Nuestro proyecto se desglosa de la s iguiente manera; el objeto de la 

invest igación, es anal izar la problemát ica actual en nuestro sistema jur ídico y  

relacionar lo con los objet ivos fundamentales del tema de estudio. 

 En el capítulo pr imero, t i tulado aspectos jur ídicos e históricos y el  

proceso jur isdiccional en materia de desahucio, en el cual en su sección 

primera haremos una reseña de los aspectos jur ídicos e históricos del tema, 

en la sección segunda, expl icaremos los conceptos más importantes de 

nuestro objeto de estudio, como lo son;  las partes del proceso, arrendatario,  

arrendante, subarrendante y  subarrendatario,  los terceros interesados y los 

medios de impugnación.  

En la sección tercera se encuentra comprendida por los procesos 

sumarios, su def inición, trámite general,  tanto en un proceso sumario con 

oposic ión como sin oposic ión, además la naturaleza jur ídica del desahucio en 

este t ipo de procesos y su ámbito de apl icación.  

En el capítulo segundo, l lamado anál is is de las causales de desahucio 

de acuerdo a la ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos vigente, 

explicaremos en una forma exhaust iva en su sección pr imera sobre las  

causales del desahucio, indicadas en el art ículo 121 de la ley número 7527 

del diecis iete de agosto de mil novecientos noventa y cinco, como lo son: la 

expiración del plazo de arrendamiento,  la ext inción del contrato de 

arrendamiento por expiración del derecho del usufructuario o f iduciar io, la 



 

resolución del contrato por incumplimiento de las obl igaciones del 

arrendatar io, habitación por sus propios famil iares y nueva construcción, en 

caso de vivienda de carácter  social.  En la sección segunda anal izaremos la 

doctr ina extranjera.  

En el capítulo tercero l lamado aplicación del  proceso de desahucio en 

un futuro proceso oral,  se indicará las general idades de la versión prel iminar 

del proyecto del  código procesal general o código único. En él conoceremos 

sobre la naturaleza jur ídica y el trámite del proceso de desahucio en el 

proceso sumario oral.  

En su sección primera  tomaremos en cuenta la competencia para 

dir imir este t ipos de conf l ictos.  

En la sección segunda detal laremos sobre su procedimiento a decir, 

presentación de la demanda y su contestación, saneamiento, actos 

inadmisibles, admisibi l idad inter locutoria, señalamiento para la audiencia,  la 

audiencia y la sentencia.  

En la tercera sección nos evocaremos a expl icar sobre los recursos,  y 

la ejecución de la sentencia.  

En su cuarta sección, indicaremos el proceso de desahucio con sus 

presupuestos especiales  en cuanto a la demanda, la legit imación procesal,  

depósitos de renta y desalojo, sobre el lanzamiento y puesta en posesión de 

el derecho de retención, y alqui leres pendientes.  

Y por ult imo en la sección quinta, la cual t i tu lamos naturaleza jur ídica y 

trámite del desahucio, en un proceso monitor io oral,  anal izaremos sobre el 

fundamento de la acción apl icable al proceso monitor io, específ icamente en la 

causal de falta de pago, indicaremos sobre los presupuestos procesales, así 

como  expl icaremos sobre el procedimiento, del mandato de desalojo y el  

mandato de consignación, esperando así contr ibuir al desarrol lo de nuestro 

derecho civi l  y procesal c ivi l ,  en materia de desahucio.  

 

 

 

 

 



 

 

OBJETO DE LA INVESTIGACIÓN. 

 

Nuestro objet ivo general dentro de este trabajo  será hacer un anál is is 

de la aplicación del proceso de desahucio en nuestra legis lación procesal 

vigente.  

 Y como objet ivos específ icos serán; el anál is is de las causales del 

proceso desahucio en su aplicación en el proyecto del código general,  y si  

ésta es la vía procesal a seguir para un mejoramiento de nuestro s istema 

jur ídico, en cuanto a la mater ia objeto de estudio o por el  contrar io si  nos 

perjudicaría su implementación dentro de nuestra legis lación Inquil inaria 

vigente.  

          



 

 
CAPITULO PRIMERO 

ASPECTOS JURÍDICOS E HISTÓRICOS Y EL PROCESO 

JURISDICCIONAL EN MATERIA DE DESAHUCIO. 

 

 

SECCION  PRIMERA:  ASPECTOS JURÍDICOS E HISTORICOS   

 

Nuestro tema de estudio t iene su fundamento histór ico,  en el  derecho 

antiguo y moderno, el arrendamiento urbano tuvo su origen en el contrato de 

inqui l inato romano, denominación tradic ional que conservaba la derogada ley 

de Inqui l inato. Sus principios se der ivan del contrato  base de “  Conductio “,  

aunque con rasgos propios ya que es normal que el derecho se adecue al 

lugar, t iempo y espacio en que se esté apl icando, como lo sería en nuestro 

país.  Se debe a los romanos, como muchas de las inst ituciones civi les, el  

concebir  f rente al derecho real de propiedad, c iertas relaciones y obl igaciones 

personales-iura in personam- que no generan relaciones reales sobre la cosa. 

 Es decir el arrendatario poseía una posición débi l pues no se le 

consideraba poseedor sino un mero tenedor de la cosa, y solo tenía acciones 

personales o contractuales contra el arrendador. 

 Sin embargo, éstos no crearon un proceso autónomo o t ípico para 

regular los aspectos del desahucio derivado del contrato del arrendamiento 

urbano; como en caso de la mayoría de las materias, se regía por el  

procedimiento común, sin l legar a concebir mas que algunas ideas de 

procedimiento para la materia.  

 En una etapa intermedia por la inf luencia de las escuelas germanas, se 

vino a reforzar la posic ión del arrendatario, ya que se l legó a considerar que 

su derecho como de carácter real,  y ya no personal, lo que ha dado or igen a 

una interminable discusión a efecto de determinar la naturaleza real o 

personal del contrato de arrendamiento al igual que en el derecho romano en 

esa etapa tampoco se regulo aspectos del desahucio der ivados del contrato 

de arrendamiento.  



 

 Ya en la alta edad media por la inf luencia de los canonistas y los 

estatutarios I tal ianos, se empiezan a crear procesos abreviados con reducción 

de plazos y etapas respectos del ordinar io, y también se reducían el número 

de resoluciones apelables, en esta etapa se le otorgan mas poderes al juez, y 

se suprime formalidades insustanciales;  Y así se empezó ya a gestar lo que 

sería el proceso de desahucio, es decir,  este se convierte en un proceso más 

expedito,  senci l lo, y concentrado, que un proceso ordinario, este nuevo 

proceso nace como una forma de brindar una protección al derecho del 

propietar io, descartando así el complejo y tedioso proceso ordinario, el cual 

queda reservado para cuest iones mas complejas, s iendo entonces que la 

cuestión medular del proceso de desahucio, como es la vía rápida y la 

enumeración de las causales había nacido en el derecho procesal.    

En nuestro país en materia de Inqui l inato, es importante indicar que 

histór icamente, existe una amplia trayectoria en cuanto a la normativa de 

arrendamientos, ya que desde los pr imeros códigos nuestros legis ladores, se 

preocuparon por incluir también aspectos sobre el desahucio,  así podemos 

citar el Código General de Carr i l lo de 1841, el Código Procesal Civi l  de 1887, 

nuestro Código Civil  vigente en lo que se ref iere a materia de arrendamiento 

civi l ,  y la Ley de Inqui l inato de 1988, en la que a pesar de su corta vigencia, 

siendo que la misma fue impugnada por nuestros magistrados 

constitucionales de la época. 

 Se f i jaron algunos parámetros que dio or igen a la ley de 

arrendamientos  actual,   ya que en voto de mayoría, se declaró con lugar la 

acción y se anuló por inconstitucional en su total idad la Ley de Inqui l inato No 

7101 del seis de octubre de 1988, desde su entrada en vigencia, por violación 

de las reglas establecidas para su promulgación en el art ículo 45 párrafo 

segundo de la Const itución Polít ica.  

En consecuencia, se mant iene vigente la legis lación inquil inaria 

derogada por la que aquí se anula, tal  y como se recogió en las leyes 

número 4898 del dieciséis de noviembre de 1971, publ icada en el diar io 

Of icial  “La gaceta”,  número 244 del ocho de dic iembre de ese año y número 

6387 del c inco de septiembre de 1979, publicada en el diar io of icial la gaceta 

número 177, del veint iuno de sept iembre de ese mismo año. Conforme al 



 

art ículo 91 de la ley la jur isdicción const itucional,  esta sentencia t iene efecto 

declarat ivo y retroact ivo a la fecha de vigencia de la Ley anulada. Por lo que 

la ley vigente número 7527, viene a equi l ibrar tanto los aspectos económicos, 

jur ídicos que privan en la relación arrendatario y arrendante, esta ley viene a 

dar una protección al inqui l ino, en especial a los de escasos recursos sin que 

por ello atente contra los legít imos intereses del arrendante, armonizando una 

act ividad económica que debe ser ef iciente con un concepto de just ic ia social,  

que da al estado condiciones apropiadas de desarrol lo.  

En este sentido esta ley de Arrendamiento Urbanos y Suburbanos,  

considera tres grados de tutela legal,  que son; las viviendas de carácter 

social,  las viviendas que no son de carácter social y los locales para otras 

act ividades comerciales, así como su ámbito de aplicación de la ley posit iva, 

en las relaciones jurídicas originadas entre el arrendatar io y arrendante.  

 Por ejemplo podemos citar la regulación del reajuste del precio del 

arrendamiento,  en donde las partes l ibremente pueden convenir los periodos, 

la forma y los montos de los reajustes, en inmuebles que no son de carácter 

social,  ya que si se trata de ésta inst itución, dicho reajuste se tendrá que 

hacer con las reglas del art ículo 67 de la ley supra citada,  en donde  se 

def inen los índices que servirán de parámetro para la f i jación de dichos 

aumentos en la renta.  

Esta ley, incluye causales de desahucio que permite al  arrendante 

recuperar su casa, si el arrendatar io la esta dañando, s i le está dando mal 

uso o que incumpla las condiciones del contrato. Pero además esta ley,  

también viene a sancionar al arrendante en los casos en los que incurra en 

engaños para desalojar al  inqui l ino, asegurando a este ult imo el disf rute del 

inmueble, si le da el debido uso y conservación.  

También es importante mencionar que la ley protege como inqui l inos a 

la compañera o compañero en unión l ibre, al def inir y del imitar el núcleo 

famil iar.  Esta del imitación también favorece al arrendante pues se evita los 

abusos en cuanto al  número y grado de consanguinidad de las personas que 

pueden habitar la casa de habitación, en donde el arrendatario no t iene la 

facultad de ceder el arr iendo ni de subarrendar o dar en usufructo, uso ,  

habitación, comodato o f ideicomiso el  bien arrendado, a menos que medie 



 

una autorización expresa del arrendador, todo lo anter ior de conformidad con 

el art ículo 78 de la ley.  

Así mismo, establece normas para el préstamo o cesión, cuando una 

vivienda es habitada, en lo personal por el cabeza de famil ia hay que suscr ibir  

el contrato de arrendamiento.  

Esta ley viene a br indar una especial protección a los inquil inos de 

vivienda de interés social  y a los que renten locales dest inados al pequeño 

comercio, pequeña industr ia y pequeña artesanía.  

Es importante mencionar que la presente ley suprime el derecho de 

l lave, proponiendo a cambio una indemnización f i jada por la ley, y otorgando, 

a la parte que no se sienta sat isfecha con dicho monto, la posibil idad de 

revis ión mediante un proceso judic ial sumario.  

Del cual en el presente trabajo se hace una síntesis cr it ica del 

procedimiento judic ial establecido para el proceso de desahucio en relación 

de la versión preliminar del proyecto del código general,  en el que se est ipula 

la nueva modal idad del proceso oral,  proyecto presentado, que se celebro en 

el “seminar io sobre la reforma procesal”,   en San José del 21 al 23 de marzo 

del año 2000, en la que se ofreció parte del documento producido por la 

comisión de oral idad, sin ser aprobado previamente por la corte plena. De lo 

que haremos una cri t ica exhaust iva del proyecto en si mismo, y si este viene 

a hacer la solución a que se cumpla con el pr incipio constitucional de just icia 

pronta y cumplida, s in obviar el pr incipio del debido proceso.  Nuestro anál is is 

también se fundamenta en las causales del proceso de desahucio como 

derecho posit ivo, en relación con su aplicación en el proyecto antes 

mencionado como derecho procesal.   

 

 

SECCIÓN SEGUNDA:   

CONCEPTOS IMPORTANTES DEL OBJETO DE ESTUDIO.  

 

En esta sección nos ocuparemos de brindar los conceptos más 

importantes que trataremos en el presente estudio por lo que inic iaremos en 

def inir  conceptos como:  partes del proceso de desahucio: arrendador,   



 

arrendatar io, subarrendante, subarrendatario, terceros interesados y los 

medios de Impugnación.  

 

Partes del Proceso de Desahucio  

 

1. Arrendador   

         

  El vocablo arrendador lo def ine Cabanel las de la Torre, Guil lermo como:  

”  La persona que da en arrendamiento alguna cosa propia de este contrato”.1   

               La Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos def ine arrendador 

o locador en su art ículo 8, como: “ Quien cede el uso y goce de la cosa”.  

               De las definic iones citadas, se concluye que la dueña del inmueble 

o quien lo posea por otro t ítu lo que no sea el de propietar io,  al ceder el uso y 

goce de la  f inca por un precio se convier te en arrendador.  

             

   2.  Arrendatario  

 

 El vocablo arrendatario ha sido entendido también como inqui l ino o 

locatario, def inido en el diccionar io de derecho procesal c ivi l  como: 

     “  El que alquila para habitar la una casa o parte de el la.” 2 

Cabanel las lo def ine como:  ”  El que toma una cosa en arrendamiento”  

La Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos lo señala como la persona 

que paga el precio. ( Art. 8) 

3. Subarrendante y subarrendatario  

Ambos términos se der ivan del concepto de subarrendamiento, y su 

def inic ión es la misma dada para los términos arrendador y arrendatar io. Solo 

que el papel de arrendador lo asume el arrendatar io, quien cede el goce y uso 

de su derecho a cambio de un precio, l lamado renta, exist iendo entonces dos 

contratos de arrendamiento sobre un mismo inmueble, el  pr imero entre el 

                                                 
1  Cabanel la s  de la  Tor re,  Gu i l l ermo,   D icc ionar io  d e Derecho Usua l  Bu enos Ai res ,  Ed ic iones  Ara yu ,  1988 ,  

pág.26 
2  Pal lares,  Eduardo.  Dicc ionar io  de derecho Procesal Civ i l .  Méx ico.  Ed i tor ia l  Porrúa,  s in  Ed ic ión,  

1978.   



 

propietar io de la f inca y su inqui l ino y el segundo entre este arrendador y el  

subarrendador.   

Subarrendamiento es def inido en doctr ina por Cabanel las como: 

  ”  El arr iendo que el arrendatar io hace de la cosa arrendada ya por él.”   3 

    La Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos  en el art ículo 78, se 

ref iere al subarrendamiento, s iendo importante tener c laro las def iniciones de 

dichos términos. Pues en el la,  como ejemplo, prohíbe el subarr iendo al 

arrendatar io, salvo que se lo autorice el arrendador por escrito, debiéndose  

tener claro los conceptos para ubicar a cada una de las partes en los 

contratos de inquil inato.  

 

    4. Terceros interesados:  

 
Las relaciones dadas entre las personas f ísicas o morales con  

relevancia jur ídica, pueden afectar a otras personas que no han part ic ipado 

en el negocio jur ídico; cuando surgen desacuerdos o conf l ictos y los asuntos 

l legan a conocimiento de los tr ibunales de just ic ia, es necesario not if icarles a 

aquel las personas que a pesar de no intervenir  en el  negocio, sus intereses 

legít imos se vean afectados, dándoles el carácter de terceros interesados, 

pues lo que se resuelva en el proceso les puede causar perjuic io.  Cabanel las 

respecto de esta f igura manif iesta que; se da el carácter de tercero interesado 

a la persona que sin ser parte en un juic io interviene en él para deducir un 

derecho propio, para coadyuvar con alguna  de las partes si es l lamada a ello, 

o cuando tenga conocimiento de que cualquiera sea la resolución que se dicte 

por la autoridad judic ial competente pueda causar le algún perjuic io 

irreparable.  

    Para los efectos de este trabajo es importante tener claro este concepto, 

para los casos en que se debe pract icar  not if icaciones y def inir  a quienes se 

les debe hacer.-  

 

5. Medios de Impugnación:  

 

                                                 
3  Cabanel la s  de la  Tor re Gu i l l ermo,  op  c i t .  pág.  300. 



 

Los recursos son, genér icamente hablando, medios de impugnación de 

los actos procesales. 

 Realizado el acto la parte agraviada por él,  t iene dentro de los l ímites 

que la ley le conf iera, poderes de impugnación dest inados a promover la 

revis ión del acto y su eventual modif icación. 4 

Como regla general la c lasif icación de los medios de impugnación la hace 

la ley, lo que equivale a decir que las partes ni el juez pueden ampliar la. El 

art ículo 551 del código procesal c ivi l  enumera los recursos de la s iguiente 

manera: revocatoria, apelación, apelación por in admisión, apelación 

adhesiva, casación y revis ión.  

 

5.1. Recurso de Revocatoria:  

 

Es un recurso ordinario porque es apl icable a las resoluciones sin que 

existan causas especiales para el lo. Igualmente,  se le considera un recurso 

horizontal porque se promueve y lo resuelve el mismo juez que pronuncio la 

resolución impugnada. La f inal idad es que se modif ique lo resuelto y o se deje 

sin efecto. (Art ículo 553 y s iguientes del código procesal c ivi l .  La oportunidad 

para promover las es de tres días a part ir  de la notif icación de la resolución es 

un recurso en que se exige que el escr ito del recurso debe fundamentarse.  

 

   5.2- Recurso de Apelación:  

 

Este recurso procede contra todas las sentencias y autos con ese 

carácter, independientemente que provenga de un proceso de menor o mayor 

cuant ía. Solo dif iere el plazo para oponer la, pues en menor cuant ía y 

abreviados en general es de tres días y en los fal los de mayor cuant ía son 

cinco días. Todos los autos t iene revocatoria, pero no todos t ienen apelación, 

únicamente los que la ley les conceda esa posibil idad.  

 

5.3- Apelación adhesiva:  

 



 

Normalmente la parte perjudicada por la sentencia recurr ida será una 

de el las, pero no cabe descartar que la sentencia pueda per judicar a las dos 

y, en esos casos, ambas t ienen la posibi l idad de apelar bien directamente,  

por lo que se produce una acumulación de recursos, o bien, de forma 

indirecta, ut i l izando solo el apelado el mecanismo denominado adhesión de la 

apelación.  Adher irse a la apelación es, pues, ut i l izar el  recurso del apelante 

para impugnar aquellos extremos de la sentencia que sean perjudiciales al  

apelado. 

 

5.4- Apelación por inadmision:  

 

En un recurso previsto para atacar la denegatoria 

de un recurso ordinar io de apelación. Es decir cuando un recurso es 

denegado indebidamente, lo que procede es un recurso por inadmision que 

deberá presentarse ante el Super ior inmediato conforme a los requisitos 

formales del art ículo 584 del Código Procesal Civi l.  

 

5.5- Recurso de casación:  

 

Este es un recurso jur isdiccional ya que los Jueces de las Salas, para 

pronunciarse, ut i l izan criter ios estr ictamente jur ídicos.  

Es un recurso extraordinar io es decir,  es un recurso que cabe contra 

determinadas resoluciones y por mot ivos preestablecidos por la ley.  

No const ituye una tercera instancia, Ni una segunda apelación la función del 

juzgador es conocer acerca de los motivos alegados por las partes. 

 

5.6- Recurso de Revisión:  

 

Se trata de un recurso extraordinario, y lo es porque se presenta ante la 

Corte Suprema de Just ic ia únicamente contra las sentencias dictadas en 

proceso ordinar io y en los casos previstos en el art iculo 619 del Código 

actual.   
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SECCION SEGUNDA:  PROCESOS SUMARIOS.  

 

DEFINICIÓN:  

 

 El proceso  sumario es un proceso contencioso, el cual se encuentra 

regulado por nuestro código procesal c ivi l ,  se compone por la demanda, la 

contestación,  a su vez  la interposición de las excepciones previas y las de 

fondo, admisión de pruebas y la sentencia, este t ipo de contradictorio desde 

luego es l imitado con relación a los procesos declarat ivos (   como lo son los 

procesos ordinar ios y abreviados), por esta razón la cosa juzgada es de 

carácter formal y no material,  salvo en los casos expresamente indicados por 

ley.  

 

A.     TRAMITE EN GENERAL DE LOS PROCESOS SUMARIOS.  

  

En este tema haremos una expl icación de como es el procedimiento 

actual en nuestros estrados judic iales, con respecto al proceso de sumario en 

general,  de acuerdo al código procesal civi l ,  y su ámbito de aplicación en 

este,  según lo que en derecho corresponda. 

 

1. PROCEDIMIENTO SUMARIO CON OPOSICIÓN.  

 

De conformidad con el numeral 432 del Código Procesal Civi l,  encuadra 

dentro de las pretensiones que se pueden dir imir en un proceso sumario,  y su 

tramite es:  

 Se inic ia con la presentación de la demanda, la cual deberá contener 

los nombres,  calidades del actor y el  demandado, se expondrá en forma 

sucinta los hechos y los fundamentos de derecho, se ofrecerá las pruebas 

respect ivas del caso, y se f i jara con claridad y precisión lo que se pida y la 
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cuantía del asunto  (para este t ipo de procesos la cuant ía deberá ser hasta 

por la suma de seiscientos mil  colones o la l ista taxativa de los t ipos de 

procesos tramitables en esta vía procesal).  El emplazamiento será de cinco 

días, dentro de los cuales el demandado podrá oponer las excepciones, como 

lo son; la falta de competencia, falta de capacidad o defectuosa 

representación, la indebida acumulación de pretensiones, la de prescr ipción y 

la de caducidad, las cuales son previas ( se resolverán inter locutoriamente), 

la de pago, falta de derecho y falta de legit imación, las cuales son de fondo ( 

se resolverán al dictar la sentencia), y ofrecer las pruebas correspondientes.  

De la oposic ión formulada se dará audiencia por el plazo de tres días al  

actor, quien al referirse a el la podrá proponer su contraprueba.  Es importante 

indicar que el momento procesal para presentar la prueba por ambas partes 

en el asunto, es en el escr ito de demanda y en el escrito de contestación,  y 

que si se aportare a los autos, mas prueba fuera de ese momento procesal,  

será el juez haciendo el estudio respect ivo de la misma, el  que decidirá s i se 

admite o no como prueba para mejor resolver.  

 Las pruebas en el proceso sumario en si,  pueden ser documentales,  

peric iales, reconocimiento judic ial,  test imonial y confesional,  según la 

complej idad del asunto que interese, y el medio legalmente permit ido para 

l legar a la verdad real de los hechos.  

En cuanto a la impugnación de resoluciones en este t ipo de procesos, 

en lo que interesa establece el código de r ito, que serán apelables las 

siguientes resoluciones:  

 

La que niegue el curso de la demanda, la que resuelva sobre la 

competencia, la que niegue el decreto de embargo, la que rechace la prueba, 

la sentencia, la que apruebe o impruebe la l iquidación de daños y perjuic ios y 

la tasación de costas, y la que decrete el apremio corporal.  

 En cuanto a la integración del procedimiento, podemos entender;  

cuando se presenten lagunas legales que no cubran situaciones jur ídicas 

especiales, serán apl icables las normas a todos los procesos sumarios y 

también en lo que se guardare silencio para este t ipo de procesos, se aplicara 

lo establecido para el  proceso ordinar io que sean compat ibles y que no se 



 

opongan a lo preceptuado por él t i tu lo especif ico de acuerdo a la normativa 

procesal establecida.    

  

 

2. PROCEDIMIENTO SUMARIO SIN OPOSICIÓN.  

 

Este t ipo de procesos, y de acuerdo al numeral 436 del Código Procesal 

Civi l,  se trata que una vez presentada la demanda y estando debidamente 

notif icado el demandado del auto inicial  del proceso, manif ieste expresamente 

su conformidad con la demanda o no haga ninguna oposic ión y deje 

transcurr ir  e l emplazamiento, por lo que el juez dictara resolución en la que 

declarará con lugar la demanda, y se  dictará  el auto sentencia, s i esta fuere 

procedente de acuerdo a la sana crit ica. Esa resolución será razonada, no 

requerirá las formalidades de una sentencia y tendrá el carácter de esta.  

 

B.  NATURALEZA JURIDICA DE ESTE TIPO DE PROCESOS .  

 

1. ÁMBITO DE APLICACIÓN.  

 

El proceso de desahucio, en lo que interesa,  t iene su ámbito de 

apl icación de acuerdo a Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos 

vigente. (   Ley  7527 y publicada en la Gaceta numero  155 del 17 de agosto 

de 1995) derogada la ant igua legislación inqui l inar ia, en donde se desprende 

que el contrato de arrendamiento ya sea verbal o escr ito que se derive de la 

contraprestación reciproca entre ambas partes en el mismo,  el dest ino del 

inmueble arrendado, puede ser considerado como un contrato de 

arrendamiento Urbano y Suburbano o bien un contrato de arrendamiento civi l .    

Pero de acuerdo al tema de la presente tesis donde se tratará a fondo 

la Ley de Arrendamientos Urbanos Y Suburbanos, es importante indicar que 

concretamente su ámbito de apl icación dentro de un proceso sumario como lo 

hemos expl icado antes,  y de conformidad con en el numeral 2 de la ley ,el  

cual dice; esta ley es de orden publ ico. Todo convenio contrario a sus 



 

disposic iones imperat ivas o prohibit ivas es nulo de pleno derecho y se tendrá 

por no escr ito.  

Es decir  s i d icha ley es de orden publ ico es de apl icación obl igatoria,  

salvo que otra ley la derogue o que por Jurisprudencia Constitucional se 

declare inapl icable.  

Esta ley encuentra su naturaleza jur ídica en él art iculo 4 de la misma, 

el cual indica: 

“Esta ley r ige para todo contrato, verbal o escrito, de arrendamiento de 

bienes inmuebles, en cualquier lugar donde estén ubicados y se dest inen a la 

vivienda o al ejercic io de una act ividad comercial,  industr ia l,  artesanal,  

profesional,  técnica,  asistencial,  cultural ,  docente, recreat iva, o a act ividades 

y servicios públicos. Se apl icaran supletor iamente, las disposic iones del 

Código Civi l,  en tanto  no contravengan a lo dispuesto en la presente ley .  

Entonces la Ley, específ icamente se apl ica en la siguiente forma: 

Cuando se ref iere a viviendas o casas de habitación, existen dos 

preceptos que debemos expl icar, una edif icación es de interés social,   cuando 

las casas o apartamentos de habitación tengan un valor  en conjunto para el 

terreno y la edif icación determinado por el Departamento General de 

Tributación, el  cual es de  no  mayor del l imite máximo que se considere como 

tope por el Banco Hipotecar io de la Vivienda, de conformidad con las 

atr ibuciones asignadas en el art iculo 150 de la Ley 7052 del 11 de noviembre 

de 1986, así como las viviendas que hayan recibido tal  cal if icación en un 

contrato celebrado entre  el propietar io y el Estado, conforme al reglamento 

que dictará el Poder Ejecutivo “5,  en donde dicho monto está f i jado 

actualmente en la suma de seis mil lones ochocientos veint ic inco mil colones.  

También según la doctr ina, el s istema a implantado que la vivienda de 

carácter de interés social,  por la Ley General de Arrendamientos Urbanos y 

Suburbanos, es  parte de la base de la protección a la estabil idad del 

inqui l ino, de manera que en los arrendamientos en este t ipo de viviendas, la 

expiración del plazo normalmente no produce la ext inción del contrato, como 

sí ocurre con  

 



 

los demás inmuebles sometidos a esta ley, s ino que para lograr tal ext inción y 

su principal consecuencia el desalojo, debe aunarse a la expiración del plazo 

del arrendamiento, alguna otra razón o motivo de suf ic iente peso, como para 

que el interés públ ico en sostener la relación inqui l inar ia en  dicha vivienda 

de interés social,  ceda en favor del propietario del inmueble.  

Es decir esta ley, en nuestro cr i ter io es de alguna manera 

proteccionista a los derechos y deberes del inquil ino, por lo que busca  

equil ibrar, la estabi l idad del arrendatar io en el momento de presentarse  un 

proceso de desahucio en su contra, y que dicha causal ostente un verdadero 

fundamento legal,  para poder ordenar el desalojo en cada caso determinado. 

 Ahora bien en lo que se ref iere a los locales comerciales o inmuebles 

dest inados al ejercic io de una act ividad comercial,  se desprenden dos 

situaciones:  

•  La primera es cuando se arr ienda un local,  en un establecimiento 

comercial,  cuando el inmueble se encuentra totalmente desocupado y por 

ende el arrendatario, lo ocupa para instalar  su act ividad comercial,  como por 

ejemplo para una t ienda, un tal ler mecánico, o un restaurante. 

•  La segunda situación es cuando se arr ienda un negocio o establecimiento 

comercial,   cuando ya existe en el inmueble una actividad comercial en plena 

explotación, como por ejemplo arrendar un Bar Restaurante en 

funcionamiento.  

 En cuanto a los locales comerciales, se hace la dist inción con los 

negocios o los establecimientos comerciales, ya que la act ividad industr ia, es 

la aplicación del trabajo humano a la transformación de pr imeras materias, 

hasta hacer las út i les para la sat isfacción de las necesidades, como por 

ejemplo el arrendamiento de una  fábrica en telas.  

En lo que se ref iere a locales artesanales, lo que la ley supra citada, 

pretende proteger, es a un sector importante en el ámbito nacional.   

En las of ic inas para profesionales,  en donde se apl ica para toda 

profesión l iberal,  queda cubierta en esta contratación, como por ejemplo de 

un arrendamiento de una of icina para un bufete de abogados.  

                                                                                                                                                           
5  Artav ia  Bar ran tes  Serg io ,  Los  P rocesos  de Desahuc io y sus  Causa les .   Tomo I,  Ed i tor i a l  Ju r íd i ca  Dupas  y 
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Para act ividades técnicas, asistenciales o culturales, como por ejemplo,   

arrendamiento de un inmueble, para una escuela de técnico medio en 

refr igeración, es un inmueble dest inado para protección y al imentación  de 

menores abandonados, como por ejemplo Los Hogares Crea, y también el 

inmueble dest inado para una act ividad cultural,   como por ejemplo,  un Teatro.   

Para act ividades docentes, abarca los inmuebles arrendados para instalar  

cualquier act ividad en el campo de la docencia en general.  

 Es necesar io indicar, que según el art ículo 7 en su inciso b), queda 

fuera de la apl icación de la Ley de Arrendamientos en estudio,  

 Las act ividades y los locales comerciales con f ines tur íst icos, ubicados 

en zonas aptas para ese dest ino, según los calif ique el Inst ituto Costarr icense 

de Turismo, mediante resolución mot ivada, s iempre que se alqui len por 

temporadas. Esa resolución se publicara en el diar io of icial la Gaceta. 

En donde el   numeral anter iormente mencionado en síntesis, se ref iere 

a locales con f inal idad tur íst ica, arrendados por temporadas  únicamente.   

En lo que se ref iere a act ividades o servicios públ icos, recoge el cr iter io 

jur isprudencial del Tribunal Superior Pr imero Civi l de San José, en el tanto de 

que los inmuebles dest inados a parqueos, quedan regulados en esta Ley, ó 

sea los parqueos o inmuebles en donde se instale cualquier act ividad en el 

campo de la docencia en general,  como lo explicamos anteriormente. 

 Para act ividades recreativas se trata de un local o inmueble con esa 

f inal idad, y que el arr iendo sea permanente. Dist into de la apl icación  

indicada en él art iculo 7 en su inciso d) de la Ley de Arrendamientos en 

cuanto a la exclusión dentro de un proceso de desahucio, s i se trata de un 

inmueble en donde, la ocupación es de espacios dest inados al 

estacionamiento o la guarda de vehículos, excepto si se vinculan con el 

arrendamiento de un local.  

Es decir,  dicho local esta dest inado al estacionamiento o guarda de 

vehículos,  pero sin una relación contractual entre el propietar io y el 

ocupante.     En el caso de los parqueos públ icos, es necesario que la 

edif icación sea la mínima para desarrol lar esa act ividad.  

Entonces el ámbito de aplicación de la Ley de Arrendamientos Urbanos 

y Suburbanos, se apl ica a los inmuebles con edif icación. Los inmuebles no 



 

edif icados, es decir  los rúst icos dest inados a la agricultura o ganadería por 

ejemplo, así como el arr iendo de un establecimiento comercial,  se regirán con 

las reglas de la ley sustantiva del código civi l  o el código agrario, según 

corresponda. 

Es importante aclarar que aunque no es tema de nuestra tesis, que los 

preceptos legales del art iculo 7 de la ley objeto de estudio, no quedan 

reguladas por el Código Civi l,  s ino que deberán tramitarse de conformidad 

con el numeral 455 del Código Procesal Civi l,  el  cual establece lo que es el  

desahucio administrat ivo.  

Según la Sala Constitucional;  “  El Ministro de Seguridad Pública, a 

quién pertenece la guardia c ivi l ,  Tiene dentro sus funciones específ icas, 

resguardar el ejercic io de las garant ías constitucionales y proteger los bienes 

de los habitantes del país, lo que lo faculta, en forma genérica, para efectuar 

los desalojos administrat ivos dentro de su jur isdicción terr itor ial,  como lo es 

el Ministro de Gobernación y la Guardia de Asistencia Rural en las áreas que 

administrat ivamente se def inió que les corresponde” 6 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, también aparece la f igura 

Jurídica, la cual es la causal del desahucio cuando es por mera tolerancia, y 

que de conformidad con el numeral 449 del Código Procesal Civi l,  se 

tramitará por la vía judicial.  

Según la doctr ina procesal c ivi l  se indica;  

Una ocupación en precar io de una vivienda, un local comercial,  u 

of icina para profesionales, entre otros, el desalojo debe hacerse vía 

administrat iva. Sin embargo es posible que en la práct ica se adopte, por el 

desahucio Judic ial,  y como una causal se alega la tolerancia.  

 En estos casos est imo que la demanda no puede ser denegada de 

plano, pues podría incurr irse en una violación al pr incipio de acceso a la 

just ic ia. Será en la sentencia def init iva, donde se anal iza la procedencia o no 

de la causal.   

Ese desahucio judicial es est imable, y como la tolerancia queda 

excluida de la apl icación de la Ley de Arrendamientos Urbanos, no resulta 

apl icable, el art ículo 115 de la Ley Orgánica del Poder Judic ial.  Se concluye,  
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entonces, que en todo desahucio por tolerancia la competencia se determina 

por la cuant ía, y por ende podría ser de conocimiento de un juzgado de menor 

o mayor cuant ía, según supere los seiscientos mil colones.  Si la tolerancia 

ocurre en un inmueble rúst ico o un establecimiento comercial,  como contrato 

civi les, el desalojo debe reclamarse en vía judic ial,  según lo permite el  

párrafo del art ículo 449 del C.P.C.“7    
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CAPITULO SEGUNDO 

 

Análisis de las causales del Proceso de Desahucio d e acuerdo a la 

Ley General de Arrendamientos urbanos y suburbanos vigente. (Ley 

No 7527 del diecisiete de agosto de 1995). De confo rmidad con el 

numeral 121. 

 

 Art iculo 121:   Por el proceso de desahucio establecido en el Código 

Procesal Civi l,  se deducirá las acciones que el arrendador promueva por las 

siguientes causas:  

 

A.   Expiración del plazo de arrendamiento conforme  al inciso c, del 

art iculo 113: Causas de ext inción del arrendamiento  conforme a las 

reglas del capitulo VII I  y de los artículos 76,100, 101,102,103,104 y 105.  

 

 1.- Expiración del plazo del arrendamiento.  

 

 Introduce la Ley de Inqui l inato un procedimiento para poder tener el 

vencimiento del plazo pactado en el contrato de arrendamiento como una 

causa vál ida y apl icable al desahucio,  según la ley indicada el plazo del 

contrato de arrendamiento no podrá ser inferior  a tres años, el  cual viene a 

ser el plazo legalmente establecido, entendiendo a dicho período todos los 

arrendamientos convenidos con una duración inferior o bien cuando no se 

haya est ipulado el plazo de duración. Este plazo correrá a part ir  del día en 

que el arrendatario recibe el bien para su disf rute, es decir ,  toma posesión 

arrendat ic ia el inmueble objeto del contrato. 

 Nos indica el inciso a) del art ículo 121 de la ley de Inquil inato, la 

Expiración del plazo de arrendamiento, conforme al inciso e) del art ículo 113 

de esta ley.¨ Inciso que dice; que la ¨ Expiración  del plazo conforme a las 

reglas del capítulo VII I  y de los art ículos 76, 100, 101, 102, 103, 104 y 105 de 

esta ley ¨  

 De un anál is is de la normativa indicada,  podemos decir que procede el 

desahucio por expiración del plazo cuando: 



 

 

A- El arrendador avisa al arrendatario, con tres meses de antic ipación, su 

voluntad de no renovar el contrato, según se desprende del art ículo 71 de 

la L.G.A.U.S., y dicha notif icación se hará de la siguiente forma: 

 “Una parte de la relación arrendatic ia, puede notif icar a la otra,  

mediante acta notar ial,  o por simple entrega del documento en la casa de 

habitación o en el domici l io señalado en el contrato. Cuando el dest inatar io 

no quiera o no pueda f irmar el recibo del documento, o no se encuentre en 

los lugares indicados, la not if icación se entregará a cualquier persona que 

aparente ser mayor de quince años, que se hal le en la casa de habitación 

o en el domici l io señalado. En tales casos, a falta de notar io, la 

not if icación se pract icará ante dos test igos, o ante la autor idad de policía 

del lugar, quienes deberán anotar la fecha de entrega y f irmar tanto el  

or iginal como la copia del documento.” 8  

En nuestro cr iter io dicho aviso deberá hacerlo el arrendador, por medio 

de un acta notar ial,  ya que aquí se va a consignar el aviso de no renovar 

el contrato y algo muy importante es que exist irá la fecha cierta, y la fé 

pública del notario,  para poder determinar, el  plazo de los tres meses con 

anterior idad al vencimiento del contrato.  

En lo que se ref iere a la regulación de la prórroga tácita, y que 

l i teralmente dice:¨ Habrá prórroga tácita del arrendamiento cuando el 

arrendador no haya notif icado al arrendatario, la voluntad de no renovar el 

contrato, por lo menos tres meses antes de la expiración del plazo original 

o el prorrogado anteriormente.¨9  Dicha prorroga será en principio por el  

plazo de tres años más, pero no debemos confundir la prorroga del 

contrato, con la posibil idad con que cuenta el propietar io, de sol ic itar el 

incremento de la renta en forma anual de conformidad  con el numeral 67 

de la Ley supra citada, de aquí la importancia de indicar los t ipos de 

inmuebles que le son apl icables y su diferencia, como lo es la vivienda de 

carácter social,  en donde el reajuste se hará con las s iguientes reglas;  

 

                                                 
8 Ar t í cu lo  19  de la  Le y d e Ar rendamien tos  Urbanos y  Suburbanos,  l ey No 7527  de l  17  de a gos t o d e 1995 ,  

Pub l i cada  en  la  Gac eta  155 .   
9Artículo 71, op cit.  



 

a) Cuando la tasa de inf lación acumulada,  de los doce meses anter iores,  

al vencimiento de cada año del contrato, sea menor o igual al quince por 

ciento, en arrendador está facultado, de pleno derecho, para reajustar el  

alqui ler de la vivienda, en un porcentaje no mayor a esa tasa. La inf lación se 

calculará de acuerdo con el índice of icial,  de precios al consumidor, de la 

Dirección  General de Estadíst icas y Censos.  

 

b) Cuando la tasa de inf lación acumulada de los doce meses, anteriores al  

vencimiento de cada año del contrato sea mayor al quince por ciento, la junta 

direct iva del Banco Hipotecar io de la Vivienda, dictará, con base en 

consideraciones que tomen en cuenta,  el desarrol lo de la act ividad de la 

construcción y el equi l ibr io necesario entre prestaciones del arrendador y el 

arrendatar io,  el porcentaje adicional de aumento que se apl icará, al alquiler 

de la vivienda, s iempre que no sea inferior a ese quince por ciento, ni mayor 

que la tasa anual de inf lación. Apl icándose así el aumento para las viviendas 

de interés social,  no permit iendo al arrendatar io, presentar en la vía sumaria 

Judicial,  un proceso de reajuste de alqui ler,  ya que dicho proceso se apl icará 

en los demás casos de arrendamiento.       

 Él  art iculo 71, ha de relacionarse con él art iculo 101 de la supra citada 

ley, pues es éste, el  que norma la f igura de la prevención de desalojamiento o 

notif icación que se indica y en su párrafo segundo termina de reglar  la tácita 

reconducción,  pero en esta ocasión operando, cuando real izada la 

prevención, no se real iza en el t iempo est ipulado.  

 

B-  El arrendatario avisa al arrendador con tres mes de antic ipación, su 

voluntad de poner f in al contrato de arrendamiento, en aquel los casos en que 

el inmueble ocupado por el propietar io para su propia vivienda,  en el caso de 

que la edif icación se divida o se  levante una nueva para arrendar 

departamentos o locales, con muebles o servic ios o s in el los, s iempre y 

cuando concurran las siguientes previs iones:  

a) Que él número de apartamentos arrendados para vivienda o locales no 

sean mas de dos.  

 



 

b) Que la vivienda del propietar io del inmueble y del departamento o local 

tengan la entrada pr incipal en común. 

 

c) Que de tener entradas separadas, ambos ocupen los mismos niveles del 

inmueble o compartan espacios internos, edif icados o no. ( Art iculo 74).  

     En síntesis lo anterior es una posibi l idad legal que se le otorga al 

arrendador siempre y cuando viva en dicho inmueble, de no respetar el plazo 

del contrato, cuando alquile un local,  en la propiedad que ut i l iza para su 

propia vivienda, recurr iendo al desahucio si el inqui l ino es inconveniente, es 

necesario que cumpla con los requisitos que menciona la Ley, anteriormente 

indicados, y éste trámite se real iza por vía administrat iva, del cual 

explicaremos constitucionalmente lo s iguiente:  

El procedimiento de desahucio administ rat ivo  fue  modif icado por la 

Ley de inqui l inato número 7527, publ icada en La Gaceta número 155 del 

diecis iete de agosto de mil novecientos noventa y cinco, que reformó el 

art ículo 455 del Código Procesal Civi l y señala que:  

"Art ículo 455: Desahucio administrat ivo: El desahucio administrat ivo 

procederá en los casos que establece el art ículo 7 de la Ley General de 

Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 

         En tales casos, no habrá necesidad de promover desahucio judic ial y 

quienes ocupen el bien deberán desalojarlo tan pronto como se lo sol ic ite el 

dueño, el arrendador o la persona con derecho a poseer lo o su representante.  

De exist ir  oposic ión,  la autoridad de pol icía correspondiente a sol ic itud 

del interesado con derecho a pedir la desocupación, procederá al  

desalojamiento, s in t rámite alguno. 

En casos especiales, la autor idad de policía correspondiente, a sol ic itud 

del interesado con derecho a pedir la desocupación, procederá al  

desalojamiento, s in  trámite alguno”10.               

C-   Se cumpla el  plazo de tres años a part ir  de la fecha cierta del contrato de 

arrendamiento, o desde el día de la inscripción en el Registro Publ ico de la 

Propiedad, de un traspaso forzoso, cuando en una f inca arrendada exist ieren 

anotaciones, inscripciones de hipoteca o cédulas hipotecarias o anotaciones 
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de embargo anter iores al contrato, que dieren como consecuencia dicho 

traspaso. (Art iculo 76) 

D-  En viviendas de carácter social,  solamente procede la expiración del plazo,  

cuando el arrendador la sol ic ita para uso propio o de sus famil iares, ya sea 

para el cónyuge, los ascendientes y descendientes, hasta el segundo grado 

inclusive y los hermanos,  siempre que aquel o estos no hayan habitado en 

vivienda propia durante él ult imo año o para una nueva construcción, en 

donde dicha edif icación debe tener un valor  por lo menos cinco veces mayor 

que el de la edif icación que desea demoler .  (Art ículos 102 y 103 de la Ley de 

Arrendamientos), y que la Sala Const itucional,  ha reiterado; 

  “Que f rente a los derechos que puedan der ivarse, de un contrato de 

arrendamiento,  pr iva el  derecho de propiedad, el  cual ostenta el arrendatar io,  

al que no puede l imitarse irrestr ictamente el derecho de transformación de su 

propiedad.¨11 

E- Cuando efectuada la prevención de desalojamiento, sea para habitación o 

para nueva construcción, de acuerdo con la ley, y vencido el plazo del 

arrendamiento, el arrendatar io no desaloja, podrá el arrendador promover el  

proceso de desahucio.  

2.-  Ext inción del contrato de arrendamiento por ex piración del 

usufructuario o f iduciario.  

 Indica el inciso b) del art iculo 121 de la L.G.A.U.S, que la ext inción del 

contrato de arrendamiento por expiración del derecho del usufructuario o del 

f iduciar io, de conformidad con el art iculo 74 de esta ley. En primera instancia 

en este caso es preciso indicar que el art ículo al que se remite el inciso 

indicado, de acuerdo con la propia ley, no corresponde, siendo lo procedente 

remit ir  a l art ículo 73 que en síntesis nos señala, que el arrendamiento 

expirará al término de la duración del derecho de usufructo o f ideicomiso del 

arrendador, salvo que el t ítulo inscri to en el Registro Públ ico autor ice 

expresamente para arrendar un plazo mayor. 

La causal,  aquí se conf igura cuando vencido el plazo del usufructuario 

o del f iduciar io, el arrendatar io no desaloja la vivienda. Es importante indicar 

que no se est ipula prevención alguna de desalojo en los contratos de 
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arrendamientos que se revisten de esta caracter íst ica, suponemos que ha de 

tenerse por establecido la obl igación de desalojar del arrendatar io, cuando 

t iene conocimiento de que quién le arr ienda lo hace en calidad de 

usufructuario o f iduciar io y como tal t ienen un plazo previsto, mismo que es 

de carácter público, por cuanto requiere de inscripción registral.   

Los derechos anteriormente mencionados; pueden tener un plazo 

determinado, y éste plazo podría ser inferior a los tres años, que est ipula el  

numeral 70 del la ley en estudio, por lo que en nuestro cr iter io y de algunos 

administradores de just ic ia, se da una causal de desahucio encubierto, por no 

cumplirse imperat ivamente el  plazo mínimo legal establecido por ley; de lo 

que podemos observar que nuestra ley, se contrapone en estas dos 

situaciones legales existentes;  

•  Entre la duración de un derecho de usufructo o de f ideicomiso. 

•  Y la duración que nos dice el art ículo 70 de dicha ley, en ambos casos 

naciendo a la vida jur ídica la ext inción de contrato de arrendamiento.    

  

3. RESOLUCIÓN DEL CONTRATO POR INCUMPLIMIENTO DE LA S 

OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO, SEGÚN ÉL ARTICULO 11 4  DE LA 

LEY SUPRA.  

 

Nuestra Ley 7527 del diecis iete de agosto de mil novecientos noventa y 

cinco, indica los mot ivos por el  cual se puede dar por terminado el contrato de 

arrendamiento, por hechos o causas cometidas por el arrendatario las cuales 

se mencionan y se expl ican a cont inuación. 

La falta de pago: La conceptual izaremos; como el incumplimiento de la 

obl igación principal del arrendatar io, con el arrendador en la contraprestación 

reciproca de habérsele entregado un bien inmueble para que lo habite,  

pagando un precio pactado. La ley supra citada nos indica que será conforme 

a las reglas del capitulo VII .  

Dicho capitulo se ref iere al precio del arrendamiento, el cual t iene que 

ser c ierto y determinado ya sea en forma monetaria o por un valor 

equivalente, dicho pago puede ser en moneda extranjera, como lo podemos 



 

observar en diferentes asuntos judiciales, en donde el arrendamiento se ha 

determinado en dólares. 

 El pago de la renta lo est ipulan las partes en donde se va a acordar el  

precio por tal concepto, es decir se aplica el pr incipio de que el contrato es 

ley entre las partes, sea verbal o escrito, como ya lo hemos expl icado 

anteriormente; en esta tesitura, por lo que resulta importante recalcar;  

 “  Que el arrendatar io lo que adquiere es el  derecho de uso y disf rute 

del inmueble arrendado, pero que en lo fundamental, prevalece el pr incipio de 

autonomía de la voluntad de las partes  12 

El  per iodo del pago del arrendamiento lo est ipulan las partes, a falta de 

este pacto se tomará en cuenta que es por mes.  

El plazo para el pago es la fecha en que se convino en el contrato, sin 

embargo existe una tolerancia legal del pago de la mesada, el cual será de 

siete días al vencimiento.  

Ahora bien, el arrendador puede exigir le al arrendatario que el pago de 

la mesada sea por adelantado.  

  En lo que respecta a la causal de falta de pago, el Tribunal Super ior  

Primero Civi l,  a contr ibuido a esclarecer conceptos muy importantes, como lo 

son;  

“Cuando se trata de esta causal,  en un proceso de desahucio no 

corresponde a la actora demostrar dicha causal de falta de pago, sino que se 

revierte la carga de la prueba al arrendatario, y se está a lo dicho por el 

accionante, por lo que le toca al demandado desvirtuarlo”13.   

La tolerancia también t iene su punto importante en este t ipos de 

asuntos, ya que la misma se apl icará de la s iguiente forma, cuando se 

acredita tolerancia en la fecha de pago, el desahucio no es la vía para 

el iminarla, pues se ha reiterado que seria sorprender al inquil ino con una 

situación propic iada por el  mismo arrendante, por lo que la solución a esta 

situación es que el arrendante por ser una cuestión facultat iva, debe el 

arrendatar io protestar por cualquier medio idóneo para eliminar la tolerancia 
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en el pago, pero no debemos confundir lo siguiente, que puede exist ir  

tolerancia en el pago, pero no es legalmente permit ido tolerancia en no pagar. 

 En síntesis para que exista tolerancia en el pago, t iene que exist ir  las 

siguientes caracter íst icas:  

“La pr imera es que el propietar io voluntariamente le permita al inqui l ino 

pagar en fechas dist intas a la convenida.   

Y la segunda, que esa situación se mantenga por largo t iempo 

produciendo un estado de conf ianza, de tal trascendencia que el inqui l ino que 

pague en diferentes datas, lo hace sin consecuencias de ninguna especie.”14  

  Ahora bien una vez hecho el pago el arrendatar io t iene la obl igación de dar 

un recibo como comprobante de pago. 

 En cuanto al pago mencionaremos las siguientes acepciones 

importantes las cuales son:  

•  El  arrendatar io t iene la obl igación del pagar desde el día que recibe el 

bien hasta que termina la relación inquil inar ia. El incumplimiento de 

ésta, facultará al  arrendador invocar el proceso de desahucio la 

resolución del contrato.  

•  El pago t iene que darse en el precio convenido, ya sea en forma 

monetaria o por medio de otro t ítulo, que sea una orden incondicional 

de pago, que de acuerdo al art ículo 61 de la Ley el pago debe ser en 

efect ivo, y se l imita legalmente a que el descargo de la obl igación t iene 

que ser por medio de cheque y el mismo queda sujeto a que tenga 

fondos para cubr ir  con la obligación .    

El lugar del pago será, en el convenido en el contrato y a falta de convenio se 
hará en la casa del arrendador.   

El pago de servic ios públ icos se hará por acuerdo de las partes, a falta de 

el lo le corresponden al arrendatar io, excepto la cuota básica del agua.  

En este tema es importante recalcar, lo que en la práct ica judic ial y 

habitual se observa, que muchas veces si el  inqui l ino no paga el 

arrendamiento, mucho menos no paga  los servic ios públicos, por lo que 

causa un grave perjuic io al  arrendador, al dejar enormes cuentas, ya sea por 

el pago de luz o el teléfono, causando que la corten y s i el arrendador quiere 
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arrendar nuevamente dicho inmueble, t iene que pagar los recibos 

correspondientes.   

Para el proceso de desahucio en sí,  el arrendador, t iene que esperar que 

se dicte sentencia en el proceso pr incipal,  para proceder a presentar en la vía 

de ejecución el cobro de alqui leres insolutos y otros, todo lo anter ior de 

conformidad con el numeral 454 del Código Procesal Civi l,  esperar que dicten 

la sentencia en dicho incidente, para poder real izar embargos, si es que el 

accionado t iene bienes con que responder, y que en nuestro cr iter io es un 

largo plazo para hacer efect ivo el cobro de esos rubros, de ahí el perjuic io 

para el arrendador.  

Ahora bien según nuestra legislación procesal en el numeral supra citado, 

aparece la f igura del derecho de retensión, el cual sería el medio procesal 

para asegurar el pago del arrendamiento atrasado, bienes que legalmente le 

pertenezcan al arrendatario,  salvo prueba documental en contrario.  

En nuestro cr iter io se hará la retensión por medio de un auxi l iar ejecutor, 

el cual hará un acta de retensión, en la que indicará los bienes que se 

embargan y se nombra como depositar io Judic ial el arrendatario del inmueble 

objeto del l i t ig io.  

En algunos despachos judic iales, se hace cuando el Juez,  una vez 

presentado dicho Incidente, señala hora y fecha para real izar tal di l igencia,  

haciéndose un acta, por medio de un auxi l iar Judic ial,  y procediendo al 

deposito de los bienes retenidos, en el  arrendante o arrendatario según su 

criter io, o sea el derecho de retención es según nuestra jur isprudencia  lo 

siguiente:  

“  Se constituye una garant ía de cumplimiento de las obligaciones, por el cual 

la ley, autoriza al acreedor, a mantener la posesión de un bien, que no es de 

su propiedad, como medio de coacción para el pago de una obl igación 

jur ídica. El acreedor no puede disponer de ninguna forma, solo t iene derecho 

a retener lo, siempre y cuando lo autor ice expresamente “ 15 

Es cr ít ico de acuerdo a nuestra exper iencia en el campo Judicial,  que 

dicho incidente se resolvería expeditamente en un plazo de dos meses, no 
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cumpliendo así con el mandato constitucional de una just ic ia pronta y 

cumplida.  

De acuerdo a lo anterior entendemos que en la práctica forense, es un 

derecho que se le concede al propietario del inmueble, pero que según los 

resultados que se han obtenido del mismo carece de ef icacia, en la práct ica 

Judicial.   

Los bienes retenidos siempre estarán en posesión del inqui l ino pues al 

no exist ir  suma l íquida y exig ible no es posible proceder a embargarlos, salvo 

por supuesto que se cumpla con la garant ía que exige la ley, es decir,  se trata 

de una retensión en forma prevent iva únicamente.   

Los bienes retenidos responden, con preferencia a cualquier  otro 

acreedor, salvo los que tengan derecho real,  ya sea como por ejemplo una 

prenda que esté debidamente inscr ita, no solo al pago del precio, o renta,  

sino a los servic ios, las reparaciones y todas las demás obl igaciones 

derivadas del contrato. 

Cuando los bienes se han trasladado fuera del inmueble arrendado, s in 

el consentimiento del arrendador, o con su oposic ión, este podrá exigir que 

sean devueltos a la propiedad dentro del mes siguiente al día del traslado “16.   

El depósito judic ial del precio, es una f igura legal,  que es muy ut i l izada 

en la pract ica Judic ial,  la cual la conceptual izamos en nuestro cr iter io y de 

conformidad con la ley, como la posibi l idad legal que t iene el arrendatar io de 

hacer buen pago de la mesada, depositando el dinero pactado, al número de 

cuenta de un Juzgado del lugar donde está ubicado el inmueble.  

Entonces para que exista buen pago el depósito Judic ial tendrá que 

tener las siguientes caracter íst icas:  

 

PRIMERA:  Debe depositarse a la orden del despacho judic ial con 

competencia donde está situado el inmueble. 

 

SEGUNDA:  El depósito podrá hacerse dentro del plazo de siete días naturales 

a la fecha de pago, del cual indicamos que esa es una tolerancia de ley.  
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TERCERA:  En la boleta  judic ial deberá indicarse lo s iguiente: 

Fecha en que se hizo el depósito judic ial,  y el período que se está pagando, 

la dirección exacta del arrendador, a quién el despacho judic ial debe notif icar  

la existencia del depósito,  

Es importante indicar que si el arrendatario se l imita a depositar sin 

promover dil igencias de consignación del alquiler a favor del arrendante, el  

despacho judic ial,  s in dilación de trámites ni not if icaciones y declaraciones, 

procederá a notif icar al consignatario de la existencia de dicho depósito 

judic ial,  y una vez que este se apersonare al  juzgado a sol ic itar el giro 

respect ivo, el Juez ordenará el giro del dinero.  

 En nuestra exper iencia judic ial,  dicho sistema de giro de dinero sin 

di lación de trámites, se observa mas claramente en el segundo circuito 

judic ial,  ya que el monto de dinero depositado, solo el hecho de estar éste  a 

la orden del juzgado civi l  de menor cuant ía de Goicoechea,  se ut i l iza el  

sistema de depósitos judic iales ( S.D.J ),  en donde se procede a abr ir  un 

expediente, y la parte interesada al darse cuenta que existe dicho dinero a su 

favor depositado al despacho judic ial  antes mencionado, se presenta al 

juzgado, y en forma personal s in necesidad de un escrito de sol ic itud 

autent icado por un abogado, solicita en forma verbal el giro de dicho dinero, 

práct ica Judic ial que no es apl icable en todos los despachos judic iales de 

menor cuant ía del país, entendemos que es por cr iter ios de Jueces diferentes,  

que para la solicitud de giro del dinero consignado se presente 

necesariamente el proceso de consignación de alquiler o que con solo la 

sol ic itud verbal del giro, sin dilación de trámites se gire dicho dinero.  

En síntesis el depósito judic ial viene a ser una facultad que se le otorga 

al arrendatar io, de hacer buen pago en caso de conf l icto con el arrendador y 

que este no pueda accionar la vía jur isdiccional,  por la causal de falta de 

pago, la conclusión del contrato del arrendamiento.        

Ahora bien, la posibil idad por parte del arrendador de reajustar o 

aumentar el precio del arrendamiento, en un per iodo determinado, según las 

reglas de la ley supra citada, dicho aumento se le t iene que notif icar al  

arrendatar io, estando debidamente notif icado de dicho aumento, si e l mismo 

inqui l ino no procede al pago del reajuste en la mensual idad que le 



 

corresponde, será causal por falta de pago para inic iar el proceso de 

desahucio.  

Es importante indicar que según el numeral 67 de la ley de 

Arrendamientos Urbanos y Suburbanos,  apoyado así por resolución número 

3774-96 de las quince horas veint icuatro minutos del veint it rés de jul io de mil  

novecientos noventa y seis de la Sala Constitucional indica:  

“Cuando el precio del arrendamiento de una vivienda sea en moneda 

extranjera se mantendrá  la suma convenida por todo el plazo del contrato, 

sin derecho a reajuste “17.  

De lo cual se desprende que habrá reajuste en el precio del 

arrendamiento hasta que se renueve el contrato.  

  Existe una posibilidad legal, de presentar el proceso judicial, de Fijación de 

Alquiler, de acuerdo a la conveniencia del arrendador, cuando el arrendamiento del  

inmueble, vale mas que un quince por ciento de aumento de la mesada ya estipulada, 

pero esta institución Jurídica solo es aplicable en locales comerciales, es decir se 

practicará por medio de un proceso sumario, en donde se va a discutir cual es el 

monto real y actual que se debe arrendar el bien.  

De conformidad con el numeral 114 inciso B), de la  ley Supra, existe causal,  del 

incumplimiento por parte del arrendatario, de la obligación de conservar el bien en 

buen estado, conforme a los artículos que explicaremos a continuación: 

De conformidad con el numeral 44 inciso c, 47, 48, 49 y 50;  que es 

conservar la cosa arrendada en buen estado, en nuestro cr iter io, dicha 

est ipulación se aplican dos situaciones fundamentales;  

La pr imera; que a la hora del in ic io del arrendamiento,  el inmueble se le 

haya entregado al arrendatar io en buen estado y habitable,  es decir,  que el 

arrendatar io no está obl igado a conservar el buen estado de  la cosa 

arrendada, sino se le ha entregado en optimas condiciones para poder hacer 

uso y disf rute de pleno derecho.  

  La ley sobre arrendamiento, cubre las lagunas en cuanto a establecer o 

def inir  cuando un inmueble se encuentra en buen estado o no, así lo podemos 

observar en el art ículo 46 de la misma ley, en la que nos indica que a falta de 

descr ipción, sobre el buen estado de conservación del bien al in ic io del 



 

arrendamiento, se presume que el arrendatar io lo recibió en buen estado,  

salvo prueba en contrario.  

 Dentro de las obl igaciones del arrendador est ipuladas en la ley, es de 

mantener el bien en buen estado, consiste en efectuar las reparaciones que 

exija el deter ioro de la cosa, causado por la cal idad, o sea determinar la 

cal idad y durabil idad de los mater iales,  con que se efectuó la edif icación, el 

vic io o defecto de el la o el que suceda por culpa del arrendador, sus 

representantes o sus dependientes.  

 Es importante indicar que la misma ley abre una posibi l idad legal que 

consiste en que el arrendador y el arrendatar io puedan convenir a cual le 

corresponde reparar, los deterioros originados por el uso de la cosa o el paso 

del t iempo, a falta de est ipulación expresa en el contrato esa obl igación 

recaerá sobre el arrendador, excepto lo dispuesto en el numeral 49 del mismo 

ordenamiento jur ídico, el cual se expl icará en el siguiente punto.  

De aquí la importancia que exista un contrato y que se especif ique sobre 

estos puntos,  ya que como indica el pr incipio general del derecho,  en donde 

el contrato es ley entre las partes. 

Segunda, que el arrendatar io habiéndosele dado el inmueble en buenas 

condiciones para habitar,  el mismo lo mantenga en la forma en que se le 

entregó, o sea, que no existan daños causados por acción, que sería romper 

una pared, o por omisión, por ejemplo dejar un tubo roto del agua, y que 

produzca un daño mas grave, como falsear el piso de la casa de habitación.  

El   daño puede ser causado por culpa,  o sea por falta al valor objet ivo 

de cuidado por parte del arrendatario, en cuanto sean actos cometidos por el 

mismo, que puedan est imarse culpables y por lo tanto generadores de 

responsabi l idad,  o que se realicen obras nocivas a la cosa arrendada, que 

alteren su forma o su dest ino, s in autorización expresa del arrendador, como 

por ejemplo que quiten una pared medianera de una habitación con otra, para 

hacer una sola habitación.  

De todo lo anterior se desprende que existe una obligación por parte 

del arrendatar io de reparar los daños a su cargo y su costo, si  no las paga, 

podrán ser cargadas a la renta y se podrá obl igar al  arrendatario a destruir 
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las cosas hechas sin la autorización expresa del arrendador, excepción a esto 

serían las reparaciones necesar ias que le corresponderían al arrendador, sin 

derecho de elevar por el lo la renta.  

Resolución por incumplimiento del arrendatar io en el condominio de 

conformidad con el numeral 114 inciso C de la ley en estudio: 

En el numeral anteriormente mencionado, aparecen tres puntos 

importantes dentro de esta ley posit iva. Los cuales son;  

i)  Que el arrendatario incurra, en la falta de pago y la obl igación del 

inqui l ino de conservar el bien en buen estado, los cuales ya fueron expl icados 

anteriormente.  

i i)  Cuando el arrendatario incurre en la violación de las Obl igaciones 

derivadas de la Ley de Propiedad Hor izontal o del Reglamento de 

Condominio, la cual se encuentra derogada por la ley reguladora de la 

Propiedad en Condominio, o desacato a los acuerdos generales celebrados 

por la asamblea de propietarios, conforme al art ículo 25 de la ley c itada.  

En nuestro cr iter io y con el f in de seguir  el orden de explicación de la 

Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, comenzaremos a anal izar el  

numeral 25, el cual hace una introducción para la apl icabi l idad de una ley 

especial como lo es la Ley de Propiedad Horizontal y en su reforma la Ley 

Reguladora de la Propiedad en Condominio.  

El numeral  indica;  

“Condominio.  El piso ,  el apartamento o el local de un inmueble en 

Condominio puede ser arrendado. 

El arrendatario debe ejercer su derecho al uso y goce de la cosa con 

estr icta sujeción a las facultades y las obl igaciones establecidas en la Ley de 

Propiedad Horizontal,  No 3670 del 22 de marzo de 1966, y en el Reglamento 

del condominio ( ya derogados ),  además, debe acatar los acuerdos generales 

de la asamblea de propietarios que el arrendador le comunique al celebrarse 

el contrato.  

Las partes podrán pactar los gastos correspondientes a la vivienda 

arrendada o sus accesorios corran por cuenta del arrendatario y se asimilen 

al pago de la renta.  



 

El arrendatar io t iene derecho a part ic ipar, sin voto, en las 

del iberaciones de la asamblea de propietarios del condominio.  En ausencia 

del arrendador, éste podrá autor izar por escrito, al arrendatario para que 

part ic ipe con voto en los asuntos directamente relacionados con el uso de la 

vivienda o el local que ocupa y los servicios que ut i l iza “ 18.   

El numeral anteriormente indicado, hace referencia a la Ley Reguladora 

de La Propiedad en Condominio, número 7933 del 25 de noviembre de 1999, 

la cual en lo que nos interesa, es en lo que se estipula sobre el 

incumplimiento de las obl igaciones del arrendatar io, las cuales son:  

•  Que el inqui l ino incurra en dest inar el inmueble en usos contrarios a la 

ley, a la moral y las buenas costumbres, o ut i l izar el  inmueble a otro objeto 

que el convenido expresamente.  

•  Que el inqui l ino incurra en actos u omisiones que perturben las 

tranquil idad de los demás propietar ios o que comprometa la sol idez, 

seguridad, salubr idad o comodidad del condominio.  

•  Que el inquil ino incurra en novación o modif icación alguna a la 

estructura ,  las paredes maestras u otros elementos esenciales del 

condominio.  

•  Que incurra en el pago de los gastos comunes debidamente pactados 

en el contrato de arrendamiento,  en caso contrar io le corresponderán al 

arrendatar io dichos gastos de conformidad con el numeral 19 de la ley 

reguladora de la propiedad en condominio. 

En síntesis, dicha Ley anteriormente citada, va a venir a ampliar las 

obligaciones del arrendatario, para que no exista un goce abusivo del inmueble 

tipificado por una Ley especial, y por los acuerdos tomados en la asamblea de 

condominios. 

De conformidad con el numeral 114 inciso c) de la Ley de Arrendamientos, 

se nos explica de acuerdo a los numerales 44 inciso b, 45 y 80, sobre el 

cambio del destino del inmueble, lo cual según nuestra ley y la doctrina 

nacional, se aplica de la siguiente forma. 
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 Dentro de las obl igaciones del arrendatario t iene como directr iz,  

servirse de la cosa arrendada, exclusivamente para el dest ino pactado, es 

decir,  en concordancia con el art ículo 45 de la misma ley, en tanto impide al 

arrendatar io cambiar sin autorización escrita del arrendador, la act ividad para 

la que se dest ina la cosa, y en tanto faculta al arrendador, para que en caso 

de producirse dicho cambio de dest ino,  presente el proceso de desahucio o 

invoque la resolución del contrato.  

Correlat ivamente el numeral 80,  que establece que el arrendatario no 

podrá modif icar el giro o la act ividad de un establecimiento comercial o 

industr ial,  s in el consentimiento escr ito del arrendador.  

En nuestro cr iter io dicho escrito, para que tenga ef icacia deberá 

hacerse por medio de una acta notar ial  debidamente autenticada, y que en 

caso del incumplimiento del arrendatar io, aquél podrá invocar la resolución 

del contrato por cambio de dest ino; el  art ículo 114 inciso d), que otorga al 

arrendante la facultad de rescisión del contrato por incumplimiento de las 

obl igaciones del arrendatar io cuando este cambie el dest ino de la cosa 

arrendada.  

 El art ículo 113 inciso g), que establece como causa de ext inción del 

arrendamiento la resolución por incumplimiento del arrendador o del 

arrendatar io; y el 121 inciso c),  que señala que mediante el proceso de 

desahucio establecido en el Código Procesal Civi l,  se deducirán, las acciones 

que el arrendador promueva, en los casos  de la resolución del contrato por 

incumplimiento de las obl igaciones del arrendatar io.  

Entre las que se encuentran el cambio del dest ino del bien, normas que 

a cr iter io de algunos, lesionan la l ibertad empresarial,  pues se somete al  

arrendatar io a la esclavitud legal del propio giro comercial,  consignado como 

destino arrendat icio, y que de acuerdo en nuestra sana cr ít ica no existe 

esclavitud legal,  ya que el dest ino del bien depende para lo que se pacto su 

arrendamiento.  

 Como por ejemplo que se arr iende un inmueble para el uso exclusivo 

de of icinas y que el arrendatar io lo ut i l ice como deposito de materiales, en 

donde está en juego diferentes situaciones jur ídicas que no solo es el hecho, 

que se haya cambiado el dest ino comercial,  s ino que hasta podría exist ir  un 



 

deterioro grave en el inmueble y dando un grave perjuic io para los intereses 

del arrendante.  

Apoyado en nuestro cr iter io en Jur isprudencia Const itucional la cual 

indica; 

    “La obligación del arrendatario de servirse de la cosa exclusivamente, para 

el dest ino convenido, no puede est imarse, desde ningún punto de vista, como 

una l imitación inconstitucional,  a la l ibertad de comercio, al pr incipio de la 

l ibertad jur ídica, y mucho menos a la propiedad pr ivada, pues ciertamente, 

desde el momento en que el comerciante o industr ia l decide desarrol lar sus 

act ividades en un inmueble propiedad de un tercero, y con base en un 

contrato de arrendamiento, no puede luego disponer del bien a su antojo,  

pues no es su dueño y mucho menos modif icar unilateral e impugnemente el  

contrato suscr ito por las partes, especialmente,  en lo que al dest ino del 

inmueble se ref iere, pues el t ipo de act ividad que este pretendía desarrollar  

en el inmueble, fue un elemento esencial,  para la suscr ipción del contrato. De 

manera que ni esa obl igación, ni la facultad del arrendatar io de invocar la 

resolución del contrato, por cambio de dest ino, s in su consentimiento, 

resultan inconstitucionales, en los términos pretendidos por el accionante;  

antes bien, constituyen un claro instrumento, para garantizar que los términos 

en que convinieron los contratantes se cumplan cabalmente, sin menos cabo, 

de los derechos que sobre el inmueble t iene el propietar io…” 19  

Quedando claro que el inmueble se le hará el uso exclusivo de lo 

convenido por ambas partes.     

   Ahora bien, de acuerdo al art ículo 114 inciso e, el cual se ref iere a que 

el arrendatario no le permita al arrendador, la inspección del bien, se dará en 

la pract ica Judic ial,  de conformidad con el numeral 51 de la ley supra citada, 

una problemática la cual es:  

La pr imera que es la facultad del arrendador, de inspeccionar la cosa 

arrendada una vez al mes o  cuando las circunstancias lo ameriten, del cual 

en nuestro cr iter io t iene un contrapeso en el sentido, cuando se puede 

determinar uni lateralmente por el arrendador que es el momento para realizar 
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dicha inspección y que por otro lado no se afecte el pr incipio y derecho a la 

int imidad.  

Es decir exist ir ía una causal encubierta, ya que el propietar io se 

presentaba en dos ocasiones a solicitar realizar la vis ita mediante 

requerimiento por acta de notif icación, y en caso de negativa se le autorizaba 

a sol ic itar el desalojo.  

La jur isprudencia constitucional ha mencionado que es necesario que 

existan daños en dos oportunidades para que la causal nazca a la vida 

jur ídica.  

      Existe una obl igación social por parte del inqui l ino de conservar el bien 

dado en arr iendo,  en este sent ido no observa la sala que haya menoscabo al 

derecho de la int imidad, debe entenderse, que sobre el derecho de posesión o 

de uso y disf rute que ostente el inqui l ino, durante la vigencia del contrato,  

pr iva el derecho de propiedad del arrendante y que la cosa que se arr ienda se 

entrega para el uso y disf rute temporal del arrendatar io, no autorizándose en 

ningún momento el abuso o destrucción de dicha cosa.  

Para evitar la destrucción o desaparición de su propiedad y para 

ver if icar la conservación de la misma,  en resguardo de su derecho, se faculta 

al arrendador la vis ita periódica.  

Ahora bien esto no quiere decir que en forma indiscr iminada el 

propietar io pueda inspeccionar la cosa arrendada, y con el propósito 

del iberado de alterar  la pr ivacidad del inqui l ino y su famil ia.  

El arrendamiento es un contrato en el que t iene mucha importancia la 

interrelación de las personas, y lóg icamente se presupone la actuación de 

buena fe, de las partes contrayentes.  

Por el lo es que esta norma se just if ica únicamente en los casos en que 

el inqui l ino cause daños en forma reincidente, ent iéndase mas de dos veces,  

en la casa o local que ocupa y que haya sido debidamente prevenido para su 

cesación y es en la necesidad de probar los daños causados, que la norma 

permite que el propietario real ice esta vis itas en forma periódica, una vez al  

mes por lo menos,  acompañado de los técnicos o los profesionales en la 

materia y consecuentemente podrá tomar fotograf ías,  trazar planos y 

anotar los daños causados.  



 

En nuestro cr iter io dicha anotación para que tenga fe públ ica deberá 

hacerse mediante acta notar ial o por medio de un informe peric ial,  los 

legis ladores consideraron oportuno, ampliar la norma de manera tal,  que se 

permite también estas vis itas, cuando las circunstancias lo ameriten,  

just if icándose en el hecho de que el inqui l ino persista en causar daños, o se 

trate de una situación de emergencia, como lo sería que la casa esté cerrada, 

que haya una inundación o incendio o que aparezca notor iamente 

abandonada.  

En razón de lo anter ior es que el inqui l ino no puede negar la entrada a 

la casa o local que ocupa al arrendador, sino es por justa causa, en caso de 

que en forma reiterada se rehusé a la real ización de estas visitas, el 

arrendador puede inic iar los trámites judic iales para solicitar  la rescis ión del 

contrato por incumplimiento del mismo, y será en esa vía,  que el arrendatar io 

podrá demostrar  si  estaba just if icado o no para negar su entrada del 

arrendador, s i estaba haciendo mal uso su derecho de goce del bien, o s i mas 

bien es el propietario el que está abusando de su derecho.  

 En el numeral 114 inciso f ) ,   se ref iere a que el arrendatario omita 

comunicar le al arrendador que existe un daño al bien arrendado. 

En este punto aparecen dos situaciones importantes en discutir ,  las 

cuales son: 

De conformidad con el numeral 34 de la L.G.A.U.S. se establece cual es 

el procedimiento que debe seguir  el arrendador, cuando existen reparaciones 

urgentes en el inmueble. En primer lugar es necesario que el inqui l ino 

comunique de éstas reparaciones al propietar io, mediante el procedimiento de 

notif icación indicado en el numeral 19 y le conceda un plazo de diez días 

hábiles para que inic ie las reparaciones.  

Una vez trascurr ido dicho plazo, sino se han hecho las reparaciones se 

faculta al inquil ino para que las efectúe y retenga la parte que gasto en el 

pago de la renta, y cobrar una suma por intereses o bien resolver el contrato 

con la condenatoria en daños y perjuic ios.  

 Tómese en consideración que no necesita el inquil ino  permiso de 

parte del Juez,  para hacer éstas, ya que la ley establece la obl igación al 



 

propietar io, de acudir a la vía Judic ial cuando no esté de acuerdo con estas 

reparaciones, debiendo acudir a un proceso abreviado.  

 El problema que presenta la ley,  es que la interposic ión del proceso 

abreviado, no suspende la reparación de las mejoras, a menos que se solicite 

al Juez, una medida cautelar at ípica sobre este part icular.  

De conformidad con el numeral 52 de la L.G.A.U.S, si existe algún vic io 

en el inmueble o algún t ipo de perturbación por parte de terceros, el inqui l ino 

t iene la obl igación de avisar al propietario de ésta situación, a f in de que 

resuelva lo que corresponde, bajo la sanción de resolver el  contrato y cobrar 

los daños y perjuicios sino lo hace.  

Ahora en contraria posición, sin el arrendatar io no avisa inmediata y  

oportunamente, de dicho daño y se agrava el mismo sobre la cosa arrendada, 

el arrendador, podrá invocar la resolución del contrato y demandar 

indemnización por concepto de daños y perjuic ios. 

El numeral  114 inciso g), se expresa sobre el goce abusivo del bien.  

 Esto se ref iere al derecho de uso y disf rute que t iene el arrendatar io 

sobre el  bien inmueble arrendado, pero con la obl igación de no perturbar la 

tranquil idad públ ica causando act ividades, ruidosas, escandalosas, nocivas,  

pel igrosas e i l ícitas, en concordancia con el numeral 54 de la misma ley.  

 Es decir,  se trata de una norma muy subjet iva y por supuesto cada 

caso será de análisis part icular,   lo que se busca es regular que las conductas 

real izadas por el inqui l ino no r iñan con la moral y  ni las buenas costumbres.  

Como por ejemplo podemos, c itar un caso , jur isprudencial en el que se 

arrendó un local para taberna y el  arrendatario lo ut i l izó además como nigth 

club, lo cual no se había est ipulado en el contrato de arrendamiento y ni 

siquiera dicha taberna cuenta con patente para espectáculos públicos.  

 Se demostró por medio de actas notariales y prueba test imonial,  que 

en la taberna se presentaban mujeres con posiciones erót icas f rente al 

público, aún cuando el inqui l ino no estuviese de acuerdo o bien estaba 

enfermo cuando se hic ieron las presentaciones, lo cierto es que responde con 

base en la responsabi l idad objet iva por sus empleados, sobre todo porque 

reconocen que estos abusaron en su ausencia.  



 

Incluso, hubo int imidación por parte del Ministerio de Gobernación, para 

el cierre en caso de  no cesar la presentación del desnudo, y la causal se 

mantiene a pesar de que el demandado, haya dado ordenes para impedir las 

presentaciones, lo hizo después de not if icada la demanda. 20 

        El art iculo 114 inciso h), se ref iere al desalojo en lo personal,  de 

conformidad con los numerales 78,  79, 81 y 85. Se podrá incurr ir  en desalojo 

en lo personal cuando el arrendatar io t ip if ica los s iguientes mot ivos 

est ipulados por la ley, los cuales son:  

•  El arrendatario no puede ceder o subarrendar el inmueble salvo que 

exista autor ización expresa por parte del arrendador, o sea, existe la 

prohibición de subarr iendo, s in consentimiento expreso por parte del 

arrendador, de hacerlo se tomará como desalojo en lo personal y en 

consecuencia podría sol ic itarse la resolución del contrato.  

 Lo importante a rescatar es que la tolerancia del arrendador no crea 

derechos al inqui l ino, salvo que opere la prescripción por el transcurso del 

año.  

•  Existe la posibi l idad , de parte del arrendatar io de ceder a otro el 

derecho de arrendamiento al traspasar el establecimiento comercial mediante 

un contrato de compraventa mercanti l .  

Para que la cesión sea vál ida, t iene que cumplir  con todos los 

requisitos y elementos del establecimiento Mercant i l ,  según lo que establece 

el Código de Comercio, para que pueda exist ir ,  de conformidad con el numeral  

10 y 18 de la ley in f ine, requisitos  que son; escritura pública y constitut iva,   

nombre de la empresa, nombres y apell idos de las personas f ís icas que la 

constituyan, c lase de sociedad que se const ituye,  tener un domici l io, el  

capital o razón social con que se funda, el objeto a que se dedicará, la 

duración de la empresa, y el nombramiento de administradores; dicha cesión 

debe hacerse mediante una escr itura pública y dentro de los quince días 

naturales deben not if icarle la cesión al arrendador y entregarle una copia 

cert if icada del contrato de compraventa.   
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Al cesionario se le subrogan todas las obligaciones y derechos que 

tenía el anter ior arrendatar io. Sino se cumpliera todo lo anterior se podrá 

incurr ir  en desalojo en lo personal por el  incumplimiento del arrendatar io.21  

  Es importante indicar que la misma Sala Constitucional,  se expresa 

sobre este tema, que al not if icarse la cesión constituye una garant ía para el  

arrendatar io, pues según se establece en la ley, la responsabi l idad solidar ia 

con el cesionario, se mantiene por un año a part ir  de dicha notif icación.  

    •  Se da en caso de quiebra o insolvencia del arrendatario. Esto sería en  

el supuesto que se presente cuando  aparecen las inst ituciones anteriormente 

indicadas, el  curador nombrado al efecto quién deberá encargarse de ejercer 

los derechos, y cumplir  con las obligaciones del contrato, en caso de ceder se 

deberá cumplir  con lo anteriormente mencionado.  

Según la jur isprudencia const itucional establece: ¨el art iculo 81 en su 

párrafo tercero, dice que el arrendador tendrá la condición de acreedor 

privi legiado, en cualquier proceso pendiente o acción que deba ejercer contra 

el arrendatar io o contra la quiebra o el concurso de acreedores.  

Se alega en este aspecto, que esas normas violan el pr incipio de 

igualdad, por cuanto se establece a favor del arrendante un régimen desigual 

en que la organización de la empresa se convierte en garant ía de los créditos 

privi legiados de este. 

 Sin embargo, de la solo lectura del texto cuestionado, se advierte que 

tanto los créditos del arrendador como del arrendatar io ocupan el mismo lugar 

dentro de la clasif icación que al l í se establece, por lo cual no hay violación 

alguna al pr incipio constitucional de igualdad, y que tampoco lesiona ese 

postulado const itucional.  “ 22 

•  Según el art ículo 85 de la ley en estudio, aparece el supuesto de 

que se produzca la muerte del arrendatario de la vivienda,  en donde aparece 

la f igura jur ídica de subrogar ese derecho, el cual viene hacer; el efecto de 

ejercitar el derecho de trasmisión o cesión gratuita de la t i tular idad del 

arrendatar io de una vivienda urbana, en los casos expresamente previstos en 

la ley.  
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La subrogación se prevé a favor de los parientes mas próximos, ósea se 

tramite el pleno derecho sin que precise trámite sucesor io,  en el orden de 

relación  que aquí se presenta; trasmisión del derecho hacia el cónyuge, al  

compañero o compañera en unión l ibre por mas de dos años, descendientes 

que estén sujetos a la patr ia potestad, ascendientes, que convivan 

habitualmente en la casa y hermanos del arrendatar io.-  

Para la resolución del contrato de arrendamiento, se le not if icará al 

inqui l ino el fal lecimiento del arrendatar io con cert if icado de defunción, prueba 

de identidad y prueba del derecho subrogado, en el plazo de los treinta días 

dentro del fal lecimiento, y según el numeral para que esto surta efecto, se 

tendrá que hacer mediante documento idóneo, que en nuestro cr iter io se 

tendrá que hacer mediante un acta notarial,  por la razón de fecha cierta, 

aunque el cert if icado de defunción es también un documento públ ico y que 

t iene fecha cierta de el día de la muerte del causante.  

•  Aparece la nulidad de matr imonio, divorcio o separación Judicial,  previstos 

por la ley, ya que  el Juez que conoce del proceso, se encargará de decidir a 

quien corresponde continuar con los derechos del contrato, igual requisitos se 

exige de notif icar dentro de los treinta días siguientes al arrendatar io y 

acompañado de la cert if icación de la resolución Judicial,   falta de esta faculta 

al arrendador, para invocar la resolución del contrato.    

De conformidad con el numeral 114 inciso i) ,  Se da cuando, existe una 

falta de notif icación de la subrogación de derechos según los numerales 

84,85, y 86, expl icados anter iormente.     

      

4. HABITACIÓN POR SUS PROPIOS FAMILIARES Y NUEVA 

CONSTRUCCIÓN EN CASO DE VIVIENDA DE CARÁCTER SOCIAL , DE 

ACUERDO CON LOS ARTÍCULOS 100, 101, 102, 103, 104 D E LA LEY.  

 

Esta causal de desalojo aparece en el numeral 121 inciso d)  de la Ley 

de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, la cual parte de la base de la 

protección a la estabi l idad del inquil ino, que accede a las viviendas de interés 

social,  de manera que en los arrendamientos, de este t ipo de viviendas, la 

expiración del plazo no produce la ext inción del contrato, como sí ocurre con 



 

los demás inmuebles sometidos a esta Ley, s ino que para lograr tal ext inción, 

y su principal consecuencia, el desalojo, debe aunarse a la expiración del 

plazo del arrendamiento, alguna otra razón o motivo, de suf ic iente peso, como 

para que el interés público en sostener la relación inqui l inaria, en viviendas 

de interés social,  ceda a favor del propietario del inmueble. 

La expiración del plazo de contrato no es causal para solic itar  el 

desalojo, este solo se puede suscitar,  cuando sea para uso propio o de un 

famil iar,  s iempre que no haya habitado casa propia, durante el  año anterior,  o 

bien, por construcción.  

 A f in de que se apl ique lo anteriormente indicado es necesar io lo 

siguiente; la prevención de desalojo debe hacerse con tres meses de 

anterior idad a la fecha de vencimiento del contrato, bajo la sanción que sino 

se hace, se prorroga por otros tres años mas, ya que el numeral 70 de ley 

supra, indica que el plazo de arrendamiento legal,  no podrá ser inferior a los 

tres años.  

 La solicitud debe darse por vía judic ial,  y cumpliendo con los 

siguientes requisitos: 

•  Que sea para ocuparla el cónyuge, ascendiente, descendientes, hasta 

segundo grado o hermanos, sobre este part icular algunos estudiosos han 

considerado que al no mencionar y enumerar en forma concreta al propietario, 

este no puede ejercer este derecho de solicitar la vivienda para uso personal.   

 Consideran algunos administradores de Just ic ia,  que haciendo una 

interpretación lógica y ajustada al derecho constitucional de propiedad, el 

legis lador, al mencionar “ los famil iares para quienes puede solic itarse el  

desalojamiento…”, daba por descontado de que el propietar io en ejercic io de 

ese derecho de propiedad, t iene toda la posibi l idad de sol icitar lo y mas bien 

lo que se busca es regular los casos en que ese benef icio es para habitar  el 

propietar io, y que según la Jur isprudencia constitucional indica; “  … no hay 

violación al derecho de propiedad por parte del legislador al no reconocer en 

forma autónoma como causal de ext inción del contrato ( y consiguiente 

desalojo).   

La necesidad de ocupar la casa por parte el propietar io o de sus 

famil iares y hacer la depender de la ocurrencia de la expiración del plazo, se 



 

entiende, en pr imer lugar, tal sometimiento no atenta contra el derecho de 

propiedad del propietario, quién mant iene dentro de su patr imonio el bien en 

cuestión y sigue siendo sujeto act ivo y pasivo de todo lo relacionado con el 

derecho de propiedad sobre el inmueble.   

En segundo lugar, aunque es cierto que se produce una imposibi l idad 

(únicamente temporal ) ,  a l uso y disf rute del bien, debe tenerse en cuenta no 

solo que existe una contraprestación, que se percibe por tal l imitante, s ino 

que se trata además de una l imitación razonable y proporcionada.  

 A juicio de la Sala, tomando en cuenta el pr imordial f in social,  que 

subyace en los alquileres de casa de interés social,  y que se plasma en la 

necesidad de protección de ciertos estratos de la población, deben 

presumirse la parte mas débi l en la relación inqui l inaria. De esa forma, no 

existe ninguna lesión constitucional al derecho de propiedad, en las 

disposic iones señaladas, ni tampoco en la forma en que han sido entendidas 

en la variedad de Jurisprudencia, que se ha emit ido sobre el tema”23.   

•   Que se aporte una declaración jurada sobre el uso que se le va a dar a la 

vivienda.  

•   Que no haya habitado vivienda propia durante el año anter ior.  

•   Prueba registral del parentesco.  

•   Prueba de propiedad de la f inca.  

•   Prueba del vencimiento del plazo.  

•  Aún cuando  la Ley no lo menciona,  es claro que debe aportarse el avalúo 

que exige el art ículo 448 del Código Procesal Civi l,  que sea emit ido por el  

Departamento de Avalúos de la Dirección General de la Tributación, pero 

se aclara que aunque no se ha reformado  el art ículo in f ine,  dicho avalúo 

lo real iza actualmente la Municipal idad del lugar donde está ubicado el 

inmueble, ó que sea emit ido por un Ingeniero o Arquitecto, sobre el actual 

valor del inmueble,  para efectos de determinar s i efect ivamente el bien 

objeto del desalojo, cumple con el requis ito de interés social.  

 Cuando se trata de un desalojo, para efectos de una nueva construcción, 

se exigen los s iguientes requisitos;  

                                                 
23 Reso luc ión  número 6413-96  de la  Sa la  Const i tuc iona l 



 

-  Que el valor de la edif icación sea cinco veces mayor que la propiedad    

que se piensa demoler. 

-  La obra debe inic iarse tres meses a part ir  del desalojo. 

-  Debe adjuntarse declaración  jurada del propietar io sobre el valor de la 

nueva edif icación que se va a levantar. 

-  Prueba de propiedad de la f inca.  

-  Prueba del vencimiento del plazo.  

-  Avalúo que exige el art ículo 448 del Código Procesal Civi l,  a efectos de 

determinar si el inmueble cumple los requisitos de interés social.  

-  Permisos de construcción. 

-  Plano de la nueva construcción aprobados. 

-  Presupuesto de la nueva construcción f irmada, por un ingeniero o un 

arquitecto.  

Se consideran todas estas di l igencias como una prueba antic ipada para 

un eventual  proceso  de desahucio, que se tramitará de acuerdo al numeral 

104 de la Ley de Arrendamientos, como Prevención Judicial de 

Desalojamiento. 

 Del cual el demandado podrá oponer todas las excepciones pert inentes 

ya sean de pago, por compensación por los gastos, las reparaciones y los 

servic ios abonados por cuenta del arrendador, de disminución del precio o 

excusión del pago, así como las defensas previas y de fondo según el proceso 

de desahucio que sean aplicables a este asunto.  

 

 

SECCION II .      APLICACIÓN EN EL DERECHO COMPARADO.  

 

          Del estudio de nuestro s istema jur ídico tanto procesal como posit ivo, y 

de acuerdo a un anál is is exhaust ivo del tema, de las diferentes doctr inas y 

derecho apl icable en otros países, hemos determinado hacer una explicación 

cr ít ica de la apl icación de las causales del desahucio y su proceso,  dentro del 

sistema jur ídico español,  tanto porque existe una simil i tud  en La Ley de 

Arrendamientos Urbanos así como, en la ley  procesal c ivi l ,  anterior,  ya que el 

régimen procesal actual,  el cual es la Ley de Enjuic iamientos Civi les vigente,  



 

aparece la apl icación del s istema procesal oral,  siendo para nuestro trabajo 

de invest igación, de vital importancia, por ser nuestro tema; la oral idad y su 

apl icación, en nuestro sistema jur ídico.  

Ahora bien, según nuestro cr iter io, procederemos a analizar   y real izar  

una comparación de las Causales del Desahucio,  en España, dentro  de la 

Ley 29/94 de Arrendamientos Urbanos,  del veint icuatro de noviembre de mil 

novecientos noventa y cuatro, No 282.  

 

CAUSALES DE DESAHUCIO EN LA LEGISLACION ESPAÑOLA.-  

 

De la Habitabi l idad de la vivienda. Se da cuando la ejecución en la 

vivienda arrendada de obras de conservación o de obras acordadas por una 

autoridad competente la hagan inhabitables,  entonces tendrá el arrendatar io 

la opción de suspender el contrato o de desist ir  del mismo, s in indemnización 

alguna.   

La suspensión del contrato supondrá, hasta la f inalización de las obras, 

la paralización del plazo del contrato y la suspensión de la obligación de pago 

de la renta.  

 En la legis lación española las causales del desahucio se encuentran 

dentro del Incumplimiento de obl igaciones y se dará de la s iguiente forma:  

1.  Por el incumplimiento por cualquiera de las partes de las obl igaciones 

resultantes del contrato dará derecho a la parte que hubiere cumplido las 

suyas a exigir el cumplimiento de la obl igación o a promover la resolución del 

contrato, en nuestra Ley de arrendamientos Urbanos y Suburbanos, en su 

art ículo 113 inciso g) hace mención a que se podrá sol icitar la resolución de 

contrato de arrendamiento por incumplimiento del arrendador o del 

arrendatar io. Asimismo en la mater ia que nos interesa , según el numeral 121 

de la ley supra citada en su inciso c) nos indica que habrá resolución del 

contrato por el incumplimiento de las obl igaciones del arrendatar io, según el 

numeral 114 de esta Ley .   



 

2. Además, el arrendador podrá resolver de pleno derecho el contrato por 

las s iguientes causas:  

La falta de pago de la renta o, en su caso; de cualquiera de las cantidades 

cuyo pago haya asumido o corresponda al arrendamiento.  

En nuestro cr iter io lo podemos comparar de acuerdo a nuestra ley de 

arrendamientos al ar t ículo 121 inciso c, que nos remite al art ículo 114, el cual 

reza; El arrendador puede invocar la resolución del contrato por 

incumplimiento de las obligaciones del arrendador, con base en las s iguientes 

causas:  La falta del pago del precio del arrendamiento, conforme a las reglas 

del capítulo VII ,  y demás normas apl icables de la presente ley,   que es; el  

pago es la obligación principal en que se compromete el arrendatar io.  

La renta será l ibremente est ipulada por las partes intervinientes,  

consist iendo en suma de dinero o un valor equivalente .     

a) Aparece, la falta de pago del importe de la f ianza o de su actual ización. 

En nuestro sistema no es aplicable la falta de pago de la f ianza, ya que se 

trata de la falta de pago de la garant ía,  y para nosotros no conf igura causal 

del desahucio.  

 La garant ía según nuestra ley de arrendamientos, en su numeral 59, se 

trata de un pago opcional,  que acompaña el contrato, y no una obl igación 

principal.  

b)  El subarr iendo o la cesión inconsent idos. Es causal del desahucio,  en 

nuestro sistema posit ivo, en el  numeral 121,  en concordancia con el art ículo 

78, el cual menciona, La prohibic ión de ceder o subarrendar, o sea, el 

arrendatar io no t iene la facultad, ni de ceder ni de subarrendar, o dar en 

usufructo, el bien arrendado.   

c)      La real ización de daños causados dolosamente en la f inca o de obras no 

consentidas por el arrendador cuando el consentimiento de éste sea necesar io.  

Este tema nuestra ley la divide en dos grupos, el pr imero que es  causal de 

desalojo, el  causar daños al inmueble arrendado, según el numeral 121,  en 



 

concordancia con los art ículos 114 inciso b, el  cual hace referencia al  deber del 

arrendatar io de conservar el bien en buen estado, y el segundo la omisión por 

parte del arrendatario de avisar al arrendador, los daños y reparaciones 

necesarias que t iene que hacer él,   para corregir el  defecto grave de la cosa 

arrendada .  

d)  Cuando en la vivienda tengan lugar act ividades molestas, insalubres,  

nocivas, pel igrosas o i l ícitas. Es apl icable también en nuestra ley, pero se 

determina como el goce abusivo del bién, el cual es causal de desahucio 

según el art ículo 121, y 114 inciso g).  

e) Cuando la vivienda deje de estar dest inada de forma primordial a 

sat isfacer la necesidad permanente de vivienda del arrendatario.  Del mismo 

modo, el arrendatario podrá resolver el contrato por las s iguientes causas:  

f ) La no real ización por el arrendador de las reparaciones necesarias. En  

nuestro s istema legal en materia de arrendamientos, est ipula dentro de las 

obl igaciones del arrendador;  de acuerdo al capítulo quinto,  art ículo 26,  

inciso b, la obl igación del arrendador,  de entregar el bien arrendado con sus 

instalaciones, servicios, accesor ios, espacios sin construir,  y muebles no 

fungibles no convenidos, en buen estado de servic io, seguridad, y salubridad, 

según el contrato.  

g) La perturbación de hecho o de derecho que realice el  arrendador en la 

ut i l ización de la vivienda. De conformidad con el numeral 26 anteriormente 

mencionado, en sus incisos a) y d),  los cuales son el que el arrendador, 

garantice la legit imidad de su derecho y el uso y goce pacíf ico de la cosa por 

todo el t iempo del contrato, así como, el  no perturbar, de hecho ni de 

derecho, al arrendatario; tampoco estorbar ni embarazar, de manera alguna, 

el uso y goce de la cosa arrendada, de no ser por reparaciones urgentes o 

necesarias. Se est ipula como causal de resolución del contrato de 

arrendamiento.  

En cuanto a la ext inción del arrendamiento, se menciona que el contrato de 

arrendamiento se ext inguirá, por las s iguientes:  



 

a)  Por la pérdida de la f inca arrendada por causa no imputable al arrendador.  

b)  Por la declaración f irme de ruina acordada por la autor idad competente. 

Aunque no es tema de nuestro estudio,  es importante mencionar; que podría 

darse por terminado el arrendamiento en nuestro s istema legal,  según el 

art ículo 113 inciso d) En lo que se ref iere a la pérdida o destrucción de la 

cosa arrendada, de conformidad con el numeral 42 de la misma ley,  cuando 

es por caso fortuito o por fuerza mayor; Si durante la vigencia del contrato de 

arrendamiento,  la cosa arrendada se pierde o es destruida en su parte 

principal,   por caso fortuito o fuerza mayor el contrato se ext inguirá. 24“  

Así las cosas, podemos concluir,  que el derecho comparado entre Costa  

Rica y España, t iene mas simil i tudes que diferencias en cuanto a causales del 

desahucio.  

Sin embargo en lo que hemos invest igado, s i encontramos diferencias 

en mater ia procesal,  ya que en el s istema español,  actualmente se apl ica La 

Ley de Enjuic iamientos Civi les, que es un proceso Oral,  en donde la 

tramitación de  

los procesos especiales como el que estamos tratando, se hacen por medio 

de un proceso Monitorio, del cual nos avocaremos a explicar  y anal izar, en el 

capítulo s iguiente en el que trataremos general idades de la Versión Prel iminar 

del Proyecto del Código Procesal General.           

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
24 Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos de España. Número 19/94 del 24 de noviembre de 1994. No 282.  



 

 

 

CAPITULO TERCERO.  

 

GENERALIDADES DE LA VERSION PREMILIMAR DEL PROYECTO  

DELCODIGO PROCESAL GENERAL O CODIGO UNICO.-  

 

Siendo un tema de vital importancia, para nuestro trabajo el de la 

Oralidad del Proceso Civil,  en nuestro s istema Jurídico, es que hemos tomado 

la compromiso de expl icar, como nació dicho sistema oral,  el cual nació a la 

vida jur ídica,  para encontrar la respuesta a la problemát ica Judicial,  que 

estamos viviendo hoy en día, la cual es la di lación procesal para resolver  los 

conf l ictos, y cumplir  con el pr incipio constitucional de la just ic ia pronta y 

cumplida. 

 Histór icamente, el tema de la oralidad,  ha ganado terreno  en países 

como Alemania en 1877, en Austral ia en 1895, en Hungría en 1911, y en I tal ia 

en 1942. No obstante debe advert irse que en este s istema, la oral idad no 

puede considerársele como absoluto,  puesto que hay muchos actos 

procesales, que se conservan mediante la escr itura, o en los cuales 

predomina la escr itura. Ocurre simplemente un predominio de uno u otro de 

ambos elementos: o predomina la oralidad sobre la escr itura, o predomina la 

escritura sobre la oral idad.    

La mora judic ial  es tema de conversación entre los abogados l i t igantes, 

los jueces y los jur istas dentro de la cr is is de la just ic ia y, consiguientemente, 

de una ser ie de medidas para lograr superar la. A la af irmación general de  

exist ir  en nuestros Órganos Jurisdiccionales,  una just icia lenta, inef icaz en 

ciertos casos cara, se contraponen deseos y real idades reformistas tendentes 

a ser la mas rápida,  mas efect iva,  y mas barata.  

Para el lo se concretan y proponen, en general,  una serie de acciones,  

cuya ef icacia por otra parte ha sido casi nula, puesto que se sigue hablando 

de cris is de la just icia, que se pueden resumir en nuestro cr iter io  en estas 

tres:  



 

1º)  Que existan reformas inst itucionales, de manera que haya más órganos 

jur isdiccionales, sobre todo de base, mejor repart idos terr i tor ialmente, con 

competencias objet ivas y funcionales más racionalmente establecidas, y por 

ende más jueces y más jueces Superiores, queriéndose sin duda también que 

estén mejor preparados.  

2º)  Que se den reformas procedimentales, eliminando procesos inút i les, 

simplif icando los que se dejen en vigor, facil i tando trámites, acortando plazos 

y suprimiendo formal ismos innecesarios.  

3º)   Habiéndose cumplido con las reformas anteriores, se de un cambio en la 

apl icación de los principios procesales consagrados en las normas 

fundamentales, y que estos mismo contr ibuyan al pr incipio máximo de una 

just ic ia justa, rápida, barata y ef icaz, que t iene en la mayor parte de los 

estados reconocimiento const itucional.   

En síntesis y en  nuestra cr iter io, exista latente la necesidad de que se 

real ice, una reforma integral del proceso civi l  actual,  esto por cuanto, dicha 

just ic ia civi l  t radic ional ya no responde a los nuevos problemas jur ídicos, y a 

las reglas vigentes, que no son suf icientes para alcanzar el f in principal del 

proceso civi l ,  a saber, la tutela efect iva de los derechos subjet ivos de los 

part iculares.  

 Es por todo lo anterior que la época en la que vivimos,  se empieza a 

constatar un aumento de la sensibi l idad general,  es decir,  de los ciudadanos, 

para con el cumplimiento de las garant ías Constitucionales, nos damos cuenta 

que el Código Procesal Civi l actual,  no responde para canal izar esta 

sensibil idad anteriormente indicada.  

 En un nuevo proceso civi l  oral,  como  por ejemplo, en una audiencia,  

se puedan el iminar todos los obstáculos procesales, que impiden entrar en la 

decisión del fondo del l i t ig io que separa a las partes, f i jándose así con 

carácter inmediato los hechos que están controvert idos y pasándose a la 

prueba sobre los mismos, lo que al f inal izar esta etapa procesal,  nos l leva al 

dictado de la resolución de fondo sobre el problema que se dir ime, dándose 



 

así la just ic ia y solución conforme en derecho corresponde, a las partes 

intervinientes en el proceso.   

Podemos destacar que del estudio de los diferentes autores que han 

tratado este tema, en nuestro país, se ref ieren de la s iguiente forma;  la 

doctora Maria Antonieta Sáenz Elizondo, ha hecho una cr ít ica al proceso civi l  

actual,  en cuanto a la excesiva escritur iar idad que predomina dicho proceso 

al indicar; “  Lent itud del proceso...  Este aspecto l leva a un problema 

grandísimo, ya que el proceso resulta muy largo y poco económico. La gran 

cantidad de escr itos presentados provocan la contestación de los mismos; 

esto no solo impl ica la caracter íst ica de un proceso casi interminable, s ino 

además de una serie de plazos para cada resolución” 25,  es cr ít ico por nuestra 

parte, que todo lo anterior atenta contra el benef icio de que cada parte 

interviniente en el proceso, tenga resolución en un plazo prudencial al  

problema,  es decir,  que vaya de acuerdo al pr incipio de celer idad procesal, 

que t iene como f inal idad reunir act ividades procesales en un espacio de 

t iempo, lo mas corto posible. 

Sin embargo es cr iter io de algunos autores que el proceso oral,  no se puede 

apl icar a todos los procesos, ya sea por su complej idad, como así se ref iere 

el doctor Olman Arguedas Salazar, el cual dice; “  La solución en mi cr iter io, 

estar ía en escoger la oralidad, para todas aquel las pretensiones que ameritan 

o exigen un pronunciamiento que no puede postergarse, sin ocasionar 

perjuic ios, es decir,  se trata de pretensiones de urgente decis ión, dejando la 

escritura para todas aquel las pretensiones que no t ienen esa caracter íst ica .26”  

Esta teoría que anal izaremos poster iormente al dar nuestra conclusión, sobre 

la apl icación de la Oral idad en un proceso de conocimiento.  

Ahora bien, siendo que estamos tratando un tema, que apenas da sus 

primeros pasos, a la vida jur ídica costarr icense, hemos visto necesario, ubicar 

el tema de acuerdo a los principios generales del derecho,  el cual se ut i l izan 

en el Proceso oral.  

                                                 
25 Sáen z E l i zondo,  Mar ia  An ton ieta .   Una  Nueva  V is i ón  de l  Proceso C i v i l  o ra l idad  y d emocra t i zac ión ,  San  

José,  C osta  R ica ,  Ed i tor ia l  Inves t igac ion es  Ju r íd i cas  S.A.  1999 .Pág.  51 
26 Argu edas  Sa la zar ,  O lman .  Teor ía  Gen era l  d e l  P roc eso,  San  José Costa  R ica ,  Ed i tor ia l  Ju r i tex to  S.A.  2000 .  

Pág.  147 



 

  1)  Aparece el pr incipio de Oral idad,  el cual es el eje principal de 

nuestro tema, ya que para nosotros, es que al momento que se pide la tutela 

jur isdiccional ante un órgano judic ial,  en los actos procesales, predominará la 

palabra hablada sobre la escr ita, aunque inic ialmente se accione por medio 

de un escrito inicial ,   pero una vez inic iada ó habiéndose dado curso a  la 

demanda, los actos procesales poster iores se harán oralmente, como lo que 

es la recepción y evacuación de la prueba y el dictado de la resolución de 

fondo correspondiente al conf l icto que se dir ime.  

El doctor Olman Arguedas Salazar;  “  . . .  No cabe duda de que la 

Oralidad es un sistema conveniente para  el mejor desenvolvimiento tanto del 

Juez, como de las partes y de los abogados...” 27.   

2)  El pr incipio de la inmediación, en el cual es que en las audiencias,  

exista una relación directa y personal de los Jueces con las partes,  con sus 

abogados, y pr incipalmente con los medios de prueba y el objeto del proceso.  

Fuera de las audiencias los Jueces deberán acceder, a los 

requerimientos de las partes, para ser oídas sobre aspectos concretos pero 

en tal caso procurará citar a la contraria,  en cuanto fuere compatible.  

Señalamos entonces que con este principio, se va a dar una relación 

directa del Juez con las partes intervinientes, con los test igos, con los 

peritos,  y con los objetos del proceso, de forma que haya podido el juez 

apreciar las declaraciones de las personas, y las condiciones de los s it ios, y 

cosas l i t ig iosas.  

La impresión sobre esas pruebas, es inmediata y no en referencias ajenas, 

dando así una mejor vis ión objet iva al Juez  a la hora de dictar el fal lo.  

 

3)  Se aplica el pr incipio de Concentración, el cual es que  toda la 

act ividad procesal deberá desarrol larse en el menor t iempo posible, en una o 

muy pocas audiencias, acercando la demanda a la sentencia, con respeto a 

los derechos de las partes de alegar, probar y contradecir.    

Se concentrarán en una sola resolución varios actos y gest iones, que 

en realidad sería, el pr incipio que constituye la principal caracter íst ica, 

                                                 
27 Ib id .  p .  144.   



 

exterior  del proceso oral,  y es la de mayor inf luencia,  ya que se apl ica la 

brevedad de los conf l ictos.  

Entonces la concentración, se debe anal izar desde dos puntos de vista;  

el pr imero en relación a al act ividad procesal,  o sea, este principio t iene por 

f inal idad, conseguir  que los actos procesales se desarrol len en una sola 

audiencia, y de no ser posible l levar a cabo lo que se pretende para resolver 

el caso. Habría otra audiencia complementaria próxima, con el f in de que los 

actos procesales real izados de palabra ante el juez, no desparezcan de su 

memoria.  

El segundo aspecto, es la concentración de las Incidencias, las 

prejudiciales y las cuestiones previas, a resolver en las audiencias, ya que es 

necesario dicha concentración para evitar el trámite por separado de cada 

una de el las y sus impugnaciones apl icables,  serán resueltas en la vista o 

audiencia, por regla general s in impedir la entrada al fondo del asunto, o una 

vez dentro de él,  no provoca un proceso independiente y el Juez resuelve 

sobre el las, separadamente, o al decidir sobre el fondo.  

4)  Se aplica el Principio Disposit ivo; es decir se da cuando las partes 

inic ian el proceso, en donde establecen su estrategia, ofrecen las pruebas y 

las presentan a los jueces para su evacuación, así mismo disponen de sus 

derechos salvo si  son indisponibles,  y pueden terminarlo uni lateral o 

bi lateralmente. En general están facultados para impulsar la act ividad 

procesal.   

 A nadie se puede obl igar a formular una demanda, en nuestro cr iter io 

este pr incipio se le asigna a las partes la in iciat iva del proceso y no al Juez,  

quedando a disposición de las mismas el poder renunciar  a los actos del 

proceso, como por ejemplo la renuncia a términos y a plazos.  

El autor Enrique Vescovi,  indica, “  Que el proceso debe comenzar por 

in ic iat iva de parte,  el Juez no puede hacerlo de of icio.  Se apl ican los 

aforismos romanos, que continúan r ig iéndonos, de memo iudex  s ine actore y 

ne procedat iure ex off icio. No hay Jur isdicción sin acción, se dice la cual es 

puesta en movimiento por el interesado...  “ 28.  
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 Dentro del pr incipio disposit ivo se aplica el Impulso procesal,  en este 

sentido se dice que:   promovido el proceso los jueces dictarán de of ic io, con 

amplias facultades y autoridad,  todas las medidas dir ig idas a la f inal ización 

del proceso, sin necesidad de gestión de parte.  

 Por todos los medios evitarán la paralización e impulsarán el trámite 

con la mayor celeridad posible, en este principio se aplican las s iguientes 

acepciones;  

La acción act iva del Juez en el proceso, la dirección del proceso será 

real izada de una forma mas clara por parte del juez, el juez ostenta amplios 

poderes con miras en el interés públ ico y en busca de una verdad real y no 

formal, ya que a diferencia del proceso actual muchas veces nuestros 

administradores de just ic ia, se preocupan mas porque el expediente esté bien 

l levado formalmente y no que tenga mas fundamento legal en cuanto al fondo 

del proceso en conf l icto.  

La f igura del Juez director del proceso, t iene la función de administrar  

Just ic ia, conjugando por un lado el interés privado de las partes, y por otro 

lado, el claro interés públ ico, que se encuentra l igado a la paz  social,  todo 

esto hace necesar io que los poderes del Juez, en el ju icio oral,  sean lo 

suf icientemente amplios, para posibil i tar la averiguación de la verdad.  

5)   Ahora bien aparece el pr incipio de celeridad procesal,  en cuanto que  

el proceso debe tramitarse con pronti tud y economía de t iempo para las 

partes y el s istema de administración de just ic ia,  es decir,  es la búsqueda de 

que el proceso sea t ramitado en la forma mas expedita posible,  este principio 

t iende a evitar esa pérdida de t iempo, de esfuerzos y gastos.  

6)   Se presenta el  pr incipio de la Carga de la prueba, es que;  quien 

alegue en juicio t iene la obl igación de probar, ofreciendo y evacuando sus 

pruebas.  

 La prueba admit ida y no evacuada es responsabi l idad de la parte,   

entonces la prueba será valorada en una forma mas amplia,  y en la que no se 

preocupó la parte interesada por l levar la a cabo, el juez no tendrá el deber 

por recavar la, s i  no la considera necesaria, y resolverá con lo que consta en 

la audiencia.  



 

La ident idad f ís ica del juzgador, solo podrá juzgar, conforme lo alegado 

y probado por las partes, quien invest ido legalmente de los poderes de juez 

haya estado en la audiencia o las audiencias donde se hal la recibido la 

prueba indispensable para dictar el fal lo.    

7)  Se integra el pr incipio de Contradicción; el cual es la garant ía de 

igualdad procesal y se ejercerá a través del contradictor io.   

Las gest iones o pruebas podrán ser inmediatamente combatidas, 

contradichas o contrastadas  por la contraria, incluso cuando la estructura del 

proceso sea concebido en forma dist inta para garantizar la ejecución de las 

pretensiones de las partes o las resoluciones judiciales,  es decir,  cuando un 

accionante pretenda algo en la demanda, el  demandado pueden incurr ir  en 

contención y alegarlo contrario de lo pretendido.   

8)  Se const ituye el pr incipio de la Public idad en el proceso oral,  viene a 

constituirse en un factor importante a tomar en cuenta ya que  en ésta; todos 

t ienen el derecho de f iscal izar la labor judic ial,  salvo cuando se disponga la 

privacidad de las audiencias por razones de moral,  buenas costumbres, 

seguridad, o protección de la personalidad de alguna de las partes.  

Es importante  subrayar, que la publ ic idad es un complemento de la 

oral idad que sirve para dar a conocer los conceptos jur ídicos a toda la 

sociedad, en lo cual,  desde luego ésta t iene interés. Desde este ángulo la 

opinión públ ica será un medio de control de los órganos Jur isdiccionales.   

9  )  Se conf igura el pr incipio de preclusión procesal,  se da cuando en  el  

procedimiento se determina que los actos y etapas procesales se cumplirán 

en el orden establecidos por la ley, pudiendo los jueces omit ir  los 

innecesarios o concentrar varios en uno solo según el caso, y una vez 

cumplidos no podrán reabrirse o repet irse.  

Según Gerardo Parajeles, teoría que  comparte con Calamandrei;   

enseñan que;  

 “  La preclusión se produce por tres motivos: 

a) Por no haberse observado el orden o aprovechado la oportunidad que 

otorga la ley (vencimiento de un plazo );  



 

b) Por haberse ejercido válidamente la facultad (consumación ),  y este 

ejercic io de la facultad es integral ya que no puede completarse luego, salvo 

norma legal expresa ( contestación de demanda ).  

c) Por cumplir  una act ividad incompat ible con la otra-anterior  (contestar 

sin oponer excepciones)29.   

Tenemos que la impugnación la encontramos en que todas las sentencias 

podrán ser impugnadas ante un órgano jur isdiccional dist into de quien las 

dictó.   

Las demás resoluciones podrán impugnarse siempre ante el mismo 

órgano, o ante otro cuando a favor de la resolución se otorgue expresamente 

un recurso ordinar io o extraordinar io.  

Así observamos que todas las sentencias se ejecutan f ielmente con 

autoridad y ef icacia, adecuando sus efectos al momento de cuando deben 

cumplirse, y tendrán efecto incluso, para quienes no formaren parte del 

proceso cuando se trate de intereses comunes, colect ivos o di fusos.  

El  Código General Único, aparece una nueva modal idad legal,  en 

cuanto se consigna, los principios incompatibles, o sea los actos procesales 

cumplidos a través de principios incompatibles con ese sistema procesal,  

serán absolutamente nulos.   

Se encuentran, entre otros en el procedimiento, los s iguientes puntos.  

1) ,  En cuanto a la escritura: no podrá ser escr ita la recepción de 

pruebas ni las diversas etapas de las audiencias, es decir una vez hecho el 

señalamiento, para la recepción de prueba y audiencia de Juic io, se hará por 

medio de oral idad, en donde va exist ir  mas el dominio de la palabra hablada 

sobre la palabra escrita.  

2)  El proceso no podrá ser Inquisit ivo.  Los jueces no podrán alterar los 

resultados de los juic ios, sust ituyendo la voluntad de las partes o bien el 

cuadro fáct ico o probatorio est ipulado por el las, o creando etapas procesales 

o cargas probator ias en perjuicio de una parte.  
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El Juez, debe resolver conforme a lo indicado por las partes conforme a 

derecho y el por sí mismo no podrá crear etapas procesales que le causen 

perjuic io a alguna de las partes, y no podrá inic iar el proceso l ibremente.  

 3)  El pr incipio disposit ivo es el que se le asigna a las partes y no al 

juez, la inic iat iva del proceso, el ejercic io y el poder de renunciar a los actos 

del proceso.  

4)  También se t iene como principio incompatible el de la mediación.  

 En la recepción de pruebas, o en actos propios de las audiencias,  no 

podrá recurr irse a otras autor idades judiciales,  ni tampoco podrán dictar 

sentencia los jueces si no estuvieron en la recepción de pruebas, salvo 

cuando las partes sol ic iten recurr ir  a medios alternat ivos de solución de 

conf l ictos.  

 En nuestro cr iter io una modal idad importante es que desaparecen con 

esta inst itución jur ídica el comisionar a otro despacho judic ial,  para la 

recepción de una prueba en pr imera instancia ( pract icado actualmente en  

nuestros órganos judic iales ),  ya que el juez que recibe la misma es el que va 

a dictar la sentencia.  

El Formalismo  excesivo desaparece, por ser exagerado,  abusivo o 

innecesario. Será considerado como formalismo la declaración excesiva de 

nul idades,  aún dictadas para enderezar los procesos, porque entorpecen los 

f ines, la buena marcha y la f i losof ía del proceso; igualmente las práct icas en 

perjuic io del saneamiento del proceso y la preeminencia de la apl icación de 

normas procesales en perjuicio de las de fondo. 

 En este punto nos vemos en la necesidad de aclarar lo siguiente, las 

formas son necesar ias pero no deben convert irse en un formal ismo.  No por el 

formalismo, sino como una manera de expresión de voluntad del contenido del 

acto, es decir,  las formas adquieren en esta rama del  derecho procesal,  una 

importancia fundamental.  Porque solo mediante respeto a las formas 

legalmente establecidas, es como podemos obtener una verdadera garant ía 

del debido proceso.  

La doctr ina moderna nos dice el autor Gerardo Parajeles, que exige a 

su vez el pr incipio de l ibertad de formas, y en este sentido se nos habla :  sin 

l legar a admit ir  que la ciencia procesal es formal, no cabe duda de que las 



 

formas, en el proceso adquieren mucho valor,  inclusive, como garant ía de los 

derechos individuales de las partes en él . . . 

En nuestro cr iter io consideramos que hoy en día se debe tomar en 

cuenta, mas la f inalidad y el contenido de los actos, que su exter ior idad 

formal, pero sin obviar los preceptos legales para que los actos sean 

admit idos y no desechados, por no cumplir  con el objeto del proceso y que no 

se salgan del ámbito de aplicación,  de lo que se está discutiendo.  

 Es necesar io que se mantenga el orden en el proceso,  para así 

garantizar la igualdad de las partes f rente al trámite ya preestablecido, al cual 

deben sujetarse bajo la dirección de un juez.  

Un ejemplo, de esto podría darse,  que en un proceso sumario oral e 

inclusive en el actual,  se le de traslado a un determinado sujeto y éste al 

contestar la demanda, presente en el mismo acto, una contrademanda o 

reconvención,  lo cual sería legalmente hablando, inapl icable e improcedente 

en un proceso sumario.  

En síntesis f iniquitamos, que los actos procesales no estarán sujetos a 

formas determinadas, sino cuando la ley expresamente lo exija. Por lo que 

consideramos que todos los pr incipios anteriormente mencionados son la 

base fundamental para el desarrol lo, y buen funcionamiento de un sistema 

oral.   

  Procederemos a analizar y explicar el Código General Único, haciendo 

un estudio exhaustivo, del procedimiento mismo dentro del Proceso Sumario y 

Monitor io  y su funcional idad en la aplicación de un conf l icto en materia de 

arrendamientos de acuerdo a las causales del desahucio anter iormente 

explicadas. 

        

SECCION PRIMERA   COMPETENCIA PARA DIRIMIR EL CONFL ICTO. 

  

La competencia es la Jurisdicción del caso concreto, esto es la decisión 

de una pretensión en un caso determinado. Esa adjudicación de casos cuyo 

conocimiento corresponde a un juez determinado, la l leva a cabo la Ley; es 

esta la que establece cuales procesos le corresponde conocer y dir imir  un 

determinado juez, y cuales le corresponde conocer a otro.  



 

De manera que un Juez t iene siempre jur isdicción pero puede no tener 

competencia, este fenómeno nunca podría ser al contrario. No obstante es 

bueno indicar que la competencia es determinada por elementos, los cuales 

los indicaremos mas adelante.  

Ahora bien la competencia del órgano jur isdiccional,  aparece como 

regla general,  la competencia única la cual es que; para conocer de una 

determinada pretensión solo es competente un único órgano jur isdiccional,  

independientemente de la forma como las partes formulen o fundamenten la 

pretensión. Es decir una vez presentada la demanda, el Juez verá si es 

competente o no para conocer y dir imir la acción, ya que al inic io es la etapa 

procesal para determinar s i puede resolver el mismo. 

  Como trámite procesal exist irá un  expediente único, es decir;  para un 

determinado caso, originado en la mismas causas o hechos, solo podrá 

tramitarse un expediente, s iendo inef icaz  el proceso o cualquier sentencia 

posterior,  dictada en otro s i los hechos motivadores son los mismos, aún 

cuando tuviere diverso resultado.   

La cosa juzgada será apreciada de of ic io, es decir queda a cr iter io del 

Juez, cual de los procesos, va a tener ef icacia a la vida jur ídica.  

Aparece también el fenómeno legal de la especial ización y se da 

cuando los juzgados que resolverán casos legalmente aptos para resolver 

determinados, asuntos judiciales que por material les compete su 

conocimientos, y la jur isdicción especial izada prevalecerá siempre sobre la 

ordinaria.   

Entre dos especial izadas predominará aquel la donde las exigencias 

procesales, o las cargas menores, favorezcan al actor, es decir donde el actor 

haya pedido la tutela jur isdiccional,  por ser benef icio propio y a falta de el lo 

donde lo radicó la parte. 

Entre las facultades de la parte accionante se dice que no podrá 

discutirse en dist intas vías un mismo caso aún cuando fuere conf iado solo a 

un órgano resolver pretensiones conexas pertenecientes a dist intas sedes 

jur isdiccionales, es decir;  que hayan dos elementos en común de lo 

pretendido.   



 

Quien fuere el competente para conocer de pretensiones mixtas, es 

decir que en un mismo proceso se conozca var ias pretensiones que no tengan 

conexidad,  dentro de una misma demanda; y que el juez tendrá amplias 

facultades para resolver todas las pretensiones, y esa competencia se 

ext iende a los super iores. 

 En el proyecto objeto de estudio desaparece la competencia, por 

cuant ía ya que no podrá formularse dist inción procesal en función de la 

est imación o cuant ía de ningún asunto. Bajo esta intel igencia debemos 

concluir que la dist inción entre juzgados de mayor y menor cuant ía 

desaparece, y por ende el conocimiento especial que señala el art ículo 115 de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial,  en la materia de Inquil inato desaparece.  

Entre los elementos determinantes para la competencia aparecen los 

siguientes:  

Por mater ia;  Los jueces serán competentes conforme a la especialidad 

del derecho de fondo de la materia de debate.  

Por terr itor io:  Los jueces t ienen l imitada su competencia al terr itor io 

donde les fuese señalado para ejercer la. Será competente el  juez del lugar 

donde se encuentre situado el bien, en los s iguientes procesos o 

procedimientos:  

a)   En  los preparatorios y en demandas reales, personales o mixtas, referidas 

o con efectos sobre inmuebles;  

b)   En las informaciones posesor ias o cualquier forma de t itulación o 

rect if icación registral y en local izaciones de derechos indivisos.   

c)     En las referentes a contratos de arrendamiento.  

Cuando los inmuebles estén situados en diversos terr itor ios o si la 

demanda se ref iere a dos o más inmuebles lo será cualquiera, según la 

ubicación de uno de el los, a elección del actor.  

Será competente el  juez del domici l io del futuro demandado o del 

demandado en procesos o procedimientos:   

a)   Preparator ios con demanda de carácter personal;    

b)   Cuando se trate de demandas reales, personales o mixtas sobre bienes 

muebles, en estos también lo será el  del lugar donde se encuentre el  bien o el  

del domici l io del acreedor;   



 

c)   En pretensiones personales;   

d)  En los de act ividad judicial no contenciosa, es decir en donde no exista 

l i t ig io,  y lo conocerá  el Juez en donde esta el promovente.   

En las sucesiones el del últ imo que tuvo el causante o ausente, y en su 

defecto, el del lugar donde esté la mayor parte de los bienes.   

El de reclamo de daños y perjuic ios cuando fuere el pr incipal el  

domici l io del damnif icado, el del demandado, o en su defecto el del lugar 

donde se produjo el hecho, a escogencia del actor; cuando fueren accesorios 

el determinado por la pretensión principal.   

Cuando se trate de varios demandados con domici l io diverso, lo será 

cualquier órgano del domici l io de uno de el los; y sino tuvieren domici l io en el 

país, serán competente los Jueces del actor, es decir,  donde se ubique el 

gest ionante.  

Cuando haya dos o mas Jueces competentes la elección de sumisión 

quedará a cr iter io del actor.  

Será competente el  Juez del lugar en donde se ejerció o ejerce la 

act ividad principal,  de administración de la persona jur ídica o f ísica, en 

demandas sobre rendición de cuentas, procesos concursales, impugnación de 

acuerdos de personas jur ídicas, reclamos de socios, condóminos o miembros 

de personas jur ídicas o sus órganos contra estos y de estos contra aquel los, 

l iquidación de patr imonio y en general de intereses colect ivos o comunes.   

Cuando haya dos o mas jueces competentes, conocerá quien prevenga 

primero.  La competencia prevent iva la determinara la fecha de la resolución 

por la cual se le de curso a la demanda. 

En los casos no previstos será competente primero el de mayor 

cercanía con el objeto de la pretensión o el del domici l io del demandado a 

elección del actor. 

La competencia también será determinada por la Función y se apl icará 

en los s iguientes casos; en procesos ordinarios serán conocidos por un 

órgano colegiado ( que se compone de tres jueces o más ) con recurso de 

casación.   Los demás procesos los conocerá un órgano unipersonal (  se da 

cuando es un Juez el que dir ime el conf l icto ) con recurso de apelación.  De 

unos y otros, para competencia o aspectos procesales,  un Tribunal de 



 

Garantías Procesales, el cual viene a ser el Tribunal que va a velar porque se 

cumpla con la competencia determinada por ley. Ahora bien va exist ir  

conexión con referencia a dos o más procesos, cuando dos elementos de la 

pretensión sean iguales, o uno sólo s i es la causa. 

También aparece la Competencia internacional;  la cual trata, cuando un 

órgano jur isdiccional costarr icense será competente cuando se encuentre 

presente cualquiera de los siguientes elementos: 

a) Si el demandado, cualquiera sea su nacional idad, estuviere domici l iado en 

Costa Rica.  Estará en esta situación la persona jur ídica extranjera con 

agencia,  f i l ia l o sucursal en el  país respecto de los actos o contratos 

celebrados por éstos. 

b) Si la obl igación deba ser cumplida en el país.  

c) Si la pretensión se origine en un hecho, acto o negocio jur ídico ocurr ido o 

celebrado en el terr itor io nacional.  

Habrá competencia exclusiva en los s iguientes supuestos:  

 Son competentes los jueces costarr icenses, con exclusión de cualquier 

otro, para conocer de demandas reales o mixtas relat ivas a muebles  o 

inmuebles situados en Costa Rica.   

La demanda presentada ante juez extranjero no produce l i t is pendencia,  

es decir  que la demanda presentada ante un ente Jur isdiccional extranjero, y 

presentada en un órgano Jurisdiccional de nuestro terr itor io t iene exclusividad 

nuestro por tratarse de l i t ig ios sobre muebles o inmuebles situados en el 

terr itor io nacional.  

  Existe la  Improrrogabi l idad,  y será  que las partes por su propia 

voluntad  no pueden prorrogar la competencia del conocimiento de un 

determinado l i t ig io. La  indelegabi l idad, será que el órgano Jurisdiccional no 

puede delegar su competencia para conocer una determinado caso y 

delegación, es el comisionar para la relación de actos permit idos por la ley,  

de los cuales se explicarán mas adelante. 

Exist irá Improrrogabi l idad absoluta de la s iguiente manera.   La 

competencia es improrrogable.  

Presentada la demanda, en todos los casos, los jueces estudiarán como 

primer acto su competencia, y solo se le dará curso si son competentes.  



 

Si las partes discuten su competencia,  y los jueces no lo hubieren 

hecho antes, el los podrán plantear conf l ictos después de esa etapa procesal.  

 Efectos de la improrrogabil idad por razón del terr itor io.  Los jueces y 

las partes solo podrán plantear la incompetencia en el momento procesal 

correspondiente.  De todo conf l icto conocerá inmediata, única y en forma 

def init iva, el super ior de ambos, y a falta de éste el Tribunal de Garant ías 

Procesales.  

Si el juez no decl ina su competencia o las partes no se oponen, o el  

super ior de ambos o el Tribunal de Garant ías Procesales la def ine, para todos 

los efectos legales se entiende cumplida la regla de la improrrogabil idad 

absoluta.  

Cuando estuviere def inida la competencia en esta forma, contra la 

sentencia def init iva, según el caso, no cabrá recurso de apelación ni casación 

por este motivo.  

 

En cuanto a la  i ndelegabi l idad y delegación,  exist irá solo cuando el 

Juez o Tribunal son t itulares de la potestad jur isdiccional en su integridad.  La 

potestad jur isdiccional (  entendiéndola como la facultad que t iene el Juez de 

conocer y dir imir el conf l icto en discusión ) es indelegable.   

Otros órganos jur isdiccionales podrán real izar auxil io judic ial en 

relación a actos permit idos por la ley,  bajo la directa responsabi l idad del 

comitente y sólo abarcará actos auxi l iares o de aportación técnica y en ningún 

caso comprenderá la recepción de pruebas ni en part icular ninguno de los 

actos propios de las audiencias. 

Habrá Pérdida de la competencia cuando:  

a) Hubiere terminado el proceso y ejecutada la sentencia.  

b) Fuere encargado algún juez por otro para pract icar algunos actos 

procesales, al quedar cumplido el encargo. 

c) Por ser accesor io, se pase el proceso a quien conoce del pr incipal.   

d) Hubiere sido declarado inhábi l cualquier juez en virtud de impedimento 

o recusación.  

e) Por impedimento, desde cuando lo exponga cualquier juez hasta el  

al lanamiento de las partes, o se declare inadmisible.  



 

Habrá suspensión de la competencia cuando: 

a) Por recusación (  entendido como la acción que puede presentar una de 

las partes intervinientes asunto, en donde se sol ic ita el apartamiento del juez 

del conocimiento del asunto, por motivación suf iciente para la pérdida de la 

parcial idad para dir imir el proceso), desde su interpretación hasta cuando se 

declare improcedente. 

b) Por la discusión de incompetencia.  

c) Por la apelación admit ida en el efecto suspensivo, salvo los casos de 

excepción.  

En todo proceso de podrá dar la Incompetencia y los conf l ictos de 

competencia para el procedimiento, determinado así por las s iguientes 

inst ituciones jur ídicas: 

•  Falta de competencia .   Solo podrá ser opuesta, declarada o discutida en el 

momento procesal oportuno, por quien tenga facultades para el lo, 

debidamente razonada, en la siguiente forma: 

a) Los jueces solo podrán declararse incompetentes hasta antes de darle 

curso a la demanda, o en su caso a la contrademanda. 

b) La parte demanda cuando al contestar la demanda formule la respect iva 

defensa.     

c) La parte actora no podrán impugnar la competencia del órgano ante quien 

radicó su asunto, salvo si se le dá curso con una naturaleza jur ídica 

dist inta de la planteada. 

•  Conf l icto por terr itor io .    Todos los casos serán resueltos por el superior de 

ambos, y a falta de éste por el Tribunal de Garant ías Procesales. 

•   Conf l ictos entre jueces y partes .  

a) Si los jueces le dan una competencia dist inta a la escogida por el actor,  

ante disconformidad, como si fuera apelación, el asunto se pasará 

directamente al Tribunal de Garant ías Procesales.  

b)  Si radicado un asunto por el actor en un órgano jur isdiccional determinado 

éste declara sin lugar la defensa de falta de competencia, lo resuelto será 

def init ivo.  

c) Si la defensa de incompetencia es declarada con lugar, y el actor no la 

combate por disconformidad, el asunto queda radicado donde la def inieron los 



 

jueces, pero si el actor la combate, como apelación, razonando sus mot ivos 

de inconformidad, inmediatamente se pasará el asunto al  Tribunal de 

Garant ías Procesales. 

•  Competencia def init iva.   Cuando se discuta la falta de competencia de un 

órgano jur isdiccional y se resuelva la disconformidad o el conf l icto, la 

discusión para cualquier otro juez o las partes quedará precluída, no podrá 

discutirse poster iormente, y para todos los efectos legales se tendrá como 

competencia def init iva,  salvo las acumulaciones,  los fueros de atracción, s i en 

alguna no se hubiere dado traslado a la demanda o no se hubieren deducido 

las defensas respect ivas.  

•  Jur isprudencia.  Las resoluciones reiteradas de solución de conf l ictos son 

de acatamiento obl igatorio, y los jueces al formular sus faltas de competencia, 

o resolver las planteadas, deberán just if icarlas en los antecedentes 

jur isprudenciales. 

Una vez determinada la competencia se apl icará las prohibiciones para 

los Jueces que resuelve de la s iguiente forma .   No es permit ido a los jueces 

discutir  repetidamente un tema de competencia s i éste ha recaído 

pronunciamiento rei terado del Tribunal de Conf l ictos de Competencia, ni  

tampoco discut ir  la competencia para benef iciar su circulante.  En todos los 

casos la discusión de competencia y los conf l ictos planteados por los jueces 

se ejercerán l imitada y restr ict ivamente.  

Habrá  Impedimentos y recusaciones, por la s iguientes Causas .   Lo 

serán:  

a) El parentesco del juez con alguna de las partes, sus abogados o 

mandatar ios, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de af inidad,  

o el derivado de los vínculos de adopción. 

b) Ser pariente, hasta cuarto grado de consanguinidad o segundo de 

af inidad, del juez cuyo pronunciamiento es impugnado. 

c) La amistad ínt ima con alguna de las partes. 

d) La enemistad.  

e) La condición de acreedor, deudor, f iador o f iado, con relación a alguna 

de las partes, salvo cuando se trate de una persona jur ídica.  



 

f ) Ser el juez parte contraria en otro proceso, en relación con una de las 

partes, salvo si aquél proceso fuere instaurado con la intención de 

inhabil i tar lo.  

g) Ser el juez a su vez abogado o apoderado especial judic ial de una de las 

partes en cualquier proceso.  

h) Haber externado cri ter io en relación con la solución de fondo al asunto 

específ ico. No será motivo para la separación cuando la opinión la haya 

emit ido el juez en la audiencia de conci l iación, en la cátedra en la cual s irva  

como profesor, o cuando se trate de opinión no referida a ningún caso 

concreto, o de carácter doctr inar io o en virtud de requer imiento de los otros 

poderes. 

i)  Tener interés directo en el asunto.  

j )  Haber dictado sentencia anulada por Casación.  

Cuando un juez se encontrare comprendido en alguna de las causales 

mencionadas, extenderá constancia en ese sentido.  Esta se pondrá en 

conocimiento de las partes por el plazo de tres días, con la f inal idad de invitar  

a la afectada a formular  el incidente de recusación dentro del plazo de cinco 

días, cuando se trate de las causales previstas en los incisos  c),  d),  y e).  Si 

la parte no formula el incidente el  juez queda habi l i tado para continuar 

conociendo. Cuando se trate de las otras causales, el juez estará impedido 

para conocer, y así lo invocará. No obstante, la parte podrá recusar al juez si  

éste no lo hubiere manifestado expresamente. El incidente será de 

conocimiento del juez sust ituto, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder 

Judicial.  

Cuando t itu lares y suplentes puedan estar cubiertos por una causal de 

impedimento o recusación, los tutelares quedan habi l i tados.  

En síntesis, habrá competencia determinada por ley y es en apl icación 

del pr incipio de celeridad procesal,  al darle tanta importancia a la 

competencia única, es decir,  e l juez deberá estudiar mas a fondo el caso en 

cuestión, para darle curso al proceso y determinar s i realmente está en la 

facultad para conocer el proceso, ya que aún, s i se presentaren pretensiones 

conexas y hasta mixtas, el  mismo Juez tendrá facultades tan amplias para 

resolver las mismas, dentro del expediente, y así se cumplirá en teoría con la 



 

just ic ia pronta y cumplida, al no tener tanta traba el juez para entrar en el 

fondo del l i t ig io.      

 

SECCION SEGUNDA:   DEL PROCEDIMIENTO.  

 

En esta sección nos avocaremos a analizar sobre el procedimiento, en 

cuanto al proceso sumario de desahucio, y su aplicación las causales del 

desahucio ya anter iormente consideradas. De conformidad con el proyecto del 

código general único, presentado para efectos del “  Seminar io sobre la 

Reforma Procesal “ ,  que se celebró del veint iuno al veint itrés de marzo del 

año dos mil,  por parte de la comisión de oral idad, se indicó, que en el capítulo 

segundo, sobre el proceso sumario en el cual se hace referencia, sobre las 

general idades de este t ipo de proceso y del que será tramitado ante los 

Juzgados para conocer, con rapidez y celeridad, de un conjunto de 

pretensiones cuyo trámite está excluido del monitor io.  

 Además de los previstos en otras leyes, conocerá de las siguientes 

pretensiones:  

1) Todo t ipo de desacuerdo en relación con la guarda, cr ianza y educación,  

custodia, régimen de interrelación famil iar,  de menores, así como todo lo 

relat ivo con el régimen patr imonial o famil iar  de los menores, cónyuges o 

excónyuges, y de famil ia o núcleo famil iar.  

 2) Fijación o modif icación del régimen alimentario.  Esta materia solo se 

conocerá en esta vía aún cuando exista un proceso ordinario donde el 

derecho de al imentos fuere accesorio.  

3) La dispensa de asentimiento para matr imonio de menores, la cesación de 

la afectación por disposic ión judic ial,  la oposic ión al matr imonio, sal idas de 

menores del país, y en general las autor izaciones o aprobaciones exigidas en 

materia de famil ia. 

4) Relat ivas al contrato de arrendamiento, entre otras, el reajuste de renta, el 

restablecimiento al  arrendatar io de su derecho, el desahucio cuando no 

correspondan a un proceso monitor io.  

5) Interdictales. 



 

6) Sobre propiedad hor izontal,  administración de copropiedad y demás 

procedimientos de estas materias previstos en leyes especiales. 

7) Reclamos de consumidores u organizaciones de éstos contra comerciantes 

o industr iales.  

8)  Liquidación de personas jur ídicas, regulares o de hecho. 

9)  Divis ión o venta, en subasta públ ica, de la cosa común. 

10) Cancelación registral o de derechos der ivados de obl igaciones 

ext inguidas o prescr i tas. 

11) Pago o devolución de sumas acordadas o impuestas por las partes.  

12) Relacionadas con la posesión provisional de muebles o derechos, excepto 

dinero o t ítu los valores. 

13) Entrega material  del enajenante al adquirente de bienes inmuebles.  

14) Rendición def ini t iva de cuentas y  pago de cualquier haber en favor del 

administrado, socio, comunero o copropietario.  

15)  Prestación y relevo de garant ía.  

16)  Desl inde y demarcación de l inderos.  

17) Cobro de honorarios de centros arbítrales de los árbit ros, o centros de 

remates, cuando no hayan sido pagados en el proceso respectivo.  

18)  Autorizaciones a los vecinos o colindantes para realizar obras necesar ias 

en su propiedad. 

19) Determinación y pago de ut i l idades cuando la sociedad hubiere tenido 

dividendos. 

20)  Ejercicio del derecho de receso previsto en la ley o en el pacto 

constitut ivo de persona jur ídica. 

21)  Cobro de gastos y servicios prestados  por el depositar io o quien ejerza 

un derecho de retención. 

22) Cobro de honorarios profesionales para los cuales no exista otra 

tramitación.  

Ahora bien en lo que nos atañe, por tema de nuestra tesis,  interesa el punto 

cuatro, en donde se tramitará en vía procesal sumario todo lo relat ivo al  

contrato de arrendamiento, entre otras, el reajuste de la renta,  el  

restablecimiento al  arredantar io de su derecho, el desahucio cuando no 



 

corresponda a un proceso monitorio, el cual nos avocaremos a expl icar dentro 

del capítulo de Proceso de Desahucio Oral.   

   

A.  DEMANDA Y CONTESTACIÓN.  

 

De conformidad con el numeral 75. 1 del proyecto de ley supra citado, 

nos dice; demanda y contestación .  En el escrito de demanda se indicarán los 

nombres y cal idades del actor y del demandado, así como el lugar y medios 

para las comunicaciones de ambos, con exposic ión clara y circunstanciada de 

los hechos, los fundamentos de derecho, la pet itor ia y est imación, e 

igualmente se aportará la prueba documental y se ofrecerán todas las demás 

con mención clara y expresa sobre los temas a probar, y en caso de test igos 

sus nombres, cal idades, dirección y medios para comunicaciones.  

El juzgado revisará la demanda, como acto previo, para determinar su 

legal idad, y la competencia, procediendo en ambos casos de conformidad.   

Solo dará curso a la demanda si es competente.  

El emplazamiento será de cinco días. Dentro de este el demandado 

podrá contestar la demanda, oponer debidamente fundamentadas las 

defensas previas y las excepciones de fondo, oponerse a la est imación, 

aportar y ofrecer toda la prueba con los requisitos legales, impugnar 

documentos, y oponerse a las medidas cautelares ordenadas.  

La falta de reproches en ese momento implica preclusión procesal.  De 

aquí se apl ica que el proceso oral no es en su total idad, un proceso hablado 

desde la tutela de la Jurisdicción,  a nuestro cr iter io la escr itura es necesaria 

en el proceso oral,  para preparar, el tratamiento del proceso, es por esto que 

la demanda, el cual es el acto procesal t íp ico de iniciación, y que debe 

constar por escr ito pues en el la,  se formula la pretensión del actor, y también 

es el momento procesal,  en los que se ofrece los medios de prueba, no 

consideramos conveniente que en los proceso civi les, la demanda se vaya a 

presentar, oralmente, debido al tecnicismo que caracter iza al derecho civi l ,  lo 

que no ocurre en otras ramas del derecho, que podríamos citar como lo es el  

derecho laboral.  



 

 Por todo lo anter ior es que la demanda debe presentarse en forma 

escrita ya que en el la se va a indicar y se precisa los fundamentos de hecho, 

de derecho y por supuesto la pretensión propiamente dicha.     

 

B. SANEAMIENTO .  En este punto de destaca;  Si se consideraran 

admisibles cualquiera de las excepciones de falta de capacidad, defectuosa 

representación, l i t isconsorcio necesar io incompleto, por desprenderse de los 

autos de manera evidente, el juez lo declarará así, s in audiencia al actor, 

dando las razones concretas para su admisión; en tal caso prevendrá al 

accionante o al reconventor para subsanar la falta dentro del plazo de 5 días 

bajo pena de inadmisibi l idad de la demanda.   

De no ser admisibles esas excepciones, sin necesidad de resolución, se 

reservará su pronunciamiento para la audiencia.  

También son susceptibles de saneamiento, según las circunstancias del 

caso, la l i t ispendencia, la indebida acumulación de pretensiones y el acuerdo 

arbitral.  Por lo que el saneamiento viene a ser a sol icitud de la parte 

accionada, por vía de excepción, la corrección de posibles vic ios de 

procedimiento que tenga necesar iamente que ser subsanados, para la buena 

continuación del proceso, con el f in de sanear o l impiar el  proceso de vic ios 

que puedan acarrear nul idad.  

  

C. ACTOS INADMISIBLES.  Dentro del Proceso Oral serán; Actos 

inadmisibles:  la reconvención, ósea la contrademanda,  la ampliación de la 

pretensión, es que una vez presentada la demanda con lo pretendido, no se 

pueden solicitar al juez, que amplíe lo que solicitó en el escrito inicial,   la 

prueba extemporánea, que para nuestro cr iter io es la prueba presentada, para 

el actor, fuera del escrito de demanda y para el demandado, presentada fuera 

del escr ito de contestación,   n i el incidente de objeción a la cuant ía, en 

cuanto a la competencia ya expl icado anteriormente .   

   

D. ADMISIBILIDAD INTERLOCUTORIA .  Esto se ref iere; Cuando el 

demandado manif ieste expresamente su conformidad, cuando no planté 

ninguna oposic ión, deje transcurr ir  e l emplazamiento o s i la contestación haya 



 

sido presentada en forma extemporánea, el juez declarará con lugar la 

demanda si fuera procedente, sin necesidad de señalamiento de audiencia.  

Esa resolución será razonada pero no requerirá las formalidades de una 

sentencia y tendrá el  carácter de ésta.   

       Se podrá decretar embargo preventivo de bienes del perdidoso en la 

forma y momento prevista para el proceso ordinario. A nuestro cr iter io, en 

este ámbito, es que va a exist ir  procesalmente hablando el l lamado Auto 

Sentencia, como una resolución de fondo sin consideraciones muy amplias del 

conf l icto que se dir ime.  

Estos principios no se apl icarán cuando medien derechos indisponibles,  

interés social o expresa disposición en contrar io de la ley, debiéndose en 

estos casos recibirse la prueba y motivar lo resuelto, ejemplo de el lo es la 

búsqueda de la verdad real de los procesos Declarat ivos o de conocimiento,  

ya que para resolver los es necesar io recavar la prueba para poder resolver el 

conf l icto conforme en derecho corresponde.  

  

E.  SEÑALAMIENTO PARA AUDIENCIA .  En esta etapa procesal se l levará 

cabo de la s iguiente forma; En caso de oposic ión fundada el juez señalará 

hora y fecha dentro de los diez días a una única audiencia oral,  en los demás 

casos sin necesidad de audiencia, dictará autosentencia.  

 No impedirá el señalamiento para la audiencia la interposición de 

recursos, incidentes o gest iones de naturaleza similar,  reservándose para 

ésta la solución de dichos aspectos. Que para nuestro pensar, es claro en 

este punto observar, el Pr incipio de Celeridad y Economía procesal.   

   

F.  AUDIENCIA.  En esta fase procesal se puntual izan los siguientes actos 

procesales; El juez cumplirá en forma oral,  según las part icularidades de cada 

sumario, las s iguientes act ividades: 

1) Resumen del objeto de la audiencia, exposición de la reconvención y de 

la contestación a la misma. En nuestro cr iter io, según lo observamos que 

entre los actos inadmisibles,  este proyecto menciona, la prohibición expresa 

de que en los procesal sumarios, no se puede dar la reconvención, y en este 

punto se indica que habrá  . . .  exposic ión de la reconvención y de la 



 

contestación a la misma .. .  por lo que se da una contradicción entre dos 

art ículos del mismo proyecto.  

2) Tentat iva de conci l iación. 

3) Contestación razonada por el actor de las excepciones opuestas. 

4) Saneamiento del proceso.  

5) Resolver sobre medidas cautelares.  

6) Fijación del objeto del proceso.  

7) Admisión, incluida la complementaria, y evacuación de la prueba. 

8) Conclusiones y alegatos de las partes o sus abogados.  

9) Dictado de la parte disposit iva de la sentencia.  

10) Señalamiento para la lectura íntegra de la sentencia dentro de los 3 días 

siguientes.  

D. SENTENCIA .  Como causa normal de f inalizar el procedimiento se 

explica de la siguiente forma; una vez que el juez haya recibido la prueba, y 

evacuada la misma,  procederá al dictado de la resolución de fondo 

correspondiente, únicamente ;  al  dictado de la parte disposit iva de la 

sentencia y dará el   señalamiento para la lectura íntegra de la sentencia 

dentro de los tres días siguientes.  

 

SECCION TERCERA:  DE LOS RECURSOS Y EJECUCIÓN DE LA                     

SENTENCIA .  

 

DE LOS RECURSOS.  

En cuanto a los medios de impugnación comprendidos en el s istema 

oral se ref ieren de la s iguiente forma; Son medios que la ley concede a las 

partes para obtener que una providencia Judicial,  sea modif icada o dejada sin 

efecto. Su fundamento reside en un deseo de la just icia, porque el pr incipio 

de inmutabi l idad de la sentencia, que constituye a su vez el fundamento de la 

cosa juzgada, derivado de la necesidad de certeza para la estabil idad de las 

relaciones Jurídicas,  cede ante la posibi l idad, de una sentencia injusta, por lo 

que los recursos no son otra cosa, según Carnelutt I  “  Que el modo de 

f iscal izar la just ic ia de lo resuelto”30.     

                                                 
30 Para je les   V indas ,  Gera rdo,  op  c i t ,  p  185 . 



 

De los recursos .   

Solo cabrá recurso de revocator ia contra los autos cuando causen 

estado o produzcan gravamen irreparable, para nuestro cr iter io se trata de un 

recurso hor izontal,  ya que se presenta ante el mismo juzgado que está 

dir imiendo el conf l icto. 

 La apelación sólo en los casos previstos en la ley, que de acuerdo al 

mismo proyecto objeto de estudio lo menciona de la s iguiente forma. En la 

sección segunda se apunta que la   recurr ibi l idad de que las resoluciones 

judic iales serán recurr ibles sólo por los medios y en los casos expresamente 

establecidos. Son medios impugnativos la revocatoria, la apelación, la 

casación y la revis ión.  

Solo podrá recurr ir  quien sea perjudicado con la resolución, incluidos 

los terceros cuando no esté f irme. 

Obligator iamente los jueces deberán resolver todos los puntos 

planteados, esto se atañe a que el Juez deberá esclarecer todos los puntos 

indicados con su debido fundamento en el recurso planteado, ya que sino no 

hic iere así,  estar ía incurr iendo en contra de la just ic ia que le corresponde a 

cada parte interviniente. 

En todos los casos cuando el recurso deba presentarse en otro órgano 

jur isdiccional la parte recurrente obl igatoriamente deberá suministrar 

absolutamente todos los datos necesar ios, para su ident if icación, y bajo pena 

de inadmisibi l idad también todos los medios y lugar de notif icaciones de la 

contraria. 

  Presentado el recurso, la ejecución, se apl icará así,  la interposición 

de los recursos no interrumpirá ni suspenderá los plazos concedidos por la 

resolución impugnada para la realización de los actos procesales. O sea para 

nuestro cr iter io de apl ica en el efecto devolut ivo, es decir,  una ves resuelto el 

recurso y declarado con lugar se cumple lo indicado por el  superior y 

conforme a sus indicaciones.  

  La interposic ión de dichas defensas serán con su motivación; ya que; 

todos los t ipos de recursos deberán ser motivados. Obligatoriamente deben 

combatir ,  con clar idad  y precisión,  los fundamentos de la resolución 



 

impugnada, analizando en forma detal lada y separadamente todos sus vic ios,  

por su orden procesales y de fondo.   

 Los jueces se l imitarán a anal izar los mot ivos invocados.  

 Es importante indicar que a la hora que el super ior resuelve el recurso 

de apelación, no solo observará que lo que se dictó esté conforme a derecho, 

sino también que el procedimiento esté correcto y no se haya falseado  algún 

acto procesal,  y que todo lo anter ior el Juez apl icará en cierta forma al 

pr incipio de Infra-Petita, el juez solo resolverá conforme a los sol icitado y no 

puede dar de lo pretendido.  

 Es pr incipio de la impugnabi l idad la  prohibición de reforma en 

perjuic io, es decir,  el recurso se considerará sólo en lo desfavorable al  

recurrente, el super ior no podrá enmendar o revocar la resolución donde no 

sea objeto del recurso, salvo si  la var iación es necesar ia para modif icar o 

revocar otros puntos de la resolución impugnada.  No podrá tampoco haber 

reforma en perjuic io si el inferior hubiere omit ido pronunciamiento sobre algún 

tema debatido, excepto error mater ial cuya omisión podrá adicionar quienes 

conozcan del recurso sin necesidad de devolver lo a la autor idad recurr ida.  

  Aquí podemos observar, un precepto muy importante que es la 

Independencia del juez, ya que se l imita al super ior,  a resolver como ya lo 

explicamos anter iormente lo que la parte afectada recurre únicamente, y no 

por otras situaciones que se presenten en la sentencia impugnada, pero que 

no se indicaron en el recurso en cuest ión.  

 Se apl ica también la unidad de resolución, que establece que, cuando 

sobre un mismo punto se alegue al mismo t iempo, un recurso y un incidente,  

deberán presentarse conjuntamente y el  competente para conocer del recurso 

resolverá ambos en una misma resolución. Lo anter ior es un ejemplo claro de 

el pr incipio de celer idad y concentración proceso, supra expl icada.  

 Si el  incidente se presenta separadamente será rechazado de plano, de 

la s iguiente forma;  mediante resolución antic ipada cuando: 

a) Fueren abiertamente improcedentes por razones formales ( ósea que no 

cumpla con los presupuestos procesales, para el incidente ) o materiales (  

que no se presente en el momento procesal oportuno );  



 

b)   Carezcan de fundamentación (  es decir  que no tengan las razones de 

derecho para su presentación ),  resulten ambiguos o imprecisos; y el  punto 

impugnado hubiere sido reiteradamente resuelto en sent ido contrario.  

 a nuestro cr iter io, se da por las manifestaciones que resulten impert inente 

al proceso, por estar resueltas dentro del proceso por mas de una vez.  al  

rechazar lo se citarán los precedentes sin necesidad de transcribir los.  

 La ejecución provis ional,  se  emplea, en todas las sentencias de condena 

recurr idas podrán ser ejecutadas provisionalmente prestando garant ía 

suf iciente. 

Ahora bien en el proceso de sumario de desahucio el  recurso de 

revocator ia, se ut i l iza para las:  providencias. de conformidad con el numeral 

46 del proyecto objeto de estudio las providencias serán ,  autos y sentencias.   

deberán expresar el nombre del órgano, lugar, hora, día, mes, año, la 

identif icación del proceso, con mención de las partes, abogados o 

apoderados.   

Las resoluciones deberán ser claras, precisas y concretas y en todos los 

casos congruentes con lo sol ic itado o con lo previsto por la ley. Se podrán 

dictar,  resguardar y comunicar por medios electrónicos, incluyendo el registro 

de la f irma.  siempre se dejará constancia para ident if icarla.  

Contra las providencias no cabrá recurso alguno; sin embargo,  los jueces 

podrán dejar las s in efecto o modif icarlas dentro de los 3 días posteriores a su 

notif icación, bien de of icio, o en vir tud de observaciones escritas u orales de 

la parte interesada.  Si juzgare improcedentes las observaciones no deberá 

dictar resolución alguna.  

 Será procedente la revocator ia contra los autos.  Deberá presentarse en 

t iempo y resolverse inmediatamente cuando la resolución impugnada fuere 

escrita, y ambos en el mismo acto s i fuere contra cualquier resolución en 

alguna audiencia oral.   Si no se interpusiere en esa oportunidad precluirá ese 

derecho. Precluye el derecho cuando una vez pasado el acto procesal,  no 

puede impugnar lo,  ya que sería extemporáneo e improcedente. 

Contra todos los autos dictados por órganos colegiados procederá el  

recurso de revocatoria, el de apelación solo en la forma autorizada.  



 

Sin necesidad de gestión de parte, los jueces podrán revocar sus propios 

autos. Esta facultad podrá ejercerse en la audiencia o dentro de tres días en 

los demás casos.  

Los efectos del recurso de revocator ia,  serán; cuando un auto deniegue 

una revocatoria no tendrá recurso alguno.  Pero si  la revocatoria contuviere 

una nueva resolución, se regirá, en relación con ésta,  por las reglas 

generales de los recursos. También podrá apl icarse los recursos de   

revocator ia y apelación conjuntas;  cuando además del recurso de revocator ia 

sea procedente el  de apelación, ésta siempre será subsidiar ia de aquél la,  

debiendo deducirse ambos recursos de manera conjunta.  

Si se denegare la revocator ia obl igatoriamente los jueces se pronunciarán 

sobre la apelación. Señalada la hora y fecha para l levar a cabo la audiencia; 

se interpondrá oralmente en la propia audiencia.   

Los jueces la acogerán de ser procedente, en caso de duda dará  

audiencia a la contraria en el mismo acto. Se decidirá de inmediato,  

manteniendo, modif icando o dejando sin efecto la resolución, y sólo se 

asentará lo resuelto f inalmente.  Si la nueva resolución modif icase o dejare 

sin efecto la recurr ida la contrar ia podrá interponer, en el mismo acto, nuevo 

recurso de revocatoria.   

Si la resolución impugnada admit iere apelación, la parte deberá dejar  

reserva de ese recurso y fundamentar lo en el plazo de ley, la falta de reserva 

del recurso torna improponible la apelación poster ior.  

Ahora bien el recurso de apelación procederán en los siguientes casos:  

a) Cuando se declare inadmisible o improponible la demanda. 

b) Cuando rechace, ordene, modif ique, cancele o deniegue la cancelación de 

una medida cautelar,  una garant ía o una medida ant icipada.  

c) Las sentencia de cualquier naturaleza, excepto las de ordinarios porque  

éstas sólo admit irán casación.  Aunque no es tema de nuestra invest igación es 

que aquí se presenta, que el recurso de casación ya no será una tercera 

instancia rogada sino que será una segunda instancia en los procesos 

Ordinar ios.  

d) Si pone f in al proceso, por cualquier otra forma, en todos los procesos. 



 

e) Cuando f i je una renta, garantía o pensión provisional o imponga una 

sanción concreta a las partes o sus abogados.  

f )  Si se pronuncie sobre el fondo de un incidente, pero no serán apelables sus  

resoluciones interlocutorias.  

g) Los demás expresamente señalados. 

 De los autos se podrá apelar en la audiencia respect iva respecto de 

autos, autos sentencias y sentencias dictados en otra oportunidad procesal.  

Se podrá establecer el  recurso en la audiencia respect iva,  o dentro del plazo 

si se hubieren notif icado en otra oportunidad procesal.  En los demás procesos 

la apelación la conocerá el super ior respectivo.  

En el caso que aparezca la  apelación de tercero .  Si apelare un tercero,  

los jueces  concederán audiencia por tres días a las partes, pudiendo pedir al  

tercero garant ice,  del quince por c iento de la est imación y ateniéndose a la 

naturaleza y complej idad del proceso,  por si la resolución fuere conf irmada, y 

en los inest imables la garant ía se f i jará prudencialmente.  

  Los jueces ordenarán la prestación de la garant ía dentro de tres días;  

si no se r indiere, el recurso será inadmisible.  

La resolución donde se ordene la prestación de la garant ía no tendrá 

recurso alguno. Si se r indiere la garant ía y no se obtuviere la revocator ia o 

modif icación de la resolución recurr ida se girará dicha garant ía a favor de la 

recurr ida. Lo anter ior es una nueva modal idad del derecho  Procesal Civi l de 

nuestro país, en donde se le otorga a un tercero, que no es parte en el 

asunto, el poder impugnar una resolución que le acarr iere perjuicio, ya que en 

el s istema actual procesal civi l ,  se da por medio de las tercerías, que se 

tramitan por vía Incidental,   y es prohibido que un tercero que no es parte en 

el proceso pueda impugnar una resolución.   

También podrá recurr ir ,  en nombre de la parte, el  abogado sin poder,  

mientras le hubiere autent icado algún escrito en el proceso, si en el mismo 

escrito af irmare ausencia o imposibi l i tada de f irmar de la parte en ese 

momento, esta acepción legal que introduce este proyecto de ley, es muy 

importante ya que actualmente un abogado podrá gest ionar el expediente 

siempre y cuando contenga poder suf iciente dentro del proceso para ese acto,  

siendo de gran ayuda a las partes en el proceso, el poder habil i tar a su 



 

representante legal sin necesidad de poseer poder, para gest ionar un recurso 

de apelación o revocatoria siendo estos medios de impugnación de carácter  

de urgencia.  

Este recurso podrá formularse, también,   por medio de fax.  En ambos 

casos el recurso se tendrá por legalmente interpuesto, si e l cl iente rat if icare 

la apelación, dentro de tres días, después de  la presentación.  

En cuanto a los  efectos, se admit irá con o sin efecto suspensivo y en 

efecto difer ido.  

Con efecto suspensivo la competencia del juzgador se suspende desde 

la admisión del recurso hasta devuelto el expediente.  No obstante, el inferior  

podrá seguir conociendo de los incidentes tramitados en pieza separada, de 

todo lo referente a la administración,  custodia y conservación de bienes 

embargados o intervenidos judic ialmente, y de lo relat ivo a la segur idad y 

depósito de las personas, s i la apelación no versa sobre esos puntos.  

Sin efecto suspensivo, en cuyo caso se expedirá el  test imonio de piezas 

para ejecutar la sentencia, si d icha ejecución hubiere sido sol ic itada dentro 

de los tres días posteriores a la admisión del recurso. En este caso deberá 

previamente rendirse la garant ía de resultas correspondiente. 

La apelación tendrá efecto difer ido en los casos expresamente 

establecidos por ley. Con efecto difer ido se reservará el trámite del recurso 

de resoluciones, incidentes,  tercerías y s imi lares,  hasta la eventual apelación 

de la resolución f inal o def init iva cuando ponga f in al proceso por sentencia. 

 Si la parte no apelare esa últ ima resolución o no rat if ica en el plazo de 

cinco días los recursos interpuesto, se ent iende desist idos los recursos 

interpuestos.   

Admit idos los recursos en un solo auto,  el super ior se pronunciará de 

todos los acumulados y deberá resolverlos en su total idad en una sola 

resolución.   

El super ior tendrá facultad para reponer en ese grado trámites, sanear 

nul idad, o corregir defectos ocurr idos en el proceso, únicamente anulará la 

resolución concreta si cont iene el vicio, saneando, reponiendo u ordenar 

pract icar los actos necesar ios para enderezar el procedimiento. 



 

La apelación se admit irá en el efecto suspensivo cuando se trate de las 

sentencias, o de autos con carácter de sentencia, s i ponen f in al proceso  

impidiendo su continuación.  En los demás casos la apelación se admit irá s in 

efecto suspensivo. 

En cuanto a la Forma de plantear el recurso de apelación será de la 

siguiente manera; el  procedimiento  para l levar a cabo la apelación será por 

medio de un escrito, sólo podrá contener pet ic iones propias del recurso y 

gest iones de nul idad concomitantes; las petic iones ajenas al recurso no se 

tomarán en cuenta.  

Se dejará constancia al pie de la resolución recurr ida sobre la 

existencia de la apelación y la fecha de presentación del escr i to. 

El juez de instancia no se pronunciará sobre la apelación, salvo cuando 

haya transcurr ido el plazo para apelar, a efecto de resolver todos los recursos 

en un solo acto, si fueren var ios los apelantes.  

Después de presentado el escr ito o escr itos los jueces se pronunciarán 

sobre la admisión o el rechazo del recurso o los recursos, y emplazarán a las 

partes para apersonarse ante el superior,  expresar agrarios adic ionales y 

combatir  los fundamentos de la apelación. 

Notif icada la resolución donde se admita el recurso, el  expediente se 

remit irá al super ior,  bajo conocimiento o por cert if icado de correos, según sea 

el caso.  

Si con motivo del envío del expediente pudiere f rustrarse  alguna 

di l igencia acordada, los jueces lo remit irán hasta tanto no fuere efectuada. De 

igual modo, si estando el expediente ante el super ior,  lo necesitare el inferior  

para dar cumplimiento a alguna dil igencia, lo pedirá y el superior lo enviará 

acto continuo. Pract icada aquél la, de nuevo enviará el expediente para la 

resolución del recurso.  

En cuanto a la  apelación adhesiva, se indica;  el apelado vencido en 

una sentencia o auto sentencia, en parte de sus pretensiones, defensas o 

costas, podrá adher irse al recurso formulado por la contrar ia, en cuanto a los 

extremos desfavorables de la resolución.  



 

La adhesiva deberá presentarse ante el super ior,  dentro del 

emplazamiento. Será inadmisible la adhesión si la parte hubiere apelado y 

este recurso le hubiere sido rechazado.  

 Este principio será extensivo a los intervinientes, ya que en la  

audiencia de segunda instancia si,  a l interponer el recurso,  contestar lo o 

adher irse a él,  alguna parte considera necesario exponer oralmente sus 

alegaciones, o bien, cuando se est ime út i l ,  por tratarse de un asunto 

novedoso y no discutido con anter ior idad, se f i jará una audiencia oral dentro 

de los quince días de recibidas las actuaciones.   

Ante el superior no podrá proponerse ni evacuarse ningún t ipo de 

prueba, salvo si con la apelación se aportan documentos de inf luencia 

decisiva en el ju ic io.  

La audiencia se celebrará con los intervinientes, y sus abogados en el la 

harán uso de la palabra, sin admit ir  réplicas. 

En la audiencia, los jueces podrán interrogar a los recurrentes sobre las 

cuestiones planteadas en el recurso.  En estos casos concluida la audiencia 

se dictará inmediatamente la sentencia en la forma prevista.  

En cuanto a la  revis ión de la sentencia de apelación, lo resuelto por el  

tr ibunal en las apelaciones no cabrá recurso alguno, s i lo resuelto se ref iere a 

recursos de autos interlocutorios cabrá recurso de reconsideración, dentro del 

plazo de tres días.   

Podrán pedir adic ión y aclaración de la parte disposit iva cuando sea 

omisa u oscura.  Contra lo resuelto f inalmente sólo se dará eventualmente el  

recurso extraordinar io de revisión en los casos y por los mot ivos establecidos.  

El recurso de apelación por inadmisión deberá presentarse ante el 

super ior correspondiente,  y procederá cuando se deniegue i legalmente un 

recurso de apelación.  

 El escr ito deberá contener necesar iamente  lo siguiente:  

a)  Los datos generales del asunto necesarios para su identif icación.  

b)  La fecha de la resolución apelada y de la not if icada a todas las partes.  

c)  Las fechas de la apelación presentada ante el juez de instancia. 

Se adjuntará copia l i teral de la resolución donde se hubiere 

desest imado, con nota de la fecha cuando quedó not if icada a todas las 



 

partes, o bien copia l i teral de la resolución incorporada dentro del escr ito, y 

en ambos casos el recurrente deberá af irmar su exactitud.  

En nuestro cr iter io la copia t iene que ser debidamente cert if icada ya 

sea por un abogado o que la emita el juzgado al efecto, esto por cuestiones 

de ef icacia, o también el que resuelva el recurso de apelación por inadmisión 

sol ic itará al ad quo, el expediente para resolver lo impugnado.  

El plazo para recurr ir  será también de cinco días.  

El  rechazo de plano e informe al juez de instancia, interpuesto el recurso, el    

super ior lo rechazará de plano si no se ajusta a lo dispuesto, y enviará el 

legajo para unir lo al expediente pr incipal.   

En caso contrario resolverá sin trámite alguno, si fuere posible; de 

previo sol ic itará informe al juez de instancia acerca de los datos convenientes 

para poder resolver, y sólo en caso de informe insuf iciente, pedirá el  

expediente or iginal,  el cual devolverá. 

 El juez de instancia deberá suspender el envío del expediente al 

super ior,  mientras l leva a efecto cualquier resolución dictada, aún la misma 

recurr ida, si t iene el carácter de urgente; pero deberá consignarse esta 

circunstancia, por el medio más idóneo, y ponerlo en conocimiento del 

super ior,  quien, s i lo est imare conveniente, podrá ordenar el inmediato envío 

del expediente.  

 Si el super ior declara procedente el recurso,  revocará el auto 

denegator io de la apelación, la admit irá, con indicación del efecto como lo 

hace, y emplazarán a las partes.  Pract icado esto, el  juez de instancia remit irá 

el expediente original si no lo tuviere el super ior.  

Si la apelación fuere improcedente, el super ior conf irmará el auto 

denegator io dictado por el  juez, y le remit irá el  legajo para ser agregado al 

expediente.  

Si hubiere mal icia por parte del apelante, el tr ibunal condenará al 

apelante por inadmisión al pago de un monto de un diez de la est imación de 

la demanda, o a una suma prudencial en las inest imables,  si  fuere evidente la 

falta jur ídica de  motivos para la apelación o si no fuere cierta la apelación o 

la denegatoria.  



 

 Es cr iter io de los escribientes que lo anterior es un medio de control  

para las partes intervinientes, en el proceso de no incurr ir  en el apelar por 

apelar, ya que se obl iga a los mismos, a que si van a apelar una resolución, 

esta impugnación no puede ir  s in no t iene su fundamento legal del derecho 

lesionado.  

 

EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA.  

 

En cuanto a la ejecución de la sentencia se menciona como el  proceso 

posterior,  en donde la sentencia est imatoria de un proceso sumario se 

ejecutará de forma inmediata.   

En ningún caso podrá ordenarse su suspensión en virtud de proceso 

posterior o medidas acordadas en otro proceso, ni aún cuando se r inda 

garant ía suf iciente para cubr ir  lo concedido.  Entendemos por sentencia 

est imator ia la que declaró con lugar la demanda y la pretensión fundada de la 

acción.  

 Si la sentencia fuere desestimator ia ( la sentencia que declaró sin lugar 

la demanda ) se revocará cualquier  acto de ejecución ordenado.  En este caso 

el actor podrá solicitar,  en el mismo expediente, la readecuación de su 

demanda como ordinario.  De ella se dará traslado al demandado en el lugar o 

medio señalado.   

En el nuevo proceso se tendrá como prueba toda la evacuada en el 

sumario aún cuando no hubiere sido ofrecida con ese carácter.  Para 

mantener los embargos y otras medidas cautelares o ant ic ipadas se deberán 

seguir las reglas previstas para el proceso ordinar io.  

 La sol ic itud de readecuación de la demanda deberá presentarse dentro 

de los quince días siguientes al renacimiento del plazo para apelar de la 

sentencia.  

En nuestro cr iter io s i el mismo juez que conoce el pr imer proceso, va a 

conocer de la readecuación de la demanda, que viene a ser,  el ordinar iar una 

contrademanda, cuando el accionado, gana el asunto, por haberse declarado 

sin lugar la demanda en su contra, y considera el mismo accionado, que se le 

causó daños y perjuic ios, por la acción presentada en su contra,  y el mismo 



 

presenta dentro del término anter iormente mencionado, la demanda ordinar ia 

en contra del que lo accionó, si consideramos que el expediente es la prueba 

para demostrar los daños, el  mismo juez que conoce de la readecuación de la 

demanda, pierde la parcial idad para dir imir el  caso, ya que si dictó sentencia 

en pr imera instancia desest imando la demanda,  y al presentarse la 

readecuación,   viene a ser una especie de l iquidación de daños y perjuicios, y 

el juez, va a declararla con lugar y nada más va a cuant i f icar los daños y 

perjuic ios ocasionados. 

 

SECCION CUARTA:   DESAHUCIO .  

Como ya lo expl icamos anteriormente, el proyecto objeto de estudio 

divide el proceso de desahucio oral en dos aspectos Jurídicos muy 

importantes, el pr imero es que el desahucio, se podrá apl icar en una Tutela 

Jurisdiccional,  como un proceso sumario y el segundo es que se apl icará 

como un proceso monitor io oral.   

 El proceso sumario oral,  se aplicará con los principios y fundamentos 

legales, mencionados anteriormente, pero es de vital importancia exponer su 

apl icación en concreto, tanto como procedimiento, como un anál is is 

exhaustivo del estudio de acuerdo a la ley, que en el caso que nos ocupa, va 

a ser su apl icación de acuerdo a las causales del desahucio impuestas en la 

Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos  número 7527. 

Del procedimiento;    

 

A.  PRESUPUESTOS ESPECIALES DE LA DEMANDA.  

 

Entenderemos como presupuestos, los requisitos procesales necesar ios 

para presentar la demanda en un caso determinado.  

Los presupuestos procesales son, entonces, los requisitos necesar ios para 

que pueda const itu irse un proceso vál ido, o una relación procesal vál ida. 

También se dice que son, las condiciones que deben exist ir  a f in de que 

puedan tenerse un procedimiento cualquiera, favorable o desfavorable, sobre 

la demanda, esto es a f in de que se concrete el poder de ver del juez de 

proveer sobre el mérito.  



 

En el proceso sumario oral;  en la demanda se indicará además, bajo 

pena de inadmisibil idad ( es decir sino se cumplen se rechazará de plano la 

demanda), cert if icación o prueba de propiedad de la f inca o del derecho del 

actor, el lugar donde esté ubicado el inmueble ( estos son presupuestos 

subjet ivos, ya que es relat ivo a la parte del proceso, y que demuestra su 

capacidad para accionar, así como lo referente al juez, que dir ime el caso en 

concreto ) la renta vigente, copia del contrato de arrendamiento si existe y 

además indicar en forma precisa la causal de desalojo planteada como 

fundamento de la pretensión ( estos  son presupuestos objet ivos, ya que es 

concerniente al proceso mismo, es decir se trata de requisitos generales 

indispensables para que se constituya la relación procesal vál ida y así se 

pueda dictar una sentencia conforme a derecho.  

Sólo procederá por las causales previstas en el ordenamiento jurídico;  

de aquí se determinada que se procederá de acuerdo a las normas que r igen 

en amén al numeral 121 de la Ley de Arrendamientos Urbanos Y Suburbanos, 

vigente hasta el día de hoy. Cuando se trate de causales propias del proceso 

monitor io prevalecerá ese procedimiento, con esto se ref iere al proceso 

monitor io de desahucio, cuando la causal sea la falta de pago, anal izada mas 

adelante.  

Si el demandado ofrece prueba admisible se evacuará en la audiencia 

oral.  

 

B. LEGITIMACIÓN PROCESAL.  

 

Entendida a nuestro cr iter io como la facultad y capacidad, para accionar 

ante un órgano judicial la tutela jur isdiccional,  exist irá  cuando; quién, con 

causal debidamente fundada, e interés compruebe tener derecho de propiedad 

o de posesión del inmueble, por t ítu lo legít imo, y procederá contra el 

arrendatar io, el subarrendatar io, el cesionario, o los poseedores del inmueble.  

También procederá contra quien tenga en posesión el bien con base en 

otro acto o t ítu lo que no le faculte legalmente a poseerlo, como el optante de 

una promesa de venta,  el nudo propietario, el poseedor por pura tolerancia,  

el retrocomprante ( entendido a nuestra sana cr ít ica como; retrocompra,   



 

devolver al vendedor la cosa comprada, por este al pr imero,  por lo común por 

efecto de un pacto de retro ),  ejemplo de este cr iter io legal,  es en aquellos 

casos, en que un sujeto, pacta una compra de un inmueble determinado,  y 

adquiere posesión del mismo sin haber pagado la total idad del monto 

convenido a pagar y pasado el plazo establecido para cancelar, no hace el 

efect ivo pago, por lo que el vendedor, devuelve al comprador el monto por 

concepto de adelanto pagado al vendedor, y éste últ imo,  puede en ese 

momento, presentar el proceso de desahucio, para que desaloje el inmueble 

objeto de la retrocompra, cuando no pagó el precio, el expropietario si vendió 

el inmueble y no lo desocupó y cualquier otro caso de similar posesión salvo 

si la ley previene otro t ipo de solución. 

 Cuando otras personas posean o subarr ienden el inmueble no será 

necesario demandar las; debiendo obl igatoriamente not if icarles la sentencia, 

para el ejercic io de cualquier derecho,  previo a la ejecución, quedando de 

todas formas a salvo sus derechos si tuvieren causa para poseer o si el actor  

planteó su demanda en esta forma para ocultar la real idad o perjudicarlos.  

Si la demanda no la establece el dueño del inmueble o un poseedor en 

nombre propio, el actor deberá comprobar su derecho  der ivado de quien tuvo 

facultad para concederlo.  Si no se comprueba la demanda será inadmisible, y 

archivado el expediente en cuestión.  

 

C. DEPOSITO DE RENTAS Y DESALOJO.  

 

Una vez determinado por el juez que la demanda, está conforme a derecho 

y el  mismo t iene la facultad legal para dir imir el  proceso,  procederá de la 

siguiente manera; En el traslado de la demanda, del proceso fundado en 

cualquier causal,  el juez prevendrá al demandado su obl igación de depositar a 

la orden del Juzgado el precio de los alquileres de los períodos posteriores a 

la presentación de la demanda, bajo pena de ordenar su desalojo, esa orden 

de depósito, se hará al número de cuenta del juzgado que conoce el asunto.  

Si hubiere duda sobre el monto del alquiler el  juez lo f i jará 

prudencialmente.  



 

La falta de pago implica incurr ir  en causal de desahucio, en el mismo 

proceso, incluso si en él se discute la falta de pago, esto es una relevancia 

legal de gran trascendencia, ya que si se presentó la demanda por falta de 

pago de equis mesada, si el arrendador no deposita conforme a lo ordenado 

por el Juez, podrá ampliarse la causal,  de falta de pago de la mesada que no 

deposito judic ialmente.  

Si el  demandado apelare de la sentencia deberá demostrar, con el 

recurso, haber pagado o consignado la total idad de las rentas pendientes o 

vencidas en el curso del proceso,  caso contrario el recurso será rechazado de 

plano por el a-quo, salvo si el actor hubiere presentado por aparte el proceso 

de desahucio por rentas impagas .   

Si la sentencia declarara con lugar la pretensión se ordenará el   

desalojo y lanzamiento del demandado, el cual se ejecutará una vez f irme el 

fal lo por medio de mandamiento a la autoridad de pol icía administrat iva del 

lugar donde esté s ituado el inmueble. 

Si la sentencia no homologa la causa de ext inción del contrato invocada 

por el arrendador, mantendrá o restablecerá al arrendatar io en el goce de sus 

derechos y resolverá las demás pretensiones procesales.  

En el desalojamiento de una vivienda de carácter social,  entendida 

como la vivienda que no supere el valor de los seis mil lones ochocientos 

veint ic inco mil colones,  el  juez aplicará las normas de la ley general de 

arrendamientos urbanos y suburbanos, es aquí donde se apl icará el proceso 

oral con las causales del desahucio, objeto de estudio en nuestro trabajo, y 

su aplicación se haría de la siguiente forma.  

Un sujeto que es propietario registral de un bien inmueble determinado, 

lo arrendó a otro sujeto, para uso de casa de habitación de carácter  social,  

presenta un proceso de desahucio, por la causal de cambio de  dest ino del 

bien. 

En las general idades de la demanda se menciona, que el arrendamiento 

es por la suma de sesenta mi colones mensuales pagaderos los primeros de 

cada mes, en forma adelantada,  pactado así en el  contrato escr ito de 

arrendamiento.  



 

En el mismo  contrato se establece que se conformidad con el numeral 

80 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos,  vigente, el bien 

objeto del proceso, es solo para efecto de casa de habitación, y que la misma 

se entrega al arrendatario en condiciones óptimas para vivir .   

El accionante presente la demanda con los presupuestos legalmente 

sol ic itados para que tenga ef icacia legal,  y ante el  órgano Jurisdiccional,  que 

es competente para dir imir el conf l icto.  

La causal indicada es clara y concisa del cambio del dest ino del bien 

arrendado, ya que el demandado tomó el bien objeto del proceso, como 

bodega y of icina para venta de suministros de computación.  

De conformidad con lo pactado el arrendatar io no solo incurr ió en el 

cambio del dest ino del bién arrendado, sino que le hizo cambios f ís icos al 

inmueble para poder desarrol lar su act ividad comercial,  a l  poner ventanas 

mas grandes para que se vean los suministros en venta.  

Determinada la causal,  el propietar io del inmueble, pide la tutelar 

jur isdiccional,  que se le ordene desalojar al arrendatar io de la casa de 

habitación y que se condene al mismo al pago de los daños y perjuic ios 

ocasionados. Así mismo sol ic ita como prueba, que se real ice un 

reconocimiento judic ial,  a f in de que el juez, tenga un contacto personal con 

los elementos objet ivos, para determinar el cambio fundamentado sobre la 

casa de habitación dentro de la demanda; además solicita que se nombre 

perito a f in de que valore y determine los daños ocasionados al inmueble.   

Una vez presentada la demanda, el juez lo primero que va a delimitar,  

es si es competente o no para l levar el caso, que en el  proceso que nos 

ocupa, el bien inmueble, esté ubicado en la jur isdicción  que le corresponde.  

El juez ver if ica que la demanda presentada, cumpla con todos los 

presupuestos legalmente establecidos,  tanto los de carácter subjet ivos y 

objet ivos, ya expl icados anter iormente.  

La demanda está planteada conforme a derecho, el juez le dará el  

trámite correspondiente, dándole el traslado a la misma, en donde se le 

indicará al  demandado que t iene un plazo de cinco días, para contestar  la 

demanda y oponer debidamente fundamentadas las defensas previas, y las 

excepciones de fondo, y oponerse a la est imación ( esto en nuestro cr iter io no 



 

es para efectos de competencia, sino que será para cuestiones de costas 

personales, el cual serán la suma de seis mesadas dividida entre dos,  de 

acuerdo al Decreto Ejecutivo de Honorar ios de Abogados.).  

El accionado deberá aportar y ofrecer la prueba con los requisitos 

legales, impugnar los documentos y oponerse a las medidas cautelares 

ordenadas.  

La falta de reproches en ese momento implica preclusión procesal.   

Si el demandado no contestare, se dictará una autosentencia y se 

ordenará de inmediato el desalojo,  y s i  el  accionado contestare la demanda 

en t iempo, se darán dos situaciones:  

•  La primera es que el juez si admite alguna excepción previa, le dará un 

plazo perentorio de cinco días al accionante para que subsane su demanda, lo 

anterior bajo el  apercibimiento de que sino cumpliere, se declarará 

inadmisible la demanda.  

•  La segunda es que dichas excepciones, no sean admisibles y el Juez sin 

necesidad de resolución, se reservará su pronunciamiento para la audiencia. 

 Es importante indicar que en nuestro cr i ter io, el juez al dar le traslado a 

la demanda, por economía procesal,  s i admite la prueba per icial,  sol ic itada le 

prevendrá al accionante los honorar ios de perito al efecto,  y una vez 

depositados, nombrará al perito, para que valore, el inmueble objeto del 

l i t ig io.  

 La  expert ic ia aprobada,  se le prevendrá al per ito, que deberá 

presentar la para el día y hora señalada para l levar a cabo la audiencia.  

Si hubiere oposición fundada, el Juez, señalará hora y fecha dentro del 

plazo de diez días a una única audiencia oral,  d icha hora y fecha f i jada no 

surt irá cambios en  la interposic ión de recursos e incidencias.  

Estando en la audiencia, el Juez procederá de acuerdo a los siguientes 

pasos:  

•  Hará una lectura en forma resumida de la demanda, y de la contestación de 

la misma.  

•  Promoverá a las partes si se puede dar una conci l iación del proceso en 

cuestión, lo anter ior en nuestro cr iter io de acuerdo a los pr incipios legales de 

la Ley de Resolución Alternativa de Conf l ictos.  



 

•  Fracasada la concil iación, el  juez le dará paso al demandado, para que se 

ref iera a la contestación y a las excepciones opuestas.  

•  El Juez procederá al Saneamiento del proceso, resolverá sobre las 

excepciones opuestas por el demandado y su debido fundamento de su 

rechazo.  

•  Resolverá sobre las medidas cautelares sol ic itadas, que para nuestro 

cr iter io, dichas medidas cautelares, el Juez si las admit ió les dio trámite al 

darle curso a la demanda, en este acto procesal,  el Juez de acuerdo a 

fundamento del accionado, resolverá si se siguen apl icando o no.  

•  Fijación del objeto del proceso, el juez indicará a las partes cual es el 

objeto del proceso, y lo que se pretende con el mismo que es el desalojo del 

inmueble.  

•  La admisión y evacuación de la prueba, que es poner en conocimiento a las 

partes de la prueba aportada por cada uno, y s i hubiera recepción de test igos 

de procederá conforme, en el caso que nos ocupa, el juez pondrá en 

conocimiento del demandado y actor de la expert icia solicitada, del 

reconocimiento judic ial ya pract icado.  

Una vez evacuada toda la prueba, el juez le dará a las partes un t iempo 

prudencial para que hagan su alegato de conclusiones, en el  presente asunto 

el actor, se referirá,  a la causal planteada y que se tenga por demostrado el 

cambio que sufr ió el  inmueble que el arrendó y en el caso del accionado, el 

expondrá sus mot ivos de que se declare sin lugar el proceso de desahucio en 

su contra.  

 Dictado de la parte disposit iva de la sentencia, el juez aquí una vez 

pasada toda la etapa procesal supra,  dictará si se declara con lugar  o no el 

proceso de desahucio.  

 En el instante de dictada la parte disposit iva de la sentencia, el  juez 

f i jará, en un plazo de tres días, una hora y fecha para la lectura de la 

sentencia total.     

Es menester por parte de nuestro anál isis, y de conformidad con los 

numerales 52, 52.1,  inciso c) y en concordancia con el numeral 52.3 párrafo 

tercero, que se podrá interponer el recurso de apelación de la sentencia, en 

dos momentos procesales, el pr imero al momento de dictada la parte 



 

disposit iva de la misma, el día de la audiencia, estando presentes ambas 

partes,  y se t iene por not if icadas las mismas, y la segunda not if icadas las 

partes en otro momento procesal,  según acta de notif icación de conformidad 

con los requisitos de la Ley de Not if icaciones y Citaciones Judiciales,  lo 

anterior dentro del plazo de cinco días a part ir  de la not if icación.  

Es importante indicar que aún la parte vencida interponga el recurso de 

apelación en el mismo acto de dictada la parte disposit iva de la sentencia, es 

obl igación de la misma, rat if icar debidamente fundamentado dicha 

impugnación,  dentro del plazo de cinco días, ya que sino lo hic iere, se tendrá 

por desist ido el recurso interpuesto.  

Ahora bien el recurso admit ido tendrá el efecto suspensivo, la 

competencia del juzgador se suspende, desde la admisión del recurso hasta 

devuelto el expediente.  

Del estudio anterior determinamos que se aplica el pr incipio de la 

celeridad procesal en teoría, al l levarse a cabo este proceso con oposición en 

un plazo de tres meses, de acuerdo a la complej idad de la prueba 

complementar ia sol icitada.  

Y sin oposic ión un proceso de este t ipo será evacuado en el plazo de 

un mes, tomando en cuenta la cantidad de expedientes que se tramitan en un 

despacho judic ial y los plazos administrat ivos para la debida notif icación del 

accionado.  

De conformidad con la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, 

las causales impuestas en el art ículo 121, serán  susceptibles de apl icar  en 

este proceso sumario oral,  con base al ejemplo anter iormente analizado, las 

causales; por ext inción del contrato de arrendamiento por expiración del 

derecho del usufructuario o del f iduciario, de conformidad con el art ículo 74; 

por resolución del contrato de las obligaciones del arrendatario, según el 

art ículo 114, exceptuando el inciso a) de este art ículo que se ref iere a la 

causal por falta de pago; por la causal de habitación para uso propio o de 

famil iares y nueva construcción en casos de vivienda de carácter de vivienda 

social,  de acuerdo con los art ículos 100, 101, 102, 103 y 104 de la Ley supra.  

 

D. LANZAMIENTO Y PUESTA EN POSESIÓN.  



 

 

Una vez dictada la sentencia est imatoria, el juez procederá; estando 

f irme la sentencia, por  mandamiento emit ido por el juez,  la autoridad de 

pol icía pondrá al actor en perfecta posesión del bien.   

Si fuere necesar io,  sin más trámite,  pract icará el al lanamiento y 

expulsará a quien se oponga, sin atender ninguna orden de embargo, actos 

part iculares u otra semejante, es decir ,  el delegado pol ic ial,  expulsará de 

forma def init iva al accionado  a los que estén en el inmueble en ese momento,  

sin mas trámite alguno.   

 

E. DERECHO DE RETENCIÓN. 

 

 El derecho de retensión será la forma legalmente establecida de 

conformidad con el numeral 77.5 del proyecto objeto de estudio;  en cuanto si  

el demandado no pueda ret irar los muebles en el acto del lanzamiento, la 

autoridad deberá poner los en depósito y los gastos respectivos deberá 

cubrir los el  mismo demandado, el deposito de dichos inmuebles, recaerá a 

nuestro cr iter io en el delegado Policial que lo está haciendo efect ivo, ya que 

como anter iormente se mencionó los gastos que se produzcan de dicha acción 

deberá cubr ir los el mismo accionado.   

 

F. ALQUILERES PENDIENTES.  

 

En mater ia de ejecución para el cobro de alqui leres pendientes, según 

el proyecto del código general único,  es tal y como se está tramitando 

actualmente, ya que una vez declarado con lugar el proceso de Desahucio, en 

una sentencia est imatoria, el  juez, a falta de demostración del demandado, y 

depositado las rentas vencidas antes o en el curso del proceso,  condenará 

además al demandado al pago de los alquileres insolutos ( es decir alqui leres 

dejados de pagar ) y de los servic ios y gastos no cobrados al arrendatar io,  

como por ejemplo las deudas adquir idas por pago de los servic ios públicos,  

de agua luz y hasta teléfono.  



 

Igualmente el proceso actual prevé, como en el proyecto In f ine, que 

mediante simple di l igencia, y s in garant ía, desde el in ic io del proceso, el actor  

podrá ejercer el derecho de retención conforme lo establecen la ley de 

Arrendamientos y el Código Civi l.   

 Los bienes se retendrán mediante diligencias de embargo preventivo, es decir 

se hará con la procura y celeridad de un proceso preventivo y como medida cautelar, 

para el aseguramiento, de que se va a cumplir con lo condenado en sentencia. 

 

SECCION QUINTA:  NATURALEZA JURÍDICA Y TRAMITE DEL 

DESAHUCIO EN UN PROCESO MONITORIO ORAL.  

 

Dentro de las general idades apl icables, en este t ipo de procesos, nos 

avocaremos a expl icarlo de conformidad con su apl icación en las causales del 

desahucio, ya sea por el  falta de pago de la renta o de los servic ios públ icos, 

o por el vencimiento del plazo legal o contractual de conformidad con los 

numerales 121, inciso c) en concordancia con el numeral 114 inciso a) y el 

art ículo 121 inciso a) en concordancia con el numeral 113 inciso e), los cuales 

se atenderán en un proceso de estructura monitor ia y se apl icará cuando, 

fundado en un documento públ ico o pr ivado,  se  pretendan. 

 El desahucio originado en una relación de arrendamiento de cualquier 

naturaleza, s i se funda en la causal de falta de pago de la renta, o de los 

servic ios públ icos, o el vencimiento del plazo legal o contractual.  

  Otras causales de desahucio podrán tramitarse en esta vía cuando se 

constate documentalmente el hecho de su fundamento.  En ausencia de 

elementos documentales evidentes el juez lo convert irá a un proceso sumario 

readecuando los procedimientos.  

En la demanda entraran como presupuestos procesales lo siguientes; 

en todos los casos necesariamente deberá mediar documento, exceptuase el 

caso de la entrega de la cosa cuando se trate de obl igaciones de dar s i el  

contrato no requiere documentación.  

A falta de t ítu lo, en todo caso, en di l igencias prel iminares, podrá 

preconst itu irse prueba de la existencia del contrato y de su cumplimiento, por 

parte del actor.  



 

En cuanto al proceso mismo, se dará de la s iguiente forma ;  planteada la 

demanda junto al documento base del ju ic io, se dictara resolución ordenando 

la ejecución y cumplimiento de la  obl igación, con condena de lo pedido más 

la indemnización en daños y perjuicios, previa a sol ic itud de parte.  

Si la demanda no fuese presentado en forma legal se prevendrá por 

única vez corregir la dentro del plazo perentorio de  c inco días. 

La resolución invert ida será not if icada al demandado para apercibir le de 

la ejecución a los cinco días, y del derecho de oponerse formal y 

documentalmente dentro del mismo plazo con la prueba de haber cumplido la 

obl igación.  Contra esta resolución no cabrá  recurso de apelación, solo 

revocator ia .  

 La  mera oposición a la resolución, o incluso la oposic ión de haber 

cumplido con la interposic ión de excepciones  pero con ofrecimiento de 

pruebas dist intas  a  la documental,  tendrá el mismo valor  del al lanamiento  

por const itu ir  oposic ión infundada, y no  impedirá  la  ejecución, en el caso 

que nos ocupa la prueba documental en cuanto a la causal de falta de pago, 

será el recibo del pago del arrendamiento, y en la causal del vencimiento del 

contrato es que no se haya debidamente not if icado, de conformidad con el 

numeral 101 el cual se habla del  plazo de tres meses de anticipación al 

vencimiento del contrato, todo lo anter ior que se fundamente su oposic ión, 

por medio de prueba documental.  

La oposic ión formal y documentada dentro de los c inco días suspenderá 

inmediatamente la ejecución y el juez ordenará la celebración de una 

audiencia dentro de los diez días, en la forma prevista para el proceso 

sumario ya expl icada y ejemplif icada anteriormente. 

Terminada la audiencia el juez resolverá  el asunto. Si declara sin lugar  

las excepciones anulará la suspensión de la resolución ejecutiva y dispondrá 

su ejecución de inmediato. Si  declara con lugar  las excepciones anulará la 

resolución ejecutiva, entendida a nuestro cr iter io que una vez dictada se 

procederá conforme a lo ordenado, diferente es cuando en un auto inic ial,  se 

indica una prevención de desalojo ya que surt irá efectos Jurídicos hasta una 

vez que haya una sentencia f irme que así lo ordene y lo conf irme.   



 

En todos los procesos monitor ios, cuando el demandado manif ieste 

expresamente su conformidad, cuando no haga ninguna oposic ión, deje 

transcurr ir  el plazo del mandato o s i la contestación haya sido presentada en 

forma extemporánea o bien la oposic ión se hizo sin prueba documental,  e l  

juez dictará resolución donde conf irmará la ejecutoria.  

 En la misma resolución aprobará los intereses acordados o legales, las 

costas procesales y el monto de honorar ios de abogado.  Esa resolución será 

razonada pero no requerirá las formal idades de una sentencia, aún cuando 

tendrá el carácter de esta.   Si fuere recurr ida, incidentada o de cualquier  

forma impugnada, no impedirá su ejecución inmediata. 

 En caso de dictar sentencia desest imator ia el juez revocará el mandato 

inter locutorio y condenará al actor de pago de costas.  

Si mediare apelación el tr ibunal,  a instancia de parte, podrá convocar a 

una nueva  audiencia, y al resolver contra lo resuelto no cabrá recurso 

alguno. 

Dentro de ese plazo el demandado podrá oponerse a la orden dictada.  

Sólo se admit irán excepciones formales y oposic ión fundada en prueba 

documental demostrat ivos de haber cumplido la obl igación reclamada. 

Las excepciones formales o previas serán rechazadas de plano cuando 

fueren evidentemente improcedentes.  Si fueren abiertamente procedentes  lo 

resolverá así de forma interlocutor ia, es decir se resolverán en el camino 

normal del procedimiento y no hasta la sentencia,  s in necesidad de 

audiencia, en la forma prevista  para el proceso sumario. 

El mandato de desalojo, se accionará, cuando en el supuesto del 

desahucio la prueba de la existencia del contrato y la renta podrá 

demostrarse mediante resolución judicial o los recibos periódicos de pago.  

En este supuesto el juez ordenará al demandado probar mediante documento 

idóneo el pago de las rentas o servicios reclamados, bajo pena de ordenar de 

inmediato su desalojo.   

Si al vencerse el plazo de mandato no contesta, no se opone o no 

demuestra su dicho en la forma indicada,  el juez sin más trámite conf irmará 

la orden de desalojo, mediante simple auto, expidiendo en el mismo acto la 

orden de lanzamiento. 



 

 En la misma resolución se ordenará a sol ic itud de parte, embargo (es 

decir el juez a nuestro cr iter io a sol ic itud de parte procederá al embargo de 

los bienes legalmente embargables de conformidad con el numeral 984 del 

Código Civi l,  y s i la parte interesada, se propone sol ic itar que se nombre 

como depositar io judic ial de los dichos bienes, es para evitar un desvío de los 

mismos ) y retención prevent iva de bienes  (es cr iter io nuestro que la 

retensión se apl icará cuando el Juez a sol ic itud de parte, señala hora y fecha 

para hacer un inventario de bienes al haber del accionado dentro del inmueble 

y le ordena al mismo la retención de los bienes nombrando en el acto, al  

demandado depositar io judic ial de los mismos ).  

En nuestro cr iter io y de varios juzgadores, es que dichas inst ituciones 

jur ídicas son excluyentes ya que si se apl ica una, no se puede apl icar la otra 

o ambas al mismo t iempo, todo lo anterior con el f in de cubr ir  o garant izar el  

pago de las cuotas adeudadas, dos cuotas futuras y una suma prudencial  para 

costas.  

  Si la oposic ión del demandado no se basa en prueba documental,  

ejecutado el desalojo se continuará con los procedimientos y se señalará hora 

y fecha para la celebración de la audiencia única, en la forma prevista para el  

proceso sumario.   

De resultar infundada la pretensión en sentencia se ordenará rest itu ir  al  

demandado en la posesión de inmueble, se condenará al actor al pago de 

cuatro rentas vigentes al momento de presentarse la demanda, s in perjuicio 

de cualquier otro t ipo de daño o perjuic io.  De no poderse ejecutar la 

rest itución se condenará a pagar la renta de seis mensual idades así como 

otros daños y perjuic ios, cobrables,  en ambos casos, en el mismo proceso.  

Son apl icables las normas del sumario de desahucio sobre requisitos de 

admisibi l idad, depósito sucesivo de las rentas, prevención de pago de rentas 

para oír la apelación, el contenido de la resolución est imator ia para conf irmar 

la orden inter locutoria de mandato de desalojo y la ejecución del desalojo. Es 

cr ít ico a nuestro pensamiento que la prevención de pago de rentas para oír la 

apelación, así como se ha pronunciado la Sala Const itucional,  que determinó 

una medida como ésta, violentaba el pr incipio de gratuidad, y que en el fondo 



 

podría considerarse como una denegación de Just ic ia, siendo esto una cr ít ica 

del fondo del proyecto.  

Ahora bien, habiéndosele dado curso a la demanda se dará el mandato 

de consignación.  Cuando en la demanda se pida la entrega de un determinado 

bien mueble, el actor deberá indicar además la suma de dinero dispuesto a 

aceptar en ausencia de la prestación de entrega.   

El juez, s i considera la suma reclamada no es desproporcionada, antes 

de pronunciarse sobre la misma, deberá prevenir al actor demostración del 

valor,  con los recibos de pago o simi lares.  

 En la prevención el juez deberá indicar la opción al demandado y en el 

caso de pago en dinero deberán, de of icio, incluirse los intereses legales 

hasta la fecha del pago o la fecha probable de pago.  El juez l ibrará mandato 

de entrega.  

Por todo lo anter ior  concluimos que dichas causales si t ienen asidero 

legal,  para su tramitación en el proceso oral de acuerdo a la versión 

prel iminar del proyecto del código procesal general.  Dando así al  sistema 

procesal costarr icense, una visión mas amplia, pero es cr iter io de acuerdo a 

nuestra experiencia procesal y al derecho de fondo, que cuando se menciona 

en el proyecto, como por ejemplo, incluye que en un proceso de desahucio 

cuando exista cualquier  causal y se le previene al accionado que deberá 

depositar judic ialmente el monto por concepto de alquileres, posteriores a la 

presentación de la demanda y s ino lo hic iere, se podrá tornar como una nueva 

causal,  por falta de pago dentro del mismo proceso, s in necesidad de plantear 

un nuevo proceso de desahucio por dicha causal,   d icha tesis es cuest ionable,  

ya que pareciera que procesalmente, no está bien tutelar esta nueva causal,  

porque si el demandado, ya fue not if icado del proceso, la l i t is se trabó y en el 

fondo entonces se estar ía ampliando la pretensión en un sumario, lo que a 

todas luces es i legal,  por estar presentada la demanda con la causal 

específ ica del desahucio y su fundamento respect ivo.  

El juez no podrá dir imir una causal en la que no se presentó conforme a 

derecho y en el momento procesal oportuno, o sea,  en la presentación de la 

demanda, y estando debidamente not if icada a la parte accionada,   dando así 

una norma posit iva dentro del una norma procesal no apl icada en la 



 

actualidad, lo cual no es va de acuerdo al pr incipio de legal idad, s ino que se 

está en el ámbito de  apl icación del pr incipio de economía procesal.    



 

CONCLUSIONES  

 

De acuerdo al desarrollo de nuestra tesis, creemos que ha quedado 

demostrado,  que el sistema actual que nos r ige, o sea el código procesal c ivi l ,  

en lo que nos interesa, intenta mejorar la cal idad de just ic ia,  y se apl ican una 

serie de principios modernos y propios de los procesos orales, no obstante 

todo el lo, no at iende el panorama mas alentador, pues la apl icación del 

sistema escrito, aunque da seguridad procesal de sus actos, por estar  

fundada en el pr incipio de escr itura, no cumple con toda la demanda judic ial 

que actualmente se presenta en los estrados judiciales, ya que hoy en día 

observamos los juzgados saturados de expedientes sin poder dir imir los en un 

plazo prudencial,  para cumplir  a cabalidad con la necesidad de los usuarios 

de que se le resuelvan expeditamente sus asuntos contenciosos, de ahí la 

problemática de la mora judicial.  

  Lo anterior no r ima con los pr incipios que en esencia corresponden al 

modelo oral,  por esto es que nuestro proceso civi l ,  s igue siendo  lento, y 

engorroso, pues con el s istema escrito no puede ser  práct ico, y accesible a 

las partes,   por la formal idad que ut i l izan los jueces y las partes 

intervinientes, que envueltos en el mismo sistema escrito, acostumbrados al 

burocrat ismo y al juego con el pr incipio disposit ivo, el deber de las partes de 

dar in iciat iva del proceso,  producen que en muchas ocasiones existan 

expedientes que ni siquiera se les puedan decretar deserción, por lo que 

quedan en un estado pasivo sin poder cont inuar con su trámite, para 

resolverlos y dar los por terminados.  

  Consideramos que se vuelve indispensable cambiar no solo el código 

procesal c ivi l ,  s ino también, la mentalidad de los que lo ut i l izamos ya sea 

dentro del poder judic ial,  como los que sol ic itan la tutela jur isdiccional como 

representantes de las partes en el proceso. 

Del tema que nos ocupa concluimos que es necesar io, entrar con fuerza 

analít ica, en lo que se pretende con el sistema oral procesal civi l ,  en la 

materia de arrendamientos urbanos y suburbanos, observando la necesidad 

de transformación procesal,  hacia un rumbo de la aplicación del s istema oral 

dentro de nuestro ordenamiento jur ídico, como una premisa hacia el  



 

desarrol lo del mejoramiento y agil idad para la resolución de los conf l ictos, 

que día a día nos atañen en los estrados judic iales, y que por medio de la 

oral idad exista un cambio de los procesos actuales,  por un proceso que sea 

mas fácil e l trámite,  que se simplif iquen los plazos y que se  supriman los 

formalismos innecesarios.  

En esta época se empieza a constatar un aumento de la sensibil idad 

general,  es decir,  de los ciudadanos,  para con el cumplimiento de las 

garant ías const itucionales, dándose cuenta inmediatamente de que el Código 

Procesal Civi l,  hasta el momento no responde a las nuevas necesidades,   

para canal izar esa sensibil idad, que se da con la evolución de las diferentes 

situaciones jur ídicas que se presentan con un mundo que va avanzando a  

gran velocidad.  

Se comprueba igualmente en estos años la grave inef icacia e 

inadecuación de la just ic ia civi l  t radic ional,  para afrontar los nuevos 

problemas jur ídicos.  Las reglas vigentes entonces no son suf icientes para 

alcanzar el  f in principal del proceso civi l ,  a saber, la tutela efect iva de los 

derechos subjet ivos de los part iculares.  

Una solución principal de acuerdo a nuestro trabajo, para la resolución 

de los conf l ictos, es la novedad del proceso por audiencias, el  cual supr ime 

actos procesales, que actualmente se tramitan por medio de la escritura, ya 

que existe en el proceso oral la inmediación de la recepción de la prueba, y 

para el administrador de just icia habrá un medio mas idóneo y expedito para 

resolver los procesos.  

Siendo que nuestro tema se avoca en el contenido de las causales del 

desahucio, que las mismas serán dir imidas en un proceso sumario, y en tal  

caso en un proceso monitor io, consideramos que si es apl icable este sistema 

oral en este t ipo de controversias,  tanto por la resolución efect iva del 

proceso, como la concentración misma en el procedimiento ( la act ividad 

procesal deberá desarrol larse en el menor t iempo posible ).  

El juez tendrá una part ic ipación mas act iva dentro del procedimiento, ya 

que éste será el encargado, de la dirección del proceso en una forma clara, 

con amplios poderes y con miras en el interés públ ico, buscando la verdad 



 

real,  y no necesar iamente la formal, en contrario sensu algunos de los jueces 

que tenemos actualmente se preocupan que el expediente esté bien l levado 

formalmente, y no que tenga mas fundamento legal en cuanto al fondo que se 

discute.  

La comisión redactora de la versión prel iminar del proyecto del código 

procesal general,  comienza a dar los primeros pasos para la reforma del 

proceso civi l ,  canal izando la problemática, en cuatro vías dist intas 

consideradas por nuestra invest igación. 

 La pr imera es el  reconocimiento pleno del pr incipio de oral idad como 

guía clave del proceso en sí,  favoreciendo la inmediación y de la publ ic idad, 

con lo que la rapidez de la tramitación está más asegurada, pretendiendo 

cambiar la tramitación que ha identif icado desde siempre el proceso civi l  con 

el  pr incipio de la escritura.  

La segunda es la reforma profunda de la fase prel iminar del proceso 

civi l ,  de manera que en una audiencia se puedan el iminar, y cuanto antes, 

todos los obstáculos procesales que impiden entrar en la decis ión del fondo 

del asunto, del l i t ig io que separa a las partes, f i jándose así con carácter 

inmediato los hechos que están controvert idos y pasándose a la prueba sobre 

los mismos, lo que l leva sin solución de continuidad a una sentencia de fondo, 

no procesal.   

La tercera es la concentración en una audiencia de la recepción de la 

prueba, que proporciona la inmediación, y en donde el juez va a tener 

perfectamente clara y de pr imera mano su convicción de cara a la resolución 

de fondo.  

 El cuarto aspecto es la simpl if icación al máximo de la fase decisor ia, 

de manera que los hechos y las pruebas sean valoradas en conclusiones 

ágiles, que proporcionen al juez las c laves de una resolución inmediata 

En el proceso oral desaparece la facultad del juez de sol ic itar prueba 

para mejor resolver,  ya que el administ rador de just ic ia en el s istema oral,  

deberá resolver el  conf l icto de acuerdo al cuadro fáct ico o probator io 

est ipulado por las partes.  



 

En este sistema también aparece una nueva modalidad de competencia,  

la cual es la competencia única, ya que debemos indicar que la competencia 

por razón de la cuant ía desaparece, es decir,  va estar  determinada por la 

especial idad del derecho de fondo, por la materia, por el terr itor io y la 

función, es decir una vez dado el curso a la demanda, el juez deberá 

continuar con el trámite hasta su fenecimiento, dándole así seguridad a las 

partes del proceso, de que el expediente no va estar de un despacho a otro, a 

nuestra consideración creemos que inst itucionalmente el Poder Judicial,  no se 

encuentra preparado, para la práct ica de este t ipo de competencia, esto por 

cuanto no hay suf iciente cantidad de jueces, para que existan despachos 

judic iales especial izados.  

Es también importante indicar que entre las pr imicias que trae este 

sistema, es que la resolución que se exprese sobre la competencia, no tendrá 

recurso alguno, pero si el actor se encuentra disconforme con la competencia 

que el Juez haya decidido, este podrá pasar al  tr ibunal de garant ías 

procesales, para que se éste el que resuelva.  

En el s istema oral desaparece la ampliación de la demanda, por parte 

del actor, el  cual consideramos,  que es de vital  importancia, de acuerdo al 

pr incipio de preclusión procesal,  ya que el accionante en el escr ito in ic ial,  

deberá indicar concretamente, los hechos en que se funda, y la pretensión 

dando así al proceso, una economía procesal para la resolución del conf l icto.  

Sobre la audiencia de juicio y la recepción de la prueba que existe una 

Just ic ia pronta y cumplida, una vez presentada la contestación de la 

demanda, el juez tendrá la obl igación de f i jar hora y fecha,  para Juicio dentro 

del los diez días posteriores, así vemos que se acorta radicalmente,  el plazo 

para resolver el conf l icto, de ahí que part imos nosotros que actualmente se 

dura para resolver un desahucio con oposic ión de seis meses a mas t iempo, y 

en una modal idad oral,  de acuerdo a nuestro cr iter io se resolverá el 

expediente en un plazo máximo de tres meses, dando así una posible solución 

a la mora judic ial actual.   

Es cr ít ico de nuestra parte, que una vez fal lado un proceso de 

desahucio, s i e l demandado no está de acuerdo con la sentencia est imatoria, 

para poder apelar la misma, deberá hacer el depósito judic ial ,  sucesivo de las  



 

rentas, poster iores a la not if icación de la demanda, esto a nuestro cr iter io 

violenta el pr incipio de gratuidad procesal,  y al de la doble instancia, ya que 

consideramos que existe una denegación clara del acceso a la just ic ia que 

incluso este punto ya fue objeto de debate por la sala constitucional y  el cual 

fue acogido.  

Otro punto cuest ionable del proyecto es que existe una norma, 

sustant iva dentro de una procesal,  al indicarse que si  el demandado no hace 

el deposito sucesivo de las rentas después de notif icada la demanda, el actor 

dentro del mismo proceso, podrá accionar, la causal del falta de pago, lo cual 

a todas luces del derecho es i legal,  ya que una vez not if icada la demanda, la 

l i t is de traba, f i jándose así el ámbito de apl icación del juez donde resolverá el  

conf l icto, y no dando justamente asidero legal al juez,  para resolver una 

nueva causal,  nacida a la vida jur ídica, después de inic iado el proceso.  

Aunque se trata de un proyecto de ley de oral idad, creemos que en su 

total idad se puede rescatar y es una solución viable y necesar ia para el 

mejoramiento de nuestro sistema jur ídico procesal c ivi l .  

En nuestro cr iter io consideramos crear en la mente de los catedrát icos 

de nuestra universidad, que al impart ir   la enseñanza de derecho,  instruyan a 

sus estudiantes,  que el abogado es un auxi l iar de la just ic ia,  en el sent ido de 

que la función de  él ,  es faci l i tar le al  juez el camino a la verdad, y que esto se 

logra siendo claro y preciso en sus pretensiones, por eso dicha función que 

cumple no puede dejar de ser parcial,  así como la mentalidad del Juez no 

puede dejar de ser imparcial,  o sea, es necesar io que el l i t igante nunca se 

separe del interés de su cl iente, pero con l ímite de que auxi l ie a la just ic ia, 

para poder l legar a la verdad real,  s in que se dañe la misma.  

Por lo que con nuestro trabajo esperamos crear una mente cr ít ica y 

preocupada, en cuanto al cambio del proceso se ref iere, ya que para cumplir  

a cabal idad con los principios que r igen en este proceso, es indispensable 

que se contr ibuya con la comunidad estudianti l  de derecho de nuestra 

facultad, para que se imparta, con mas potestad la apl icación del derecho 

procesal c ivi l  y las causales del desahucio en la oral idad, para que los futuros 

l icenciados estén preparados para el cambio que se dará,  en a mediano o 

corto plazo, en nuestro ordenamiento jur ídico.  



 

Aunado a todo lo anteriormente expuesto el costo de un sistema oral,  

es mas aplicable al  pr incipio de economía procesal, ya que se puede apreciar 

una importante diferencia que representa este s istema con el s istema escr ito, 

el cual el mismo se encuentra plagado de intermediarios, y audiencias, los 

esfuerzos que se pueden hacer para variar el modelo tradic ional escrito, se 

traducirá en una reducción del costo in ic ial que se verá ref lejado a mediano y 

a largo plazo.  

 Con la apl icación del proceso oral se tendrá que preparar el poder 

judic ial,  tanto inst itucionalmente como económicamente, se verá benef iciado,  

porque se tramitarán los procesos en una forma mas expedita y no gastando 

dinero ni trabajo de sus funcionar ios en t iempo perdido, para resolver los 

expedientes y dictar  así las resoluciones de fondo para resolver los casos,  

que se presentan diariamente en los Tribunales, produciendo un gran ahorro 

sustancial en lo que en la administración de just icia se ref iere, porque si  

seguimos con el s istema tradicional,  consideramos que es un intento suic idio 

en medio de una vert ig inosa ola de transformaciones, que no perdonan el 

aniquilamiento de las estructuras y por el lo podría devastarlas con la fuerza 

propia del cambio sin que tengamos la ocasión de crear lo que mas nos 

conviene y ayude al mejor desenvolvimiento de la importante misión de 

impart ir  just ic ia, pero este objet ivo solo se logra con un cambio sustancial no 

solo en mater ia c ivi l ,  sino, en todas aquel las mater ias que hoy sufren rezago, 

gracias a un dominio excesivo de lo escrito sobre lo oral,  como por ejemplo 

en las materias; laboral,  pensión alimentaria.  

Por lo que en síntesis, consideramos que es de vital  importancia y necesario 

l levar a cabo el cambio hacia un proceso oral c ivi l,  para la evolución efect iva 

del procedimiento y cumplir  a cabal idad con las necesidades del día de hoy 

presentadas, por los que solicitan la tutela jur isdiccional,  y que se resuelvan 

los conf l ictos presentados, con celeridad, inmediatez y seguridad jur ídica, 

para así dar al derecho costarr icense, el precepto que nuestra Const itución 

nos exige dentro del modelo de una just ic ia pronta y cumplida, para la 

resolución de conf l ictos, si es importante mencionar que el modelo oral es 

una alternat iva para tratar de disminuir la mora judic ial,  pero para que el 

sistema funcione debe exist ir  un compromiso serio de la corte de establecer 



 

los mecanismos adecuados para ello, porque de lo contrario es peor el  

remedio que la enfermedad.
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ANEXOS. 
 



 

 

Exp.No.1558-M-97.     No. 1962-97 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA .  San José,  

a las quince horas t reinta y tres minutos del ocho de abr i l  de mil novecientos 

noventa y siete. 

 Acción de inconst itucional idad planteada por Ofelia María Jiménez 

Hernández, abogada, vecina de Rohrmoser, cédula de identidad número 1-

537-679, como apoderada especial judicial de la empresa “Inversiones 

Internacionales Canadienses, Sociedad Anónima”, en contra de la Ley 

General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, número 7527 del 

diecis iete de agosto de mil novecientos noventa y cinco, y subsidiar iamente 

contra los art ículos 66, 69, 113, 114, 118 inciso e), 121 inciso a), 122 y  

Transitor ios I  y I I I  inciso b) de la misma. 

Resultando:  

 1.-  Ofelia María Jiménez Hernández, como apoderada especial judicial 

de la empresa “Inversiones Internacionales Canadienses, Sociedad Anónima”,  

plantea acción de inconst itucional idad en contra de la Ley General de 

Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, número 7527 del diecis iete de agosto 

de mil novecientos noventa y c inco, y subsidiar iamente contra los art ículos 

66, 69, 113, 114, 118 inciso e), 121 inciso a), 122 y  Transitor ios I  y I I I  inciso 

b) de la misma. Se señala en primer lugar que la Ley impugnada es violatoria 

del pr incipio de irretroact ividad, porque su transitor io I  afecta los contratos de 

arrendamiento existentes y celebrados con anter ior idad bajo el amparo de la 

ley anter ior.  Tal violación se palpa en la imposición de plazos en los 

contratos, en la resolución contractual uni lateral acordada al arrendante, en 

las nuevas reglas para la f i jación de la renta que resulta ser retroact iva a la 

fecha de la presentación de la demanda, así como en la falta de 

reconocimiento del derecho de l lave. En resumen se discute la retroact ividad 

de la ley en cuanto irrumpe en situaciones jur ídicas consol idadas como lo son 

los contratos f irmados con anterior idad, el derecho a la prórroga legal 

automática y el derecho de l lave. En segundo lugar se alega violación del 

art ículo 28 de la Constitución Polít ica porque en la ley se imponen l ímites y 

obl igaciones para si tuaciones que no afectan el orden públ ico como lo son la 



 

f i jación de l ímites indebidos al plazo de los contratos de arrendamiento.  

Señala la accionante que la ley establece un vencimiento automático del 

contrato aún contra el acuerdo de partes, por lo que resulta ser 

inconst itucional;  esa violación se concreta en los art ículos 118 inciso e) y  

121 inciso a), en tanto establecen la conclusión de plazo como causal de 

desahucio. En tercer lugar, se acciona contra la pretendida invasión de los 

contratos existentes por parte de la nueva ley de Arrendamientos, y que se 

plasma en los art ículos 66, 69, 113, 114, 121 y 122 lo cual a cr iter io de la 

recurrente rompe con el pr incipio de razonabi l idad de las leyes, dado que se 

aprecia un desequi l ibr io en favor del arrendante. En cuarto lugar se discute la 

ley impugnada porque infr inge la l ibertad de comercio, al permit ir ,  por medio 

de su transitor io I ,  que el arrendante pueda pedir el desahucio por 

vencimiento del plazo, aunque su contrato sea anter ior a la nueva ley. Se 

argumenta que para estos debe respetarse la prórroga legal automática, bajo 

la cual los comerciantes e industr ia les han desarrollado su labor y la 

economía nacional desde hace mucho t iempo. En quinto lugar, se lesiona el 

derecho al trabajo al  suscitarse la eliminación de la prórroga legal automát ica 

y la posibi l idad del desahucio por el vencimiento del plazo,  pues se produce 

con el lo una clara amenaza a las relaciones laborales nacidas al amparo de 

las act ividades comerciales e industr iales existentes y que deberán 

clausurarse por la negativa del propietar io a renovar el contrato de 

arrendamiento. En sexto lugar se viola la garant ía de la cosa juzgada y la 

independencia de la jur isdicción, en tanto el transitor io I I I ,  Inciso b)  al dejar 

sin efecto las sentencias dictadas al amparo de ley anter ior en los ju ic ios de 

f i jación de alqui leres y que otorgaban un derecho al inqui l ino de pagar la 

suma establecida por un plazo de cinco años. Por todo el lo, solicita que se 

declare la inconst itucionalidad de la Ley General de Arrendamientos Urbanos 

y Suburbanos 

 2.-  Que el art ículo 9 de la Ley de la Jur isdicción Constitucional faculta a 

la Sala para rechazar de plano cualquier gest ión cuando fuera 

manif iestamente improcedente o infundada, así como para resolver la por el 

fondo en cualquier  momento, cuando considere que existen suf icientes 

elementos de juic io para ello. 



 

  

 

Redacta el Magistrado Mora Mora; y 

Considerando: 

I .  De los temas planteados por la accionante, existen algunos para los que no 

se cumple con los requisitos establecidos en el párrafo primero del art ículo 75 

de la ley que r ige esta jur isdicción. Al respecto, debe observarse que el 

asunto previo dentro del que se pretende hacer valer lo que se resuelva en 

esta acción de inconstitucional,  consiste en un proceso de f i jación de renta 

establecido en contra de la empresa representada por la accionante en la 

Alcaldía Civil de Curr idabat. De esa forma, todas las alegaciones relat ivas a 

la inconst itucional idad de la f i jación de plazos para el contrato de arr iendo en 

la nueva ley, la falta de reconocimiento del derecho de l lave, y las posibles 

lesiones que con el lo se cometen contra la l ibertad de comercio, el derecho al 

trabajo, y al pr incipio de racionabil idad, deben desest imarse porque cualquier 

cosa que sobre el las resuelva la Sala, no tendrá ningún efecto sobre el juicio 

base, donde única y exclusivamente se discuten las cuestiones relacionadas 

con el monto de la renta que debe pagar el arrendatario, con exclusión de 

cualquier otro tema relat ivo al contrato arrendatic io. Así,  lo procedente es 

rechazar de plano la acción con relación a inconst itucional idad de los 

art ículos 66, 69, 113, 114, 118 inciso e) y  121 inciso a), 122, párrafos I ,  I I ,  III 

y IV, y el Transitor io I ,  por no const itu ir  medio razonable para la defensa del 

derecho o interés que se considera lesionado en el asunto base.  

 I I . -  De acuerdo con lo anterior,  solo quedan pendientes dos cuestiones, 

a saber: la val idez del Transitor io I I I ,  aparte o inciso b) de la ley, que permite 

al arrendante sol icitar el establecimiento de nuevo monto de renta después de 

pasado un año desde la últ ima f i jación, y por otra parte, la alegación de la 

posible inconst itucional idad de lo establecido en el párrafo cuarto del art ículo 

122 de la ley cuest ionada, que señala que la nueva renta,  cuando se f i je, 

regirá a part ir  de la fecha de interposic ión del proceso de f i jación de renta. 

Con relación al pr imer tema, la Sala en la sentencia número 0140-96 de las 

dieciséis horas treinta y nueve minutos del nueve de enero pasado, expresó lo 

siguiente:  



 

 “ I-  El objeto de esta acción es que la Sala declare contrar io al art ículo 34 

de la Constitución Polít ica el aparte o inciso b) del Transitor io Tercero de 

la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, número 7527 del diez de 

jul io de este año, que dice: 

  TRANSITORIO II I .-  En los contratos existentes antes de la v igencia de esta 

ley, el precio del arrendamiento se regirá por las s iguientes normas: a). . . 

b) Salvo que en el año anterior haya exist ido un alza de alquiler por 

resolución judicial,  a part ir  de la v igencia de esta ley podrá solic itarse el 

reajuste de la renta, mediante proceso sumario o someterse la 

discrepancia a la decis ión de árbitros o peritos según las reglas del Código 

Procesal Civi l.  

   Alega el accionante que su situación como arrendatar io se consol idó 

-en cuanto al plazo por el cual r ige la f i jación del precio de la renta se 

ref iere- al amparo de la Ley de Inqui l inato número 6 del veint iuno de 

set iembre de mil  novecientos treinta y nueve y sus reformas y 

concretamente al tenor del art ículo 13 de la misma que señala: Artículo 

13.. .  No podrán promoverse dil igencias judic iales para la determinación de 

la renta, respecto de una misma casa o local,  sin que haya transcurr ido un 

término de cinco años desde la fecha en que empezó a regir el precio que 

se pretende modif icar, ya se hubiere establecido éste por convenio o por 

resolución judic ial.-  

  Sost iene el recurrente que se plantea una contradicción entre lo 

estatuido por los dos textos legales precitados, de manera que debe pr ivar 

el texto anterior  en el t iempo, porque las situaciones que contempla t ienen 

el carácter de derechos adquir idos y se encuentran por eso mismo 

protegidas por el art ículo 34 Constitucional.  

  I I . -  La cuest ión se divide entonces en establecer pr imero, s i  es c ierto 

que existe para el arrendatar io a quien se le f i jó una renta de conformidad 

con el s istema establecido en el art ículo 13 de Ley de Inqui l inato 

derogada, un derecho adquir ido a que tal monto así f i jado se mantenga 

invariable por el plazo que al l í mismo se señala. De no ser así,  no puede 

vindicarse la aplicación del art ículo 34 en protección del accionante y la 

acción no debe prosperar. En caso contrario, es decir,  admit iendo que se 



 

está en f rente de derechos adquir idos, se impone una segunda 

comprobación: la referida a si el texto de la nueva ley realmente irrumpe 

de forma inconst itucional en tales derechos adquir idos.   

  I I I . -  Relat ivo al pr imer aspecto planteado, no es cierto que del art ículo 

13 de la Ley de Inquil inato derogada, se der ive, en favor de los 

arrendatar ios, un derecho adquir ido o una situación jur ídica consol idada,  

en relación con el plazo durante el  cual r ige el monto de la renta. Si se 

revisa el texto del art ículo 13 en cuestión, se advierte que no regula 

ningún plazo para la duración de la nueva cuota de renta; no señala que el 

arrendatar io tendrá a su favor plazo alguno, sino que establece un 

impedimento al arrendante para poder pedir una nueva f i jación hasta que 

no pase cierto lapso (en este caso cinco años). Aunque a esto se podría 

responder señalando que tal dist inción es irrelevante, dado que los efectos 

reales y perceptibles son idént icos, en el  tanto en que se produce una 

invariabi l idad en el monto de renta, hay que tener en cuenta que, si bien 

los efectos pueden ser s imi lares,  obviamente el los no puede ser la nota 

dist int iva para declarar la existencia de un derecho adquir ido del 

arrendatar io, s ino que debe buscarse los atr ibutos que lo conforman para 

establecer s i el plazo de invariabil idad de cinco años de la renta f i jada 

judic ialmente es uno de el los. En este caso, el art ículo 13 derogado 

establece un l ímite o barrera temporal al derecho de revis ión del monto del 

alqui ler que posee el arrendante, y lo único que disf ruta el inquil ino es del 

efecto benef icioso que ese impedimento t iene para él,  de manera que la 

invariabi l idad del monto de la renta por el plazo de cinco años no integra el 

elenco de derechos adquir idos del inquil ino, dado que no son una 

caracter íst ica o atr ibuto del derecho reconocido a éste por la ley o por una 

sentencia judic ial;  mas bien se trata de meros efectos jurídicos sin 

posibil idad de perpetuación por sí mismos, sino sólo en cuanto subsista el  

impedimento que les da origen.  

  IV.- En consonancia con lo expuesto, es constitucionalmente posible 

para el legislador ordinario, la el iminación o levantamiento de tal l ímite o 

barrera impuesta al arrendante por la ley derogada, porque no existe en la 

Carta Fundamental impedimento para el iminar o var iar los plazos de 



 

prohibiciones o restr icciones de hacer o actuar, mientras el las no lesionen 

normas ni pr incipios constitucionales. Eso es lo que ha hecho el legis lador 

al dictar el  aparte o inciso b) del transitor io tercero de la Ley número 7527 

de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos; ha reducido el plazo del 

impedimento de cinco años a un año, pues ha creído justo reformar el 

sistema para proveer mayor equidad a las relaciones nacidas del contrato 

de arrendamiento cubiertos por el ámbito de la ley. Y no sobra decir que 

tal cambio no resulta ni injusto, ni irrazonable,  porque, al  contrario de lo 

que presume el accionante, la posibi l idad de revis ión del monto del alqui ler  

no implica necesariamente un alza en el mismo, sino que su est imación 

dependerá del resultado de los cr iter ios técnicos apl icables en cada caso y 

sobre los cuales ambas partes tendrán poderes de revis ión y 

cuestionamiento. 

  V.- Finalmente, resta por di lucidar la acusada violación al pr incipio 

de cosa juzgada material,  que el recurrente hace nacer en la intromisión 

de la nueva ley en situaciones concretas que se encuentran protegidas por 

una sentencia judicial.  Tal y como se expl icó en los considerandos 

anteriores, no es vál ido af irmar que la ley conceda tal derecho de 

invariabi l idad temporal del monto de la renta al inqui l ino y en apego a el lo, 

la sentencia judic ial que el accionante dice violada y cuya copia aporta, no 

contiene ninguna mención a ese tema. Sólo eso es suf iciente para 

desechar la inconstitucional idad acusada, dado que la cosa juzgada 

material sólo alcanza las cuest iones resueltas en sentencia, entre las 

cuales no se incluyó la referente al  plazo por el cual habría de perdurar la 

f i jación del nuevo monto de renta. 

  VI.-  Por todo lo expuesto, lo procedente es rechazar por el fondo la 

acción interpuesta en cuanto se pide la declaración de inconstitucional idad 

del aparte o inciso b) del transitor io I I I  de la Ley número 7526 del diez de 

jul io de este año, l lamada de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, por 

violación a los art ículos 34 y 42 de la Constitución Polít ica.  

  A la s ituación planteada en este caso le son plenamente apl icables 

los argumentos arr iba expuestos sin que la Sala encuentre ninguna razón ni 

circunstancias para cambiar lo af irmado en esa oportunidad; con base en el lo,  



 

lo procedente es rechazar por el fondo la acción en cuanto cuestiona el inciso 

o aparte b) del Transitor io I I I  de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y 

Suburbanos número 7527. 

 I I I . -  La últ ima cuestión planteada se ref iere al posible vicio 

retroact ividad inconstitucional en el  párrafo cuarto del art ículo 122 de la Ley 

cuestionada en cuanto establece que la renta f i jada dentro de un proceso 

judic ial,  regirá a part ir  de la fecha de interposición de la demanda. También 

esta Sede ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre dicha cuest ión y en la 

resolución número 0886-97 de las quince horas veint is iete minutos del once 

de febrero de este año, dijo:  

 “En reiteradas oportunidades, esta Sala ha declarado que el párrafo 

cuarto del numeral 122 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y 

Suburbanos, que prescribe que en los procesos sumarios de aumento de 

alqui ler,  el precio que se f i je en sentencia será retroact ivo a la fecha en que 

se interpuso la demanda, no contraviene el pr incipio constitucional de 

irretroact ividad de la ley; y como el accionante no hace sino reiterar ese 

alegato sin aportar nuevos elementos de juic io que hagan necesario reabr ir  el 

examen de los cr iter ios vert idos sobre el tema, cuyo contenido más bien se 

reaf irma, esta acción debe ser rechazada por el fondo, y aquél debe estarse a 

lo resuelto con anterior idad, a cuyos efectos se transcribe en lo conducente, 

la sentencia número 2791-96, de las once horas cincuenta y un minutos del 

siete de junio del año pasado, en la que se indicó:  

 “El últ imo punto que se discute es la violación del pr incipio de 

retroact ividad y el de debido proceso reconocidos en la Constitución Polít ica,  

dado que se pretende retrotraer en sus efectos la sentencia que f i ja el precio 

del alqui ler al  momento de la presentación del juic io,  en contra de la cosa 

juzgada y de la regla de que las sentencia deben regir hacia el futuro. La 

retroact ividad a que hace alusión el art ículo 34 de la Const i tución Polít ica es 

la que pretende interferir  con derechos adquir idos y s ituaciones jur ídicas 

consol idadas nacidas con anterioridad a la promulgación de la le y,  o sea,  

aquel las con caracter íst icas de validez y ef icacia perfeccionadas bajo el  

imper io de otras regulaciones, de forma que sus efectos y consecuencias no 

pueden ser variadas por nuevas disposic iones, excepto si conl levan benef icio 



 

para los interesados. Es evidente que no es este el caso que se plantea, 

porque el párrafo cuarto del art ículo 122 nada dispone sobre situaciones 

ocurr idas antes de su promulgación, s ino que se l imita a f i jar el momento en 

que nacerán a la vida jur ídica derechos y obl igaciones que el la misma 

establece.  Es decir ,  la regulación que se hace del derecho del arrendante 

(con su correspondiente acción) para el reajuste del precio del alqui ler,  se 

origina en la misma ley y es en ella que se señala cuando comienza a regir el 

nuevo precio, s in que haya ninguna violación al art ículo 34 de la Ley 

Fundamental,  porque la ley puede disponer l ibremente sobre el momento de 

vigencia de los derechos establecidos con y a part ir  de su promulgación. En 

tal sentido, bien se pudo haber dispuesto cualquier otro momento para la 

entrada en vigencia del nuevo precio, ( incluso f i jando aumentos de forma 

automática como en el caso de casas de habitación) y aunque algunas de 

esas opciones pudieran resultar inconvenientes no son inconst itucionales 

porque no se relacionan con el derecho a supervivencia del derecho abolido 

que en ciertas condiciones concede la Constitución Polít ica. Por otra parte, no 

se observa ninguna violación al debido proceso, desde que las partes han 

tenido oportunidad dentro del juic io, para defender sus intereses y proveer al 

juez de los elementos necesarios para que emita un juicio equitat ivo. Por todo 

lo expuesto, no existe la inf racción acusada y la acción debe rechazarse por 

el fondo en cuanto al párrafo 4 del art ículo 122 de la Ley número 7527.» (en 

el mismo sentido véanse las sentencias números 2970-96, de las quince horas 

seis minutos del dieciocho de junio y 4165-96, de las dieciséis horas treinta y 

tres minutos del catorce de agosto, ambas del año anterior).-  

 La Sala considera sin embargo, que debe precisarse aún más el 

contenido del fal lo aludido, dado que es un principio general,  universalmente 

reconocido y reiterado desde t iempo inmemorial,  e l de que los efectos de la 

buena fe cesan con la not if icación de una demanda en contrar io, y como en el 

caso que regula la norma en anál isis, el arrendatar io no t iene conocimiento de 

la interposición de una demanda de aumento de alquiler en su contra hasta la 

not if icación del traslado respect ivo, debe entenderse que la disposición 

impugnada no es inconst itucional,  en tanto se interprete y apl ique en el 

sentido de que la nueva f i jación del alqui ler r ige a part ir  de la not if icación al 



 

arrendatar io, de la demanda de aumento de alquiler, y no desde la fecha de la 

interposición de la demanda, y así deberán determinar lo las autoridades 

jur isdiccionales al resolver los reclamos que con base en esa norma se les 

planteen.-  

IV.-  en conclusión,  con relación al ar t ículo 122 párrafo cuarto de la ley 

impugnada, debe remit irse a la accionante a la sentencia recién citada, en 

donde se real izó una interpretación conforme, según los términos transcr itos. 

Por otro lado, en cuanto al transitor io I I I  inciso o aparte b), la acción debe 

rechazarse por el  fondo de conformidad con las consideraciones arr iba 

expuestas y con respecto a las demás infracciones acusadas, lo procedente 

es rechazar las de plano por no ser relevantes para el  juicio base en que 

pretende hacer valer  lo aquí resuelto.  

Por tanto:  

    Se rechaza por el fondo la acción en cuanto cuestiona el transitor io I I I  

inciso o aparte b)  de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y 

Suburbanos, número 7527.- En relación con el párrafo cuarto del art ículo 122 

de dicha ley, debe estarse la accionante a lo resuelto en la sentencia número 

0886-97 de las quince horas veint is iete minutos del once de febrero de mil 

novecientos  noventa y s iete. En lo demás, se rechaza de plano la acción. 
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SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA .-  San 

José, a las diecis iete horas cuarenta y c inco minutos del veint itrés de octubre 

de mil novecientos noventa y seis.-  

 Acción de inconst itucional idad promovida por Fernando Gómez 

Gutiérrez, mayor, casado, comerciante, vecino de San José, cédula de 

identidad número 8-051-984, en su condición de Presidente con facultades de 

apoderado generalísimo sin l ímite de suma de la Cámara Nacional de 

Comerciantes Mayoristas de Granos y Abarrotes, contra los art ículos 4, 

párrafos 1) y 2),  80 párrafos 1) y 2),  81 párrafos 1) y 2),  en relación con el 

párrafo segundo del art ículo 78 y el párrafo quinto del art ículo 79; 83 párrafo 

segundo; 69 párrafo segundo; 114 inciso d), en relación con el 44 inciso b);  

45 en relación con el 79; 121 inciso c),  en relación con el párrafo primero del 

art ículo 4, a su vez en relación con el ar t ículo 113 inciso g); 114 inciso d), en 

relación con los art ículos 80, 44 inciso b) 45 párrafos primero y segundo; 117 

en relación con el 4 párrafo pr imero y  44 inciso b), 45 párrafos primero, 

segundo, tercero y cuarto; 79 párrafos 1, 2, 5 y 6; y 133, en relación con el 

párrafo tercero del art ículo 81, todos de la Ley General de Arrendamientos 

Urbanos y Suburbanos, número 7527 del diecisiete de agosto de mil  

novecientos noventa y c inco.-.-  

 Resultando:  

 1.-  La acción, interpuesta por la Cámara accionante en uso de la 

legit imación que le concede el párrafo segundo del art ículo 75 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional,  t iene por objeto que en sentencia se declare la 

inconst itucional idad de los art ículos 4, párrafos 1) y 2),  80 párrafos 1) y 2),  81 

párrafos 1 y 2, en relación con el párrafo segundo del art ículo 78 y el párrafo 

quinto del art ículo 79; 83 párrafo segundo; 69 párrafo segundo; 114 inciso d), 

en relación con el 44 inciso b); 45 en relación con el 79; 121 inciso c),  en 

relación con el párrafo primero del art ículo 4, a su vez en relación con el 

art ículo 113 inciso g); 114 inciso d), en relación con los art ículos 80,  44 inciso 

b) 45 párrafos primero y segundo; 117 en relación con el 4 párrafo primero y  

44 inciso b), 45 párrafos primero, segundo, tercero y cuarto;  79 párrafos 1, 2 

y 5 y 6; y 133, en relación con el párrafo tercero del art ículo 81, todos de la 

Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos; por est imarse que 



 

lesionan el contenido de los numerales 28, 33,  45, 46, 47, 50, 56, 74 y 129 de 

la Constitución Polít ica.- En general,  señala el accionante que la ley 

impugnada contiene una ser ie de lagunas que hacen nulo el derecho 

constitucional del comerciante de obtener una efectiva tutela de su derecho 

de arrendamiento, dest inado a act ividades mercant i les; pues se desconoce 

que dicho arrendamiento, de naturaleza evidentemente mercanti l ,  se integra a 

la universal idad de bienes que constituye el denominado “establecimiento 

mercanti l” ,  “avivamiento” o “derecho de l lave”, lo que hace que la ley sea 

inconst itucional por omisión.- Sobre la inconst itucional idad del art ículo 4, en 

relación con el 117, se señala que la Ley General de Arrendamientos Urbanos 

y Suburbanos supr ime por omisión, todos los derechos de propiedad 

comercial,  exclusivos del comerciante, y que el lo viola la propiedad de éste,  

establecida en el art ículo 47 de la Const itución Polít ica, así como el pr incipio 

de reserva de ley que esa norma establece.- Considera además, que esas 

normas implican un despojo de la tutela constitucional a la propiedad 

mercanti l ,  desprotección que a su juicio se produce por vía de la omisión 

legis lat iva, al no regularse como mercanti les, los efectos de este 

arrendamiento, que forma parte indisoluble, a juic io del accionante, de la 

universal idad de cosas que constituye el derecho de l lave.- Por esa razón, 

considera que todas las causales o hechos ext int ivos de la relación 

arrendat ic ia y que según el art ículo 117 impugnado, operan de pleno derecho,  

son inapl icables a los contratos de arrendamiento dest inados a f ines 

comerciales. Est ima además, que esas normas contravienen la jur isprudencia 

de la Sala de Casación y de los tr ibunales super iores según la cual,  el 

contrato o derecho de arrendamiento de un inmueble dest inado a explotación 

mercanti l  es un derecho que pasa a integrar la universalidad comprensiva de 

la denominada “empresa mercanti l” ,  y pretende entonces el despojo de la 

propiedad inmater ial  de contenido patr imonial de exclusiva pertenencia del 

comerciante, al permit ir  que el arrendante se adueñe o apropie de toda la 

plusvalía basada en la “ idea empresarial” .-  Se señala igualmente, que el 

legis lador permit ió al arrendante manejar en forma unilateral los efectos de 

ese arrendamiento a su exclusiva conveniencia; todo lo cual est ima contrario 

al art ículo 7 constitucional;  y a los numerales 13 de la Declaración Americana 



 

sobre los Derechos y Deberes del Hombre; 27 párrafos 1 y 2 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos; 5 y 15 del Pacto 

Internacional de Derechos Civi les y Polí t icos; y 1, 2 y 21 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, normas que a su juic io también tutelan 

el derecho de l lave del comerciante.- En cuanto a los art ículos 4, 117, 119 y 

79, así como una serie de disposiciones conexas con el las, según criter io del 

accionante, se señala que al hacer obligator ia la Ley General de 

Arrendamientos Urbanos y Suburbanos a los contratos de arrendamiento de 

inmuebles dest inados a act ividades mercanti les o industr iales, se causa un 

problema grave de hermenéut ica jur ídica, pues en esos casos, se somete el 

arrendamiento a un régimen ajeno e incapaz de dar respuesta a las 

part icularidades de la act ividad de la que forma parte; y de al l í que en lugar 

de ser fuente de armonía social,   se constituye más bien en fuente de 

discordias ét icas y legales. Que la ley además tutela en forma paternal ista 

ultral iberal el  derecho de propiedad del arrendante, s in tomar en cuenta los 

derechos de propiedad mercant i l .  Que el legis lador irrespetó la jur isprudencia 

nacional que remit ía al Derecho común, y no al inquil inario, los 

arrendamientos para locales comerciales.- Es su cr iter io que dicha 

jur isprudencia impide imponer de pleno derecho el régimen inquil inario en esa 

materia, pues éste no puede dar respuesta lógica, legal,  ni const itucional,  a 

los arrendamientos de inmuebles para comercio o industr ia. También 

considera inconst itucional que el art ículo 119 ídem establezca que el Código 

Civi l es supletor io en este t ipo de contratos,  pues reduce las 

indemnizaciones única y exclusivamente a los daños y perjuicios. En este 

sentido, considera que la ley asume que el arrendatar io comerciante es 

idéntico a cualquier arrendatario civ i l ,  con lo que se desconoce las 

impl icaciones propias del Derecho Mercanti l ;  y coloca al arrendante en una 

posición de odioso privi legio, pues a lo sumo indemnizaría,  como se señaló, 

sólo daños y perjuicios, y se le excluye del deber de responder por las 

consecuencias mercanti les der ivadas de sus propios actos.- Agrega que el 

arrendante es invest ido por la ley de una situación pr ivi legiada de control e 

injerencia en la act ividad desplegada por el arrendatar io,  desde el momento 

en que el arrendamiento se def ine como de carácter comercial,  de forma que 



 

puede sacar provecho de esa posic ión, para someter al  arrendatar io a la 

esclavitud legal del propio giro comercial consignado como dest ino 

arrendat ic io.- Considera igualmente, que tampoco es posible apl icar  a los 

arrendamientos de inmuebles para f ines comerciales, el  art ículo 117 de la 

Ley, que establece que la ext inción del contrato de arrendamiento se 

producirá de pleno derecho por el acaecimiento de la causa establecida en la 

ley; dado que cuando un inmueble es dado en arrendamiento para act ividades 

comerciales, se excluye la aplicación automática de las causales de ext inción, 

a pesar de lo cual,  indica, para la ley impugnada es irrelevante el fenómeno 

empresar ial,  la cual no puede hacerse desaparecer “por el mero 

acontecimiento de las causales ext int ivas”. Por ello, señala, tampoco es 

vál ido en esa materia, invocar la expiración del plazo, ni la falta de pago del 

arrendamiento como  causas de ext inción del contrato, pues la empresa 

mercanti l  debe tutelarse por los pr incipios de “conservación del negocio” y de 

“ integridad empresar ial” ,  lo que impl ica la garant ía de su continuidad, aún en 

contra de la voluntad del arrendante, e inmunizándola contra cualquier efecto 

automático de causales ext int ivas del arrendamiento; y en ese tanto, la ley se 

aparta de la pautas y directr ices jur isprudenciales def inidas con base en la 

anterior legislación;  admit ir  d icha posibil idad propicia la desestabi l ización y 

desintegración famil iar,  la inestabi l idad en el empleo por la inestabil idad de la 

estructura empresarial misma, y promueve el r iesgo impune de la 

desaparic ión de la empresa, con lo que se lesionan los numerales 50 y 74 de 

la Constitución Polí t ica, especialmente el pr imero, que obl iga al Estado a 

procurar el mayor bienestar de los habitantes del país, organizando y 

est imulando la producción y el más adecuado reparto de la r iqueza. Señala 

por otra parte, que el art ículo 79 de la ley otorga al arrendante una injerencia 

desproporcionada e irrazonable en la l ibertad empresarial que se desarrol la 

en el inmueble arrendado. Dicha norma establece, en los casos de cesión de 

la empresa, el deber del arrendatario cedente y del cesionar io, de not if icar la 

cesión al arrendador y entregarle copia cert if icada del contrato de 

compraventa (párrafo tercero), y que en caso de incumplimiento de esa 

disposic ión, el  arrendatar io incurr irá en desalojo en lo personal y el 

arrendatar io podrá invocar la resolución del contrato.- A juic io del accionante, 



 

el contrato de compraventa de un establecimiento mercant i l  es vál ido y ef icaz, 

independientemente de la voluntad o intervención formal del arrendante, pues 

la disposic ión de éste es una acción pr ivada que no puede ser somet ida a 

contralor alguno, menos si proviene de un part icular,  y por el lo, la norma 

cuestionada es contraria fundamentalmente, a los art ículo 28, 33, 45 y 46 de 

la Const itución Polít ica, así como a la jur isprudencia de los t r ibunales civi les 

sobre el tema.- Se impugna también la reforma al art ículo 886 del Código de 

Comercio, operada mediante el art ículo 133 de la Ley General de 

Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, así como el párrafo tercero del 

art ículo 81 de ésta;  normas que establecen que el arrendador es acreedor 

privi legiado en cualquier proceso pendiente  o acción que deba ejercer contra 

el arrendatar io o contra la quiebra o concurso de acreedores, lo que en su 

cr iter io viola el pr incipio de igualdad, por cuanto se establece en favor del 

arrendante un régimen desigual en que la organización de la empresa se 

convierte en garant ía de los créditos privi legiados  de éste f rente al  

arrendatar io.-  

 2.-  El art ículo 9 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción 

Const itucional,  faculta a la Sala para rechazar por el fondo una acción,  

cuando existan elementos de juic io suf ic ientes para el lo.-  

 Redacta el Magistrado Mora Mora ;  y 

  

Considerando:  

I ) .-  La acción gira fundamentalmente,  en torno a la consideración del 

accionante de que resulta inconst itucional,  apl icar el régimen de la Ley 

General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, al arrendamiento de 

inmuebles dest inados a act ividades comerciales o industr iales, tal y como se 

dispone en el art ículo 4 de la Ley. Se señala en este sent ido, que se omit ió 

tutelar la empresa mercanti l  y se desconoce que en esos casos, el  

arrendamiento se integra automáticamente a la universal idad de bienes que 

conforma lo que la doctr ina conoce como el “establecimiento mercant i l” ,  

“avviamento” o “derecho de l lave” con lo que se produce una desprotección 

por vía de la omisión legis lat iva, al no regularse como mercanti les, los efectos 

de este arrendamiento, que forma parte indisoluble, a su juic io, de la 



 

universal idad de cosas que constituye la empresa, tal y como lo había 

reconocido con anterior idad, la jur isprudencia de los tr ibunales de just ic ia; y 

que se causa un problema grave de hermenéutica jur ídica,  dado que dichos 

contratos se someten a un régimen ajeno e incapaz de dar respuesta a las 

part icularidades de la act ividad de la que forma parte, por lo que la nueva 

legis lación se const i tuye en fuente de discordias ét icas y legales. Las normas 

cuestionadas no hacen, en efecto, ninguna referencia al  “avviamento” o 

“establecimiento mercanti l” ,  pero tampoco se desprende de su contenido 

expreso,  la imposibi l idad de tutelar  el derecho que a juic io del accionante 

ostentan los arrendatarios de locales comerciales e industr iales. La 

discrepancia de la Sala en torno a las consideraciones expuestas en la 

acción, radica sin embargo, no en esas aseveraciones, s ino en los efectos 

que se pretenden otorgar a esa falta de regulación expresa, pues 

entratándose de relaciones de carácter privado, como lo es la suscr ipción de 

un contrato de arrendamiento, r ige el  pr incipio constitucional de l ibertad 

jur ídica, o de autonomía de la voluntad, si se quiere, como derivado directo 

del art ículo 28 de la Constitución Polít ica, y a part ir  de cuyo contenido, el 

part icular puede hacer todo aquello que no esté prohibido.- Adviértase pues 

que el accionante invierte, por los términos en que se formulan los alegatos 

de inconst itucional idad, el contenido del pr incipio constitucional aludido, y 

considera que al no regularse en la ley expresamente lo relat ivo al derecho de 

l lave, se está eliminando automáticamente la posibi l idad de hacer reclamos 

jur isdiccionales en ese sentido, lo que torna improcedente el reclamo. En 

real idad, corresponde a las autor idades jur isdiccionales ordinarias, en la 

resolución de los casos concretos somet idos a su conocimiento, desl indar la 

naturaleza y efectos del arrendamiento de locales para comercio o industr ia, 

sin que el hecho de que la ley no contenga referencia expresa en ese sentido, 

impl ique necesar iamente -como se señala- el desconocimiento automático del 

derecho en cuya defensa se acciona en esta sede. 

I I ) .-  En cuanto a las demás alegaciones de la acción, debe part irse del hecho 

de que el arrendamiento de bienes inmuebles, como se ha expresado en 

anteriores oportunidades, es un contrato bi lateral en vir tud del cual,  una de 

las partes se compromete mediante un precio que la otra se obliga a pagarle,  



 

a procurar a ésta por cierto t iempo el uso y disf rute de una cosa; y cuyas 

caracter íst icas esenciales son su bi lateral idad, onerosidad y temporal idad. En 

esa tesitura, resulta importante recalcar, como lo acepta pacíf icamente la 

doctr ina y jur isprudencia nacional,  que el arrendatario lo que adquiere es el 

derecho de uso y disf rute del inmueble arrendado, pero que en lo 

fundamental,  pr iva el derecho de propiedad del arrendador,  y de al l í que en 

ningún momento puede hablarse de que el contrato implica la pérdida de su 

derecho de propiedad, sino más bien de una disminución temporal -mientras 

esté vigente el contrato- del derecho de uso propio del inmueble (véanse 

entre otras, las sentencias de esta Sala números 1562-93, de las quince 

horas seis minutos del treinta de marzo de mil novecientos noventa y tres y 

6667-95, de las diecinueve  horas dieciocho minutos del c inco de noviembre 

del año anterior).  

I I I ) .-  Expresado lo anterior,  procede anal izar las demás normas de la ley 

número 7527 cuestionadas, y los vic ios de inconst itucionalidad que se les 

endilgan.- Se impugna el art ículo 44 inciso b), que establece como obl igación 

del arrendatar io, la de servirse de la cosa exclusivamente para el dest ino 

convenido; el 45, en tanto impide  al arrendatar io cambiar sin la autor ización 

escrita del arrendador la act ividad para la que se dest ina la cosa, y en tanto 

faculta al arrendador para que en caso de producirse dicho cambio de 

dest ino, presente el desahucio o invoque la resolución del contrato; y 

correlat ivamente, el  numeral 80, que establece que el arrendatario no podrá 

modif icar el giro o la  act ividad empresarial del establecimiento comercial o 

industr ial,  s in el consent imiento escr ito del arrendador, y que en caso de 

incumplimiento del arrendatario, aquél podrá invocar la resolución del 

contrato por cambio de dest ino; el 114 inciso d) que otorga al arrendante la 

facultad de invocar la resolución del contrato por incumplimiento de las 

obl igaciones del arrendatar io, cuando éste cambie el dest ino de la cosa 

arrendada; el art ículo 113 inciso g), que establece como causa de ext inción 

del arrendamiento la resolución por incumplimiento del arrendador o del 

arrendatar io; y el 121 inciso c),  que señala que mediante el proceso de 

desahucio establecido en el Código Procesal Civi l,  se deducirán las acciones 

que el arrendador promueva en los casos de resolución del contrato por 



 

incumplimiento de las obligaciones del arrendatario, entre las que se 

encuentra el cambio de dest ino del bien; normas que a juic io del accionante 

lesionan la l ibertad empresar ial,  pues se somete al arrendatar io a la 

esclavitud legal del propio giro comercial consignado como dest ino 

arrendat ic io.- La intención del accionante es que se declare que el 

arrendatar io de inmuebles para act ividades de industr ia y comercio, puede 

sustraerse vál idamente de su obligación de cumplir  con los términos del 

contrato suscr ito con el arrendador, y de las est ipulaciones legales que lo 

obl igan a no cambiar, sin el consent imiento de éste, el dest ino del bien dado 

en arrendamiento, lo que no es de recibo. La obl igación del arrendatario de 

servirse de la cosa exclusivamente para el dest ino convenido no puede 

est imarse, desde ningún punto de vista,  como una l imitación inconst itucional 

a la l ibertad de comercio, al pr incipio de l ibertad jur ídica y mucho menos a la 

propiedad pr ivada,  pues ciertamente, desde el momento en que el 

comerciante o industr ial decide desarrol lar sus act ividades en un inmueble 

propiedad de un tercero, y con base en un contrato de arrendamiento, no 

puede luego disponer del bien a su antojo -pues no es su dueño- y mucho 

menos modif icar uni lateral e impunemente el contrato suscrito por las partes,  

especialmente en lo que al dest ino del inmueble se ref iere,  pues el t ipo de 

act ividad que éste pretendía desarrol lar en el inmueble, fue un elemento 

esencial para la suscripción del contrato.- De manera que ni esa obl igación, ni 

la facultad del arrendatario de invocar la resolución del contrato por cambio 

de dest ino sin su consent imiento, resultan inconst itucionales en los términos 

pretendidos por el accionante; antes bien, const ituyen un claro instrumento 

para garant izar que los términos en que convinieron los contratantes se 

cumplan cabalmente, sin menoscabo de los derechos que sobre el inmueble 

t iene su propietar io,  y de all í que estos extremos de la pretensión deben ser 

rechazados.-  

IV).-  Se impugna también el art ículo 117 de la ley, que señala que la ext inción 

del contrato de arrendamiento se producirá de pleno derecho, por el  

acaecimiento de la causa que la ley establece.- En este extremo, señala el  

accionante que cuando un inmueble es dado en arrendamiento para 

act ividades comerciales, se excluye la apl icación automática de las causales 



 

de ext inción, a pesar de lo cual,  indica, para la ley impugnada es irrelevante 

el fenómeno empresarial,  e l cual no puede hacerse desaparecer “por el mero 

acontecimiento de las causales ext int ivas”. Por el lo, agrega, tampoco es 

vál ido en esa materia, invocar la expiración del plazo (art ículo 113 inciso e)  

como causa de ext inción, ni la falta de pago del arrendamiento (art ículo 114 

inciso a) como causa de resolución, pues en su cr iter io, la empresa mercant i l  

debe tutelarse por los pr incipios de “conservación del negocio” y de 

“ integridad empresar ial” ,  lo que impl ica la garant ía de su continuidad, aún en 

contra de la voluntad del arrendante, e inmunizándola contra cualquier efecto 

automático de causales ext int ivas del arrendamiento, y porque además, de 

aceptarse el contenido de la ley en esos términos, se propic ia la 

desestabi l ización y desintegración famil iar,  la inestabi l idad en el empleo por 

la inestabil idad de la estructura empresarial misma, y promueve el r iesgo 

impune de la desaparic ión de la empresa, con lo que se lesionan los 

numerales 50 y 74 de la Const itución Polít ica. La Sala no encuentra razón 

constitucional alguna, para aceptar el argumento de que las empresas que 

ejercen sus act ividades comerciales o industr ia les en locales arrendados,  

merecen un trato desigual y privi legiado, en punto al incumplimiento del 

contrato suscr ito con el arrendador: en este caso, como en el anal izado en el 

considerando precedente, se desprende de los alegatos del accionante que lo 

pretendido es que se releve a los arrendatarios de inmuebles para industr ia o 

comercio, de obl igaciones tan trascendentales como la de pagar el  

arrendamiento, o de pasar inadvert ido el acaecimiento de causas de ext inción 

como la expiración del plazo del contrato, en atención a un supuesto derecho 

de “conservación de la empresa”, lo que en el fondo signif ica, ni más ni 

menos, que en criter io del accionante, la empresa debe conservarse a toda 

costa, no obstante el incumplimiento de sus obl igaciones legales y de las 

contraídas por vir tud de pacto expreso,  lo que más bien constitu ir ía un trato 

desigual para el  arrendador, quien a pesar de las circunstancias apuntadas, sí 

estar ía obligado a garantizar el uso pacíf ico del inmueble dado en 

arrendamiento,  y a cumplir  con las demás obl igaciones legales, puesto que, 

en el caso concreto,  tampoco es su intención relevarle de su cumplimiento.- 

Aceptar los planteamientos del actor  equivale a admit i r  que la l ibertad 



 

empresar ial tutelada constitucionalmente, faculta a los comerciantes a 

disf rutar i l imitadamente del uso de un bien arrendado, a pesar de violentar el  

ordenamiento jur ídico con su actuación, argumento que no encuentra respaldo 

constitucional,  y que por el contrar io es rechazado en forma expresa por el  

art ículo 28 de la Carta Fundamental,  que impide ejercer las l ibertades 

públicas, en detr imento de los derechos de terceros.- En este últ imo sentido,  

cabe agregar que tampoco es constitucionalmente aceptable la tesis de que la 

empresa que se desarrol la en un inmueble arrendado puede seguir 

desarrol lándose aún contra la voluntad del dueño del bien, y a pesar del 

incumplimiento del arrendatar io, pues con el lo se lesiona su derecho de 

propiedad sobre el inmueble, y consecuentemente, los numerales 28 y 45 de 

la Constitución Polít ica. Por otra parte, s i como consecuencia del 

acaecimiento del plazo, que es una causa objet iva de ext inción del 

arrendamiento, o de la resolución del contrato por falta de pago, se 

desestabi l iza la armonía famil iar del comerciante o industr ial y se pone en 

pel igro el normal desarrol lo de sus act ividades, dicha situación no es 

imputable a las normas impugnadas, razón por la cual también estos extremos 

de la acción deben ser desest imados.- 

V).-  Por otra parte, se cuest ionan las reglas para la cesión del derecho del 

arrendamiento en establecimientos comerciales o industr ia les. En concreto, 

se impugna el art ículo 79, que establece que el arrendatario de dichos 

inmuebles puede ceder su derecho al traspasar el establecimiento mediante 

un contrato de compra-venta mercant i l ,  que debe regirse por el Código de 

Comercio. Además, y de la misma norma se impugna el párrafo quinto, que 

indica que si la cesión no se hace mediante la forma antes indicada, o no se 

le not if ica la cesión al arrendador y se le entrega una copia cert if icada de la 

compra-venta del establecimiento,  el arrendatar io incurr irá en desalojo en lo 

personal,  y el arrendador podrá invocar la resolución del contrato, por 

incumplimiento del arrendatar io.- En relación con el mismo tema, se t i lda de 

inconst itucional el  art ículo 81, que establece que al curador le corresponde, 

en caso de quiebra o insolvencia del arrendatar io, ejercer los derechos y 

cumplir  las obl igaciones der ivadas del contrato, entre el las, la del numeral 79, 

en cuanto a la cesión del derecho de arrendamiento. En cuanto a estas 



 

normas, se señala que otorgan al arrendante una injerencia desproporcionada 

e irrazonable en la l ibertad empresarial que se desarrol la en el inmueble 

arrendado, pues el contrato de compra-venta de un establecimiento mercant i l  

es vál ido y ef icaz, independientemente de la voluntad o intervención formal 

del arrendante, dado que la disposic ión de éste es una acción privada que no 

puede ser sometida a contralor alguno, menos si proviene de un part icular,  y 

por el lo, la norma cuestionada es contraria fundamentalmente, a los art ículos 

28, 33, 45 y 46 de la Const itución Polít ica, así como a la jur isprudencia de los 

tr ibunales civi les sobre el tema. En este extremo cabe indicar que de las 

normas cuestionadas no se desprende que la val idez de la compra-venta del 

establecimiento mercanti l  esté sujeta a la intervención o aceptación del 

arrendador, quien en todo caso deberá aceptar por imperio de la ley la 

decisión del arrendatario, s ino que lo único que hacen es imponer la 

obl igación a éste últ imo de not if icarle la cesión de su derecho de 

arrendamiento dentro del plazo al l í establecido, así como la de entregarle una 

copia de la compraventa mercanti l  en la que conste la decis ión del 

arrendatar io de ceder ese derecho, lo cual no const ituye tampoco una 

injerencia impropia del arrendador en el ámbito de l ibertad que cobija al  

arrendatar io.- Por el contrar io, la Sala considera que notif icar la cesión 

constituye más bien una garant ía para el  arrendatar io,  pues según se 

establece en la ley, su responsabil idad sol idar ia con el cesionar io se 

mantiene por un año a part ir  de dicha notif icación. Tampoco est ima la Sala 

como violatorio de la l ibertad empresarial,  la disposic ión del art ículo  83 

párrafo segundo de la ley, según la cual,  se requiere el consent imiento del 

arrendador para gravar los establecimientos comerciales e industr iales; 

mucho menos que esa disposic ión viole el pr incipio de igualdad, pues más 

bien es en este t ipo de arrendamiento -de locales comerciales o industr ia les- 

en que se permite gravar ese derecho, y por ello, este extremo de la acción 

también es improcedente.- 

VI).-  Se impugna también, aunque no se formulan con exactitud los reparos de 

inconst itucional idad,  el párrafo segundo del art ículo 69 de la Ley, que señala 

que en los arrendamientos para dest inos ajenos al de vivienda, s i las partes 

no l legan a un acuerdo en cuanto a los períodos, la forma y los montos de los 



 

reajustes del precio, al f inal de cada año del contrato se podrá plantear el  

proceso sumario para def inir  el reajuste del precio o bien someterse la 

controversia a la decis ión de árbitros o peritos,  según las reglas del Código 

Procesal Civi l. -  La Sala advierte que, contrario a lo que ocurre en los 

arrendamientos para vivienda, en que los reajustes del precio se encuentran 

tasados por ley, la norma cuestionada garantiza plena l ibertad a las partes 

para proceder a la f i jación de los reajustes del precio en los arrendamientos 

de locales para comercio o industr ia, a la vez que establece la forma en que 

deben dir imirse los conf l ictos que surjan en relación con ese extremo del 

contrato, dejando a opción de las partes acudir al proceso sumario o bien 

someter el asunto a la decis ión de árbitros o peritos, en lo que no se advierte, 

ningún roce constitucional,  especialmente en lo referente a los derechos de 

propiedad e igualdad y a la l ibertad empresar ial,  y de al l í que esta 

impugnación también debe rechazarse.-  

VII).-  Finalmente, se impugna el art ículo 133 de la ley y su relación con el 

párrafo tercero del art ículo 81 idem. Mediante la pr imera de las normas 

indicadas, se reformó el numeral 886 del Código de Comercio y se dispuso 

que “Para el reconocimiento y el pago, los créditos se clasif ican así:  créditos 

con pr ivi legio sobre determinado bien, créditos de los trabajadores, créditos 

de los arrendadores y de los arrendatarios, créditos de la masa y créditos 

comunes” y el art ículo 81 en su párrafo tercero, dispone que “El arrendador 

tendrá la condición de acreedor privi legiado, en cualquier proceso pendiente o 

acción que deba ejercer contra el arrendatar io o contra la quiebra o el  

concurso de acreedores.”.  Se alega en este aspecto, que esas normas violan 

el pr incipio de igualdad, por cuanto se establece en favor del arrendante un 

régimen desigual en que la organización de la empresa se convierte en 

garant ía de los créditos pr ivi legiados de éste.- Sin embargo, de la sola lectura 

del texto cuest ionado, se advierte que tanto los créditos del arrendador como 

los del arrendatar io ocupan el mismo lugar dentro de la c lasif icación que al l í 

se establece, por lo cual no hay violación alguna al pr incipio constitucional de 

igualdad; y que tampoco lesiona ese postulado constitucional,  el hecho de 

reconocer ese mismo principio, en este caso respecto del arrendador, en el 

art ículo 83 de la ley, pues con el lo no se inst ituye la discr iminación a que se 



 

ref iere el accionante. Se trata en real idad de una apl icación concreta del 

pr incipio establecido en el art ículo 981 del Código Civi l,  que claramente 

establece que todos los bienes que constituyen el patr imonio de una persona 

responden al pago de sus deudas, razón por la cual,  también este argumento 

debe ser desestimado.- 

VIII) .-  Por todo lo expuesto, existen elementos de juic io suf icientes para 

rechazar por el fondo la acción, lo que en efecto se hace, en uso de la 

atr ibución conferida a la Sala por el  párrafo segundo del art ículo 9 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional.-  

Por tanto:  

Se rechaza por el fondo la acción.- 

 

 Luis Paul ino Mora M. 

 Presidente 

 

 

Luis Fernando Solano C. Carlos Arguedas R. 

Ana Virginia Calzada M. Adrián Vargas B.  
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Exp.No.6135-M-95 No.5448-96 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA .-  San 

José, a las catorce horas cuarenta y dos minutos del dieciséis de octubre de 

mil novecientos noventa y seis. 

 Acción de Inconst itucional idad promovida por AMADO GUZMÁN 

TOLEDO, mayor, casado, comerciante, vecino de San José, cédula de 

identidad número 9-048-875, contra los art ículos 65 y 79 de la Ley General de 

Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, número 7527, del siete de junio de 

mil novecientos noventa y c inco.  

  

 

Resultando: 



 

 1.- El accionante promueve acción de inconstitucional idad contra el  

art ículo 65 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, 

número 7527, del siete de junio de mil novecientos noventa y c inco, en cuanto 

faculta al arrendante a retener los bienes que el inqui l ino tenga en el local 

arrendado, aun cuando no sean de su propiedad, para garantizarse el pago 

del alquiler,  lo cual est ima contrario a los pr incipios de inviolabil idad del 

domici l io -art ículo 23 const itucional-,  protección a la famil ia, mujer, anciano, 

niño y desval ido -51 de la Const itución Polít ica y los art ículos 11.2, 17 inciso 

1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos-, y propiedad 

privada -21 incisos 1) y 2) de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos-; con fundamento en el proceso de desahucio promovido por 

“Inmobi l iar ia Maravi l las del Norte, Sociedad Anónima”, seguido en su contra, 

que se tramita ante la Alcaldía Civi l de Goicoechea bajo expediente número 

1571-2-95. Asimismo, impugna el art ículo 79 de la misma ley, por no 

reconocer el derecho de l lave, al  obl igar al cedente y cesionario del 

arrendamiento sol ic i tar la autor ización al arrendante de la cesión, debiendo 

entregar copia cert i f icada del contrato de compraventa como requisito de 

val idez, y establecer la responsabi l idad solidar ia del cedente de las 

obl igaciones der ivadas del contrato por un lapso de un año; impugnación para 

la cual invoca la existencia de intereses que atañen a la colect ividad en su 

conjunto, especialmente al sector de los pequeños comerciantes. 

 2.-  El párrafo primero del art ículo 9 de la Ley de la Jurisdicción 

Const itucional faculta a esta Sala para rechazar,  en cualquier momento, las 

gest iones presentadas ante el la,  cuando considere que resultan 

manif iestamente improcedentes o infundadas.  

 Redacta el Magistrado Mora Mora ,  y  

  

Considerando 

 I .  DE LA IMPUGNACIÓN DEL ARTÍCULO 65 DE LA LEY GEN ERAL DE 

ARRENDAMIENTOS URBANOS Y SUBURBANOS. El accionante impugna el 

art ículo 65 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, 

número 7527, del siete de junio de mil novecientos noventa y c inco, en cuanto 

faculta al arrendante a retener los bienes que el inqui l ino tenga en el local 



 

arrendado, aun cuando no sean de su propiedad, para garantizarse el pago 

del alquiler,  lo cual est ima contrario a los pr incipios de inviolabil idad del 

domici l io -art ículo 23 const itucional-,  protección a la famil ia, mujer, anciano, 

niño y desval ido -51 de la Const itución Polít ica y los art ículos 11.2, 17 inciso 

1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos-, y propiedad 

privada -21 incisos 1) y 2) de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos-; en los siguientes términos:  

     “El arrendador, para segur idad de pago, puede retener los objetos 

legalmente embargables con que la cosa arrendada se encuentre amueblaba, 

guarnecida o provista, que pertenezcan al arrendatar io, su cónyuge, sus hijos 

y sus padres por consanguinidad o af in idad. 

     Se presumirá que pertenecen al arrendatario los bienes que estén en 

el inmueble arrendado, salvo que exista prueba documental fehaciente en 

contrario. 

     Los bienes retenidos responden, con preferencia a cualquier otro 

acreedor, salvo los que tengan derecho real,  no sólo al pago del precio o 

renta ,  s ino a los servic ios, las reparaciones y todas las demás obl igaciones 

derivadas del contrato. 

     Cuando los bienes se han trasladado fuera del inmueble arrendado, 

sin el conocimiento del arrendador o con su oposic ión, éste podrá exigir que 

sean devueltos a la propiedad, dentro del mes siguiente al día del traslado.”  

 I I .  DE LA INADMISIBILIDAD DE LA IMPUGNACIÓN DEL AR TÍCULO 65 

DE LA LEY GENERAL DE ARRENDAMIENTOS URBANOS Y SUBUR BANOS.   

El párrafo primero del art ículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 

establece como requisito para promover una acción de inconstitucional idad, la 

existencia de 

     “ [ .. . ]  un asunto pendiente de resolver ante los tr ibunales, inclusive de 

hábeas corpus o de amparo, o en el procedimiento para agotar la vía 

administrat iva, en que se invoque esa inconstitucionalidad como medio  

razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado. ”;  

a lo cual,  esta Sala ha interpretado que no basta la mera existencia de ese 

asunto, ni la simple invocación de inconst itucional idad de la norma 

impugnada, sino que la acción de inconstitucional idad debe constituir  “medio 



 

razonable para amparar el derecho o interés considerado lesionado” ,  tal y 

como lo dispone la norma en comentario, es decir,  no basta la mera 

invocación de inconstitucionalidad de la norma cuestionada, sino que la 

misma debe ser de apl icación -directa o indirecta- en el asunto que le da 

sustento a la acción; tal  y como lo ha manifestado en forma reiterada esta 

Sala, entre otras,  las sentencias 1668-90, 4085-93, 0798-94,  3615-94, 0409-I-

95, 0851-95, 4190-95, 0791-96. En el caso concreto, el accionante impugna el 

art ículo 65 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos con 

fundamento en el proceso de desahucio promovido por “Inmobi l iar ia 

Maravi l las del Norte, Sociedad Anónima”, que en su contra se tramita ante la 

Alcaldía Civil de Goicoechea bajo expediente número 1571-2-95. Con vista en 

el expediente judic ial,  se constata que el motivo de desahucio argüido por la 

empresa actora es la falta de pago de varios meses -set iembre y octubre de 

mil novecientos noventa y cinco- del local comercial dado en arr iendo, para lo 

cual,  a f in de asegurarse el pago de la renta debida, sol ic ita se le autorice “ la 

retención de los bienes con que cuenta el demandado en la locación 

relacionada” ;  a lo cual,  en el escr ito de oposic ión, el accionante no arguye 

que los bienes que se encuentren en el local alquilado sean de terceras 

personas, s ino que alega que la facultad otorgada en virtud de la disposición 

impugnada, es contraria a la inviolabi l idad del domici l io. En relación con este 

punto, est ima este Tribunal que el accionante no se encuentra legit imado para 

impugnar esta disposic ión, en el sent ido que lo hace, por cuanto las personas 

que se encontrar ían legit imadas para hacerlo serían aquel las que tuvieren sus 

bienes amenazados con la posible orden de retención, de ver afectado su 

patr imonio por la apl icación de la norma que se impugna, es decir,  

únicamente lo serían sus famil iares en los términos que la norma lo dispone, 

sea, su cónyuge, sus hijos y sus padres por af inidad o consanguinidad. En 

virtud de lo anter ior ,  procede rechazar de plano la acción en relación a este 

extremo, al tenor de lo dispuesto en el art ículo 9, párrafo primero, de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional en relación con el 75 párrafo primero ibídem.  

 I I I .  DE LA INADMISIBILIDAD DE LA IMPUGNACIÓN DEL A RTÍCULO 

79 DE LA LEY GENERAL DE ARRENDAMIENTOS URBANOS Y 

SUBURBANOS. Asimismo, resulta improcedente la acción en cuanto se dir ige 



 

contra el art ículo 79 de la mencionada Ley, por cuanto el mismo se ref iere a 

la cesión del contrato de arrendamiento de local comercial o industr ial,  lo 

cual,  no es objeto de discusión en el asunto pr incipal,  que como se indicó 

anteriormente, es proceso de desahucio por falta de pago. Est ima esta Sala 

que en relación con este asunto, aun cuando podría alegarse la existencia de 

“ intereses que atañen a la colect ividad en su conjunto” ,  no es susceptible de 

tenerlo por admit ida en esta gest ión, por cuanto el propio accionante actúa en 

su condición personal de comerciante, como posible afectado por la norma 

impugnada, no en representación de ninguna corporación jur ídicamente 

organizada a la que perjudique la norma impugnada; y en todo caso, debe 

considerarse que la norma impugnada es suscept ible de crear una lesión 

individual y directa,  como alega el accionante en su caso en part icular.  Al 

tenor de lo dispuesto en el párrafo primero del art ículo 9 de la Ley que r ige 

esta Jur isdicción, lo procedente es rechazar de plano esta gest ión, en 

relación con esta impugnación.  

 Por tanto:  

 Se rechaza de plano la acción. 

 

 

Luis Paul ino Mora Mora 

Presidente 

 

Eduardo Sancho G. Carlos Arguedas R. 

Adrián Vargas B. José Luis Mol ina Q. 

Manuel E. Rodríguez E. Mar io Granados M. 

 

 

 

Exp.No.3838-M-96    No.6413-96 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA .  San José,  

a las quince horas veint iún minutos del veint iséis de noviembre de mil  

novecientos noventa y seis.  



 

 Acción de Inconst itucionalidad planteada por Fernando González Rojas, 

mayor, abogado, en su cal idad de apoderado dentro de las prevenciones de 

desahucio establecidas por Flor Medina Zamora contra José Antonio Chaves 

Jiménez, y por Ana Ceci l ia Mora Vega contra Álvaro Montero y otros, en 

contra de la interpretación judic ial que le ha venido dando a los art ículos 100, 

101, 103, 104 y 105 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos.  

Resultando:  

 1.-  Que Fernando González Rojas, en su cal idad de apoderado dentro 

de las prevenciones de desahucio establecidas por Flor Medina Zamora 

contra José Antonio Chávez Jiménez, y Ana Cecil ia Mora Vega contra Álvaro 

Montero y otros, plantea acción de inconst itucional idad en contra de la 

interpretación judicial que le ha venido dando a los art ículos 100, 101, 103,  

104 y 105 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos pues est ima 

que de acuerdo a dicha normativa debe entenderse que, tratándose de casas 

de interés social,  no es el vencimiento del plazo lo que determina la causal de 

desocupación para habitar casa propia, s ino la necesidad que tenga el 

arrendante o sus famil iares de ocupar la casa y s iempre que ellos cumplan 

con los requisitos normativos f i jados. No obstante lo anterior,  las autoridades 

judic iales han interpretado reiteradamente que para que la prevención para 

ocupación en lo personal surta efecto,  no sólo se debe cumplir  con los 

requisitos establecidos, s ino que además de el lo, debe esperarse al 

vencimiento del plazo del arrendamiento, con lo cual se agrega un requisito 

más no establecido en la ley y se produce una lesión al derecho de propiedad 

y a su inherente derecho de disposic ión por parte del dueño de la casa. 

Finalmente, se acusa que la interpretación judic ial atacada solamente toma en 

cuenta el interés social del inqui l ino pero no el del propietar io, quien muchas 

veces se ha visto en la necesidad de alqui lar su casa, y luego por razones 

imper iosas debe retornar a el la, s in que pueda hacerlo, según la interpelación 

cuestionada, hasta que venza el plazo del arrendamiento.  

 2.-  Que el art ículo 9 de la Ley de la Jur isdicción Const itucional faculta a 

la Sala para rechazar por el fondo cualquier gest ión cuando exist ieren 

suf icientes elementos de juic io para ello.  

 Redacta el Magistrado Mora Mora; y  



 

Considerando: 

 I .-  Esta acción resulta admisible a tenor de lo establecido en el art ículo 

75, párrafo primero de la Ley que regula esta jur isdicción, dado que está 

comprobado que existen pendientes de resolver dos dil igencias de prevención 

de desalojo en las que puede tener inf luencia lo que se decida en esta 

gest ión, pues se trata de hacer valer la existencia y val idez jurídica de tales 

gest iones  dentro de un eventual juic io de desahucio.  

 I I . -  Cuestiona el accionante la interpretación que jur isprudencialmente 

se ha hecho de los art ículos 100 a 105 de la Ley General de Arrendamientos 

Urbanos y Suburbanos, en el tanto en que -en dichas resoluciones- se ha 

agregado un requisito más para la procedencia de los desalojos para 

ocupación en lo personal o de sus famil iares en casas de interés social.  Se 

queja de que la jur isprudencia ha agregado a los requisitos establecidos en 

que la prevención de desalojo sólo surte efectos cuando se venza el contrato, 

lo cual a su juic io es contrar io al derecho de propiedad que ostenta el  

propietar io del inmueble. De la lectura de los art ículos relacionados se 

observa que la interpretación jur isprudencial cuest ionada no se aparta del 

sentido propio de los textos legales en que se basa. En efecto, el s istema 

implantado por la ley General de Arrendamientos Urbanos Y Sub-urbanos 

parte de la base de la protección a la estabi l idad del inqui l ino que accede a 

las viviendas de interés social,  de manera que en los arrendamientos de ese 

t ipo de viviendas, la expiración del plazo normalmente no produce la ext inción 

del contrato, como sí ocurre con los demás inmuebles sometidos a esta ley, 

sino que para lograr tal ext inción -y su principal consecuencia, el desalojo-  

debe aunarse a la expiración del plazo del arrendamiento, alguna otra razón o 

motivo de suf iciente peso como para que el interés públ ico en sostener la 

relación inqui l inar ia en viviendas de interés social,  ceda en favor del 

propietar io del inmueble. Uno de tales motivos es que el arrendante necesite 

la casa para uso propio o de su famil ia tal y como lo prescr ibe el art ículo 100 

de la ley supracitada, del cual se inf iere que no se trata de una causal 

autónoma de ext inción del contrato, s ino de uno de los supuestos para que la 

expiración del plazo pueda operar como una causal de ext inción del contrato.  



 

 I I I . -  Desde esa perspectiva, no hay violación al derecho de propiedad 

por parte del legis lador al no reconocer de forma autónoma como causal de 

ext inción de contrato (y consiguiente desalojo),  la necesidad de ocupar la 

casa por parte del propietario o sus famil iares y hacer la depender de la 

ocurrencia de la expiración del plazo, puesto que, en primer lugar, ta l 

sometimiento no atenta contra el derecho de propiedad del propietar io quien 

mantiene dentro de su patr imonio el bien en cuestión y sigue siendo sujeto 

act ivo y pasivo de todo lo relacionado con el derecho de propiedad sobre el 

inmueble en cuestión, y en segundo lugar, aunque es cierto que se produce 

una imposibi l idad (únicamente temporal) al uso y disf rute del bien,  debe 

tenerse en cuenta no solo que existe una contraprestación que se percibe por 

tal l imitante, s ino que se trata además de una l imitación razonable y 

proporcionada a juic io de la Sala, tomando en cuenta el pr imordial f in social 

que subyace en los alqui leres de casas de interés social y que y que se 

plasma en la necesidad de protección de ciertos estratos de población que 

deben presumirse la parte más débi l en la relación inquil inaria. De esa forma, 

no existe ninguna lesión constitucional al derecho de propiedad en las 

disposic iones señaladas ni tampoco en la forma en que han sido entendidas 

en la variada jur isprudencia que se ha emit ido sobre el tema, por lo cual,  lo 

procedente es rechazar por el fondo la acción planteada.  

Por tanto:  

     Se rechaza por el fondo la acción.-  

 

 Luis Paul ino Mora Mora 

 Presidente 

Eduardo Sancho G. Carlos Arguedas R. 

Ana Virginia Calzada M. Adrián Vargas B. 

José Luis Mol ina Q. Fernando Albertazzi H. 

 

 

 

Exp.No.4701-M-95.  No.6667-95.  



 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA .-  San 

José, a las diecinueve horas dieciocho minutos del c inco de noviembre de mil 

novecientos noventa y c inco.  

 Acción de inconst itucional idad promovida por ELIAS SILVA YEPEZ, 

mayor, soltero, estudiante de derecho, vecino de San José, con cédula de 

identidad número 8-066-960, contra los art ículos 19 y 51 de la Ley de 

Inquil inato número 7527. 

 Resultando: 

 1.-  El  accionante impugna por inconstitucional los art ículos 19 y 51 de 

la Ley de Inquil inato número 7527 en tanto establece que el arrendatario 

puede notif icar al  inquil ino mediante acta notar ial o por s imple entrega del 

documento en la casa de habitación o en el domici l io señalado en el contrato,  

lo cual est ima contrario a lo dispuesto en el art ículo 290 del Código Procesal 

Civi l,  ya que toda notif icación debe hacerse personalmente, por pol icía o ante 

test igos o a una persona mayor de quince años y mediante la vía judicial;  y 

por permit ir  la inspección del inmueble alqui lado por parte del arrendatario,  lo 

cual considera una intromisión arbitrar ia y abusiva en la vida privada del 

inqui l ino y su famil ia ya que el propietario puede hasta tomar fotos, trazar 

planos, acompañarse de otras personas, y hacerlo hasta una vez al mes o 

"cuando lo est ime necesar io"; con lo que resultan violatorios de los art ículos 

12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 11.5 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, V de la Declaración Americana de 

Derechos Humanos y 23 de la Const itución Polít ica.  

 2.-  Figura como asunto previo la demanda abreviada establecida por 

Raúl Salas Madr igal contra Elías Si lva Rivas, que se tramita ante la Alcaldía 

Sexta Civi l de San José.  

 3.-  El párrafo primero del art ículo 9 de la Ley de la Jurisdicción 

Const itucional,  faculta a esta Sala para rechazar de plano cualquier gest ión 

manif iestamentes improcedente o infundada; y su párrafo segundo la faculta 

para rechazarlas por el fondo cuando existan elementos de juic io suf icientes o 

se trate de una simple reiteración o reproducción de otra gest ión anter ior 

igual o similar rechazada, no exist iendo motivos para variar de cr iter io o 

razones de interés públ ico para reconsiderar la cuestión.  



 

 Redacta el Magistrado Mora Mora, y;  

 Considerando: 

 I .  DE LA COMUNICACION ENTRE LAS PARTES DEL CONTRAT O DE 

ARRENDAMIENTOS URBANOS.  La impugnación que se hace del art ículo 19 

de la Ley de Inquil inato, número 7527, resulta improcedente y 

manif iestamente infundada, ya que la not if icación de que se habla no es de 

t ipo judic ial,  s ino que la norma se ref iere más bien a una simple comunicación 

extrajudicial.  Estas comunicaciones no se ref ieren a not if icaciones dentro de 

un proceso, s ino más bien a las comunicaciones importantes para el 

desarrol lo del contrato de arrendamiento. Con el la se pretende fomentar la 

comunicación entre las partes durante la vigencia del contrato de 

arrendamiento,  no de una manera conf l ict iva ni mucho menos de tensión,  

fomentando las relaciones en una forma no of icial pero con cierto formal ismo, 

y procede hacerse mediante acta notar ial o por s imple entrega del documento 

en la casa de habitación o en el domici l io señalado en el contrato,  

pretendiéndose con el lo faci l i tar la solución de posibles conf l ictos entre las 

partes del contrato de alquiler.  En razón de lo anter ior es que para efectuar 

estas comunicaciones no se requiere del cumplimiento de las garant ías 

señaladas en el art ículo 290 del Código Procesal Civi l,  de hacerse 

personalmente, por pol icía o ante test igos o a una persona mayor de quince 

años y mediante la vía judic ial,  según est ima el accionante, pues la 

naturaleza no judicial de esta notif icación no requiere de esas  formalidades.  

Al resultar esta impugnación manif iestamente improcedente e infundada, 

procede en consecuencia su rechazo de plano, al tenor de lo dispuesto en el 

párrafo primero del art ículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  

 I I .  DE LA VISITA DEL ARRENDADOR A LA COSA ARRENDAD A.  Para 

comprender la disposic ión establecida en el art ículo 51 de la Ley de la misma 

ley, debe part irse de la naturaleza jur ídica y especial del arrendamiento. Así,  

este se ha def inido como contrato bilateral en vir tud del cual una de las 

partes se compromete, mediante un precio que la otra se obl iga a pagarle, a 

procurar a ésta por cierto t iempo el uso o disf rute de una cosa, a prestar le 

temporalmente sus servic ios o ejecutar un trabajo; sin embargo, para efectos 

del caso en estudio, la def inición se l imita al arrendamiento de cosa inmueble. 



 

De la anter ior def inic ión se der ivan varios rasgos fundamentales de esta 

inst itución jur ídica que permiten entender esta f igura, tales como su carácter 

consensual,  su naturaleza bilateral,  su carácter oneroso, su temporal idad y 

que se trata de un contrato conmutat ivo. La naturaleza contractual de esta 

inst itución ya ha sido reconocida por esta Sala mediante sentencia número 

1562-93, de las quince horas seis minutos del treinta de marzo de mil 

novecientos noventa y tres, en que señaló: 

  "Es importante, asímismo, para los efectos de la resolución 

de esta acción de inconst itucional idad, recordar que el contrato 

de arrendamiento es un contrato sucesivo, en el cual la 

obl igación del arrendatario de pagar el  precio es la contrapart ida 

de la obl igación del arrendador, de procurar el disfrute de la cosa 

arrendada .. ." 

 En razón de lo anterior,  f rente a los derechos que pueda der ivar e l  

inqui l ino de un contrato de arrendamiento, que únicamente se ref ieren al 

derecho de uso y disf rute del inmueble,  local o vivienda dada en alqui ler en 

forma temporal,  pr iva el derecho de propiedad -valga decir del propietar io-,  

por lo que en ningún momento puede hablarse de que este contrato impl ique 

la pérdida de la propiedad sobre el inmueble dado en alqui ler,  de manera que 

en todo momento el  arrendante -propietario- conserva todos los atr ibutos que 

conforman el derecho de propiedad, y únicamente ve disminuida en forma 

temporal -mientras ese contrato este vigente- el derecho de uso propio del 

derecho de propiedad. Sin embargo, permanece intacta la facultad de velar 

por la integridad de su propiedad, para que ésta se conserve en buen estado 

y en ópt imas condiciones, lo cual se traduce para el arrendatario en un deber 

social de conservar el bien alqui lado. En este sentido establece el art ículo 44 

de la c itada ley:  

  "Son obl igaciones del arrendatar io:  

 . . . 

 c.)  Conservar la cosa arrendada en buen estado.  

 . . .";   

obl igación que se completa con lo establecido en los art ículos 47 de la misma 

ley, que dice:  



 

  "El arrendatario debe conservar la cosa en buen estado y 

responder por todo daño o deterioro que se cause por su falta,  

culpa o negl igencia o por la acción u omisión de las personas que 

habitan con él,  sus famil iares, trabajadores, cl ientes, huéspedes y 

prueba en contrario.";   

y es en el art ículo 48 que se establecen los supuestos en que puede 

considerarse que el inquil ino no cumple con esta obl igación:  

 "a.) El daño o deterioro de la cosa sea por su falta, culpa 

o negligencia o por la de las personas designadas en 

el art ículo anter ior o cuando la abandone sin dejar a 

una persona que la cuide. 

 b.) Real ice obras nocivas a la cosa arrendada o que 

alteren su forma o dest ino, sin la autorización 

expresa del arrendador. 

 c.) Deje de efectuar las reparaciones a las que se 

comprometió en el contrato o las que le corresponda 

real izar de acuerdo con esta ley."  

 I I I .  La norma impugnada -art ículo 51- faculta al  arrendador 

" inspeccionar" la cosa arrendada una vez al mes o "cuando las circunstancias 

lo ameriten",  considerando el gest ionante que la misma resulta contrar ia al 

pr incipio de int imidad. Esta norma que también se encontraba en la Ley de 

Inquil inato anterior -art ículo 14-, resulta consecuencia lógica de la obl igación 

social de parte del inquil ino de conservar el bien dado en arr iendo, sólo que 

antes la vis ita era autorizada por la autoridad judicial competente, y ahora se 

hace por voluntad del propietar io. En este sent ido, no observa la Sala que 

haya menoscabo al derecho de la int imidad; debe entenderse, como se indicó 

supra, que sobre el  derecho de posesión o de uso y disf rute que ostente el 

inqui l ino durante la vigencia del contrato, pr iva el derecho de propiedad del 

arrendante, y que la cosa que se arr ienda se entrega para el uso y disf rute 

temporal del arrendatario, no autor izándose en ningún momento el abuso o 

destrucción de dicha cosa; por lo cual,  para evitar la destrucción o 

desaparic ión de su propiedad y para ver if icar la conservación de su propiedad 

en resguardo de su derecho, se faculta al arrendador la vis ita periódica. 



 

Ahora bien, esto no quiere decir que en forma indiscriminada el propietar io 

pueda " inspeccionar" la cosa arrendada, y con el propósito deliberado de 

alterar la privacidad del inqui l ino y su famil ia; el arrendamiento es un contrato 

en el que t iene mucha importancia la interrelación de las personas, y 

lógicamente se presupone la actuación de buena fe de las partes 

contrayentes. Por ello es que esta norma se just if ica únicamente en los casos 

en que el inqui l ino cause daños en forma reincidente -ent iéndase más de dos 

veces- en la casa o local que ocupa, y que haya sido debidamente prevenido 

para su cesación. Y es en la necesidad de probar los daños causados, que la 

norma permite que el propietar io realice estas vis itas en forma per iódica,  una 

vez al mes por lo menos, acompañado de los técnicos o profesionales en la 

materia, y consecuentemente, podrá tomar fotograf ías, trazar planos y anotar 

los daños causados.  Los legis ladores consideraron oportuno ampliar la norma 

de manera tal,  que se permite también estas visitas "cuando las 

circunstancias lo ameriten",  just if icándose en el hecho de que el inquil ino 

persista en causar daños o se trate de una situación de emergencia, como lo 

sería que la casa esté cerrada, que haya una inundación o un incendio, o que 

aparezca notor iamente abandonada. 

 IV.  En razón de lo anterior es que el inqui l ino no puede negar la entrada 

a la casa o local que ocupa al arrendador, si  no es por justa causa. En caso 

de que en forma reiterada se rehusé a la real ización de estas vis itas,  el 

arrendador puede inic iar los trámites judic iales para solicitar  la rescis ión del 

contrato, por incumplimiento del mismo, y será en esa vía,  que el arrendatar io 

podrá demostrar  si  estaba just if icado o no para negar su entrada del 

arrendador, si estaba haciendo mal uso de su derecho de uso, o si más bien 

es el propietar io el que está abusando de su derecho.  

 V.  Con fundamento en las razones dadas es que procede rechazar por 

el fondo la impugnación que se hace del art ículo 51 de la Ley de Inqui l inato, 

número 7527, al  amparo de lo dispuesto en el párrafo segundo de la Ley de la 

Jurisdicción Const itucional.  

 Por tanto:  



 

 Se rechaza de plano la acción en relación con la impugnación del 

art ículo 19 de la Ley de Inqui l inato número 7527. Se rechaza por el fondo en 

relación con la impugnación del art ículo 51 de la misma ley.  

 

 Luis Paul ino Mora Mora 

 Presidente 

Jorge E. Castro B.  Luis Fernando Solano C. 

Eduardo Sancho G. Carlos Arguedas R. 

Ana Virginia Calzada M. Hernando Arias G. 

 

 

 

Exp. 00-000863-0007-CO 

Res.2000-01633 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA , SAN 

JOSE  a las trece horas con tres minutos del dieciocho de febrero del dos mil.  

Recurso de amparo interpuesto por MELVIN MORA RAMIREZ, mayor, unión 

l ibre, comerciante, vecino de Hat i l lo 5, cédula de ident idad 1-625-325; contra 

el INSTITUTO NACIONAL DE VIVIENDA Y URBANISMO . 

 

Resultando: 

1.- Por memorial presentado en la Secretar ía de este Tribunal al ser las trece 

horas cincuenta minutos del tres de febrero de este año, el recurrente 

interpone recurso de amparo en contra del Inst ituto Nacional de Vivienda y 

Urbanismo (INVU),  en razón de que desde hace más de catorce años,  

conjuntamente con cuatro hermanos suyos, ha poseído, explotado y vivido en 

un lote de aproximadamente una hectárea y media, s ito en Hati l lo 5; que ahí 

construyeron sus casas y han sembrado dist intos productos para la 

manutención de sus compañeras, esposas e hijos; que poseen todos los 

servic ios públicos en el lugar; que nunca, durante todo el t iempo de su 

posesión, han sido perturbados en el ejercic io del derecho que les asiste en 

relación con ese inmueble; que hace veint idós días se presentaron a su casa 

en horas de la tarde, dos individuos en un vehículo del INVU, identif icándose 



 

solamente uno de el los con el nombre de Ronald Rojas, y amenazaron a su 

compañera y madre de sus hijos, dic iéndole que tenían tres meses para 

desocupar el inmueble o que de lo contrario los sacarían por la fuerza; que a 

los pocos días volvieron y manifestaron lo mismo; que dicha actuación y la 

inminencia de un desalojo lesiona su derecho fundamental a la propiedad 

privada.  

2.- El párrafo primero del art ículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 

faculta a esta Sala para rechazar de plano las gestiones promovidas ante el la, 

en cualquier momento procesal,  cuando considere que resultan 

manif iestamente improcedentes o infundadas.  

Redacta la Magistrada Calzada Miranda 

 

Considerando: 

Único:  El recurrente considera que la prevención y amenaza de desalojo 

proferida por supuestos funcionar ios del Inst ituto recurr ido se constituye en 

una violación a sus derechos fundamentales. Al efecto es necesar io indicarle 

al petente que en el amparo no pueden hacerse valer otras pretensiones que 

las dir ig idas a restablecer o a preservar los derechos y l ibertades 

fundamentales, violados o amenazados a su t itu lar.  Si la disconformidad,  en 

este caso, se sustenta en la posibi l idad de que el Inst ituto Nacional de 

Vivienda y Urbanismo real ice el desalojo del inmueble donde actualmente 

habita, en razón de lo que af irma le han expresado verbalmente supuestos 

funcionar ios de esos entes, sin que acrediten o señalen prueba alguna, ello 

constituye una mera probabi l idad que no implica -al momento de plantear el  

amparo-, una violación o amenaza, cierta o inminente a los derechos 

fundamentales de los amparados, tal y como lo prevé el art ículo 29, párrafo 2º 

de la Ley de la Jurisdicción Const itucional,  por lo que resulta improcedente 

que esta Sala se pronuncie al respecto. En todo caso, y respecto del desalojo 

tramitado en sede administrat iva, esta Sala ha dicho:  

 

" Io. El procedimiento de desahucio administrat ivo  fue  modif icado por la Ley 

de inqui l inato número 7527, publicada en La Gaceta número 155 del diecis iete 

de agosto de mil novecientos noventa y cinco, que reformó el art ículo 455 del 



 

Código Procesal Civi l y señala que: 

 "Art ículo 455: Desahucio administrat ivo:  El desahucio administrat ivo 

procederá en los casos que establece el art ículo 7 de la ley general de 

arrendamientos urbanos y suburbanos.  

 En tales casos, no habrá necesidad de promover desahucio judicial  y 

quienes ocupen el bien deberán desalojarlo tan pronto como se lo sol ic ite el  

dueño, el arrendador o la persona con derecho a poseer lo o su representante.  

 De exist ir  oposic ión, la autor idad de policía correspondiente a sol icitud 

del interesado con derecho a pedir la desocupación, procederá a l  

desalojamiento, s in t rámite alguno. 

 En casos especiales, la autor idad de pol icía correspondiente, a sol ic itud 

del interesado con derecho a pedir la desocupación, procederá a l  

desalojamiento, sin  trámite alguno .  

 En casos especiales, la autor idad de pol icía, a su juic io, podrá 

conceder verbalmente un plazo prudencial para la desocupación. 

Cuando se trate de trabajadores de f incas rurales necesariamente deberá 

concedérseles, para el desalojamiento, un plazo no menor de quince días ni  

mayor de  treinta, que comenzará a correr a part ir  del día en que la autor idad 

de policía les haga la prevención, mediante acta que f irmará con el interesado 

o, si este no quiere o no puede f irmar, con dos test igos." 

 No obstante el lo, no puede est imarse que la autoridad no pueda dar 

asistencia a los poseedores legít imos en relación con quienes el Código Civi l  

en su art ículo 305 permite al propietar io o poseedor legít imo repeler la fuerza 

por la fuerza, cuando le desconozcan su derecho, para lo cual obviamente 

procede ocurr ir  a la fuerza públ ica. Ese derecho, corresponde al concepto de 

la legít ima defensa de la propiedad, que consagra el art ículo 45 

constitucional,  que es otorgado al propietario y al poseedor de cualquier c lase 

que sea; pero el lo plantea el conf l icto que hay que resolver entre la 

protección al desposeído, sobre todo en el caso de que no ejerciera de hecho 

la posesión y el poseedor de hecho, sea de buena o de mala fe. 

 

 I Io. Para buscar esa armonía se debe acudir a las reglas de los 

art ículos 306 y 307 del Código Civi l,  la del 306 en cuanto niega el derecho a 



 

repeler la fuerza por la fuerza al poseedor de mala fe, en cuanto también se 

la niega al poseedor de hecho f rente al que inmediatamente antes poseyó 

como dueño, así como con la regla de que el derecho de posesión se 

adquiere por el hecho de ejercerlo de hecho pública y pacíf icamente por más 

de un año. A la luz de todo esto, debe entenderse que el derecho de repeler  

la fuerza con la fuerza se da no sólo en benef ic io del atr ibuto de la propiedad 

o de la posesión de defensa o exclusión,  sino como der ivado del pr incipio de 

la exclusividad del uso de la fuerza, cuyo corolar io es el pr incipio de que 

nadie puede hacerse just ic ia por mano propia, el que se deriva del art ículo 

153 de la Constitución Polít ica y el correspondiente derecho a la just ic ia que 

se consagra en el 41 idem y en el art ículo 8 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos.  

 

 I I Io. De todo lo anterior la Sala concluye que a pesar de haberse 

reformado sustancialmente la inst itución del desahucio administrat ivo 

consagrada en el ar t ículo 455 del Código Procesal Civi l,  de todos modos se 

conserva el derecho del propietar io o poseedor para repeler la fuerza por la 

fuerza, incluso con el auxi l io de la fuerza pública, y por lo tanto la potestad de 

ésta de ampararlo, siempre que se trate de repeler la invasión en curso o de 

recuperar la posesión f rente a quien carezca de t ítulo de posesión o no lo 

haya adquir ido por el transcurso de más de un año, pues según lo establece 

el art ículo 92 de la Ley de Tierras y Colonización Nº 2825 de 14 de octubre de 

1961 y sus reformas, que señala:  

  "Es poseedor en precario todo aquel que por necesidad real ice 

actos de posesión estables y efect ivos, como dueño, en forma pacíf ica, 

pública e in interrumpida, por más de un año, y con el propósito de poner los 

en condiciones de producción para su subsistencia o la de su famil ia, sobre 

un terreno debidamente inscr ito a nombre de un tercero en el Registro 

Públ ico.. ."  

     De conformidad con la norma citada es el Inst ituto de Desarrol lo 

Agrario, el organismo facultado para intervenir en todos los casos de 

posesión precar ia y de t ierras por más de un año, el cual procurará 

encontrar les solución sat isfactoria, de acuerdo con las disposic iones 



 

establecidas por esta ley. Lo anterior impl ica para las autor idades 

administrat ivas una obligación:  realizar  una invest igación formal y r igurosa 

sobre el  hecho y duración de la posesión y no simplemente una información 

superf icial o una mera af irmación de una autor idad subalterna, a f in de 

determinar fehacientemente el t iempo ocupar el inmueble que t ienen los 

poseedores.  

 

 IVo. Por otra parte, la Sala concluye que cuando haya juic io pendiente,  

así sea interdictal,  es el juez que conozca del asunto, cualquiera que éste 

sea, el l lamado a disponer con vista de los autos y bajo su propia 

responsabi l idad, s i el desalojo realizado, en curso, o simplemente acordado, 

se debe o no ejecutar a f in de no hacer nugatorio el  resultado de su 

sentencia, todo el lo como medida cautelar,  y no se debe interpretar que el 

juez no t iene potestades para hacerlo o que esa poder-deber se encuentra 

reservado, como se pretende, a la Jurisdicción Contencioso Administrat iva.  

Naturalmente, la autoridad judic ial debe tomar en cuenta no sólo la viabi l idad 

de la acción, interdictal u otra común, sino circunstancias relevantes,  entre 

el las, la de si la acción judic ial fue interpuesta por el propietario o poseedor 

despojado o por el ocupante, y s i el recurso a la fuerza pública es anter ior o 

posterior al planteamiento de la acción jur isdiccional y aún la necesidad de 

mantener o no la si tuación que se da al momento. Dados los intereses que 

impl ica una situación como la que  subyace en los hechos que motivan  un 

desalojo, es indispensable que los jueces actúen con toda prontitud y 

di l igencia, para que los conf l ictos entre poseedores, propietarios y 

usurpadores se resuelva sin di lación y sin causas mayores perjuic ios a los 

involucrados. De todas formas, debe quedar claro que a la Sala Const itucional 

no le corresponde sust itu ir  a la jur isdicción común en la valoración de las 

circunstancias, pero sí del imitar con el valor vinculante erga omnes de sus 

precedentes y jur isprudencia, el  contenido y l ímites del amparo al derecho de 

propiedad o a otros fundamentales como el derecho a la Just icia."  

En razón de lo anter ior,  y que en el caso que nos ocupa no nos encontramos 

en una situación dist inta a la resulta por la sentencia transcrita y que al 

momento de la interposición del recurso no se ha dado actuación alguna que 



 

lesione los derechos fundamentales del petente, razón por la cual no se 

encuentra mot ivo para var iar el cr iter io externado en aquel la oportunidad, el 

recurso planteado resulta inadmisible y así debe declararse, debiendo discutir  

los petentes, la existencia de los derechos que dicen les asiste, en la vía 

administrat iva o en la jur isdiccional ordinaria correspondiente. 

 

Por tanto:  

 

Se rechaza de plano el recurso.-.- .- .- .- .-.- .- .- .- .-.- .- . 

 

 

 

R. E. Piza E.  

Presidente 

 

Luis Fernando Solano C. Luis Paul ino Mora M. 

 

Carlos M. Arguedas R. Ana Virginia Calzada M. 

 

Adrián Vargas B. Alejandro Batalla B.  

AVC/mma 

TRIBUNAL SUPERIOR PRIMERO CIVIL, NUMERO 434-E DE LAS NUEVE 

HORAS DEL QUINCE DE ABRIL DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y DOS.  

Falta a la Moral.  Procedencia desnudos de mujeres. El local  fue alquilado 

para taberna y como “ Night Club “,  pues precisamente la taberna no cuenta 

con patente para espectáculos Públ icos. Se demostré por medio de acta 

notariales y test imonial,  que en la taberna se presentaban mujeres con 

posiciones erót icas frente al públ ico. Aún cuando el inquil ino no estuviese de 

acuerdo o bién estaba enfermo cuando se hizo las presentaciones, lo c ierto 

es que responde con base a la responsabi l idad objetiva por sus empleados, 

sobre todo que reconoce que estos abusaron de su ausencia. Incluso hubo 

int imación por parte del Ministerior de Gobernación para el s ierre en caso de 

no cesar la presentación del desnudo. La causal se mantiene a pesar de que 



 

el demandado haya dado órdenes para impedir las presentaciones lo hizo 

después de notif icada la demanda.-  (  Gerardo Parajeles, Curso de derecho 

Procesal Civi l,  con Jurisprudencia Volumen II ,  Pág 144).  

 

TRIBUNAL SUPERIOR PRIMERO CIVIL, NUMERO 252-V DE LAS OCHO 

HORAS TREINTA Y CINCO MINUTOS DEL VEINTE DE MARZO DE 1991.  

Tolerancia en el pago. Para que se produzca tolerancia en el pago del 

alqui ler,  es necesario que el propietario voluntariamente le permita al 

inqui l ino pagar en fechas dist intas a la convenida, y que esa situación se 

mantenga por largo t iempo produciendo un estado de conf ianza de tal  

tracendencia que el inqui l ino que pague en diferentes datas, lo hace sin 

concecuencias de ninguna especie.    (  Gerardo Parajeles, Curso de derecho 

Procesal Civi l,  con Jurisprudencia Volumen II ,  Pág 132 ).  

 

TRIBUNAL SUPERIOR PRIMERO CIVIL, NUMERO 390-L DE LAS NUEVE 

VEINTICINCO HORAS  DEL DIECISIETE DE ABRIL DE 1991.  

Desahucio por falta de pago. Carga de la Prueba. En un proceso de 

Desahucio no corresponde a la parte actora demostrar la causal de falta de 

pago. En esta materia se está a lo dicho por la parte actora, y le toca al 

demandado desvirtuarlo.  (  Gerardo Parajeles,  Curso de derecho Procesal 

Civi l,  con Jurisprudencia Volumen II ,  Pág 127 ).  

 

Exp.- NO 3696-M-96.  

NUMERO 3774-96.-  

SALA CONSTITUCIONAL DE L A CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SAN JOSE 

a las quince horas veint icuatro minutos del veint itrés de jul io de mil 

novecientos noventa y séis.  

Consulta Juidic ial  Facultat iva, de constitucional idad, formulada por la jueza 

Primera Civil  de Alajuela, referente a la Const itucionalidad del art ículo 67 de 

la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos,  número 7527 del 

diecis iete de agosto de 1995.  

RESULTANDO. 



 

1- La Jueza Primero Civi l de Alajuela, Licenciada Yanina Saborío Valverde 

, formula consulta Judicial,  a f in de que se anal ice la val idéz del 

art ículo 67 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos Y 

Surburbanos a la Luz de los art ículos 33 y 50 de la Const itución 

Polít ica. – Señala que el numeral 67 indicado, pretende equiparar 

progresivamente el  precio del arrendamiento al verdadero valor  

adquisit ivo de la moneda; pero según su criter io, el lo surte efectos solo 

para los propietarios que han arrendado un año antes de la entrada en 

vigencia de la ley; pues para aquel los dueños de inmuebles que no ha 

incrementado el valor del alqui ler durante varios años, por haberse 

pract i icado el últ imo incremento conforme a la ley de inquil inato 

derogada, el porcentaje del quince por ciento, qiue establece la norma 

consultada, no se apl icará sobre un precio que ha venido en 

crecimiento, sino sobre un valor desactual izado. – En caso concreto, 

manif iesta, se acreditó que en mil novecientos noventa y uno, el precio 

de alqui ler se f i jó en la suma de catorce mil quinientos veint ic inco 

colones; c ino años después, cuando el valor real de la renta, según 

criter io per icial,  es de treinta y s iete mil ochocientos colones por mes, 

el alza es de solo dos mil c iento sesenta y ocho colones, con sesenta y 

cinco céntimos, que corresponde de un alza del quince por ciento, con 

lo cual,  el propietario del inmueble en cuest ión se verá seriamente 

perjudicado si se le apl ica la norma señalada, dado que en ningún 

momento podrá percibir por el  inmueble el precio que corresponde de 

acuerdo a la plusvalía que este ha obtenido. – Por lo dicho, considera 

que la aplicación del art ículo 67 a los propietarios del precio de renta 

no se ha actualizado en el últ imo año anterior  a la vigencia de la Ley, 

socava el contenido del art ículo 33 de la Const itución Polít ica, dado que 

los efectos de la Ley son diferentes para un grupo de propietarios que 

se ven benef iciado con el lo, a diferencia de otros que sin actual izar el  

valor del inmueble arrendado, se les apl ica tan solo un alza del quince 

por ciento, que resulta exigua y divorciada de la real idad. Esa 

descr iminación a su juic io, también contraviene el art ículo 50 de la 

Const itución Polít ica.- 



 

2.- El art ículo 9 parrafo primero de la Ley de la Jur isdiccional,  faculta a la 

sala para rechazar las gest iones manif iestamente improcedentes o 

infundadas.-  

Redacta el Magistrado Mora Mora; y ,    

CONSIDERANDO.- 

1.- El art ículo 67 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y 

Suburbanos, establece la forma de reajuste del precio para vivienda, y 

dispone: 

“ Art ículo 67.-Reajuste del Precio Para vivienda:  

En los arrendamientos para vivienda, el  precio convenido se actual izará al 

f inal de cada año de contrato.  

A falta de convenio entre las partes, se estará a las s iguientes reglas:  

A Caundo la tasa de inf la lc ión acumulada de los doce meses anter iores al 

vecimiento de cada año del contrato sea menor o igual al quince por c iento,  

el arrendador está facultado de pleno derecho, para reajustar el  alqui ler de la 

vivienda, en un porcentaje mayor a esa tasa.- La inf lación se alculará de 

acuerdo  con el ín idce of icial de precios al consumidor, de la Dirección 

General de estadíst icas y Censos.-  

B Cuando la tase de interés acumuluda de los doce meses anter iores al  

vencimiento de cada año del contrato sea mayor al quince por ciento, la 

Junata direct iva del Banco Hipotacario de la Vivienda dictará, con bse en las 

consideraciones que tomen en cuenta el  desarrollo de la act ivida de la 

construcción y el equi l ibr io necesar io entre las prestaciones del arrendar y el 

arrendatar io, el  procentaje adicional de aumento, que se aplicará al  alqui ler  

de la vivienda, siempre que no sea inferior a ese quince por ciento ni mayor 

que la tasa anula de inf lación.-  

El reajuste regirá a part ir  del per iódo de pago siguiente a aquel,  en que el 

arrendador not if ica al arrendatar io el reajuste aplicable al alqui ler,  junto con 

cert if icación de la Dirección General de Estadíst icas y Censos, o copia 

autént ica de la publicación en el Diario Of icial.   

Si el arrendatar io no está conforme con el reajuste,  puede depositar 

judic ialmente, el  precio anterior  pero su pago l iberatorio quedará sujeto al 

resultado del proceso de Desahucio, promovido por el arrendador.  



 

Cualquier reajuste de la renta superior al establecido en este art ículo, será 

nulo de pleno derecho. 

Es válido el convenio de partes que acuerde un reajuste de precio menor, y el 

pacto escrito por el  cual se convienen reajuste menoresal índice of icial de 

precios al consumidor, de la Dirección General de estadíst icas y Censos.  

Cuando el precio del arrendamiento de una vivienda sea en moneda 

extranjera, se mantendrá la suma convenida por todo el plazo del contratosin 

drecho a reajuste. “  

Las dudas de la Jueza primera Civi l de Alajuela, se fundan en que, a su juic io,  

si se apl ica el aumento del quince por c iento, del precio del alquiler que ahí 

se establece,  a los contratos suscritos con anterior irdad a la entrada en 

vigencia de la Ley de Arrendamientos Urbanos, cuya renta no se autual izó 

durante el año anterior a esa fecha, se está crenado una discriminación 

irracionable, entre los dioversos propietarios según pueden estos o no 

actualizar efect ivamente el precio del arrendamiento. Si embargo de las 

trascripción anterior se desprende que el art ículo 67 cuestionado no establece 

– como pareciera entender lo la autoridads consultante las reglas de 

apl icación de dicha normativa, para los contratos suscr itos con anterior idad,  a 

su entrada en vigencia, aspecto que se reguló en las disposic iones 

transitor ias de la Ley, por  lo que en todo caso, sería a estas últ imas, y no a 

la norma de cuya validéz duda la jueza primera Civi l de Alajuela, a la que le 

serían achacables los vic ios de inconst itucional idad que se señalan.  

Por ello y como la consulta no se dir ige,  contra esas normas transitor ias, esta 

consulta debe evacuarse en el sentido que la norma consultada no es 

inconst itucional.   

POR TANTO.- 

Se evacua la consulta formulada en el sentido que el art ículo 67 de la Ley 

General de Arrendamientos Urbanos Y Suburbanos, no es contraria a los 

art ículos 33 y 50 de la Constitución Polí t ica,  en los términos planteados por 

la autoridad consultante.  

 

Luis Paul ino Mora Mora.-  

Presidente. 



 

 

Eduardo Sancho G. Luis Fernando Solano C  

Ana Virgina Calzada M Carlos Arguedas R. 

Adrian Vargas Benavides.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Entrevista con el Doctor Gerardo Parajeles Vindas.-  

Tema. 

 De la Oral idad del Proceso Civi l .  

 

En la inst itución jur ídica de la oral idad, existen pretensiones que por su 

naturaleza nunca pueden ser orales, ya que no puede haber oral idad en un 

remate, en una ejecución de sentencia, en un proceso monitor io, en una 

sucesión, y en un proceso de pago por consignación por ejemplo.  

 

    El s istema oral,  es un proceso que se da por audiencias, va a quedar 

reservado para los proceso en que exista contención entre las partes, este 

sistema lo que busca, principalmente es simpl if icar los plazos, ya que si hoy 

en día, un proceso ordinario se resuelve en tres años, con este nuevo sistema 

va a durar ocho meses y no es que se vayan a quitar etapas, sino que estas 

serán concentradas, esto con base al pr incipio de concentración. 

 

   En las audiencias orales y públ icas, se hará todo lo que se hace por escrito 

actualmente; en este sistema se dir imirán los procesos ordinarios, y algunos 

sumarios y en cuanto a las otras act ividades del juez, tendrán que 

complementarse con la idea de la oral idad, osea el simpl if icar plazos y 

disminuir en lo que se pueda, el pr incipio de la escritor iedad.  

 

   Otro punto es que con la idea de la oralidad se busca la desjuic ial ización de 

los procesos cobratorios esto con el f in de no saturar los despachos 

judic iales, a f in que se resuelvan los asuntos que se requieren el fondo del 

derecho, como por ejemplo se busca que en la sucesión sea tramitada a 

travéz de un abogado notario y no por la vía judic ial.   

 

   En materia de not if icación se pretende implementar, la not if icación por E-

mail,  que la contestación de pueda hacer por correo electrónico.  

Todo lo anter ior con una cultura dist inta, la oralidad va a servir,  cuando se 

habla de cultura,es necesario indicar que actualmente no estamos preparados 

para resolver conf l ictos por medios alternativos, ya que no funciona al no ser 



 

una sociedad de vocación pacíf ica,  y por lo tanto no es apl icable a ciencia 

cierta la mediación en la solución de los conf l ictos.  

 

   En la mater ia de tesis se ref iere, el doctor,  que se tramitará por medio de 

un proceso sumario,   que va a tener, una audiencia, en la que se va aplicar  

las causales que son documentadas y en las causales no documentadas como 

por ejemplo la falta de pago y del vencimiento del plazo, se tramitará por 

medio de un proceso monitor io oral.   

 

En cuanto a la audiencia nos dice el doctor, que se ref iere a un concepto 

macro, es decir,  se puede l levar a cabo en una sola fecha o en var ios 

señalamientos, de acuerdo a la conveniencia del proceso, con todo lo anterior  

no se viola el pr incipio de concentración, todo va de acuerdo con la agenda 

del Despacho Judicial.  En materia de agenda, nos dice,  que habrá que 

implementar capacitación para el manejo de esta, es decir los señalamientos 

no los va a decidir el Juez, s ino que se harán de acuerdo a unos parámetros 

previamente establecidos.  

   En cuanto tema de la oral idad Supra,  según el Doctor Parajeles, se t iene 

que ver de acuerdo a cuatro planos, el pr imero; el plano Jurídico, que sería la 

reforma; el segundo, el plano cultural  que es de acuerdo al usuar io;  el 

tercero, el  plano profesional,  es decir la preparación de los abogados; y 

cuarto el plano inst i tucional,  el cual es,  la forma estructural de los Juzgados 

para las audiencias de Juic ios.  

   En cuanto a legis lar una norma posit iva dentro de una procesal,  como se 

presenta en el proyecto objeto del estudio, entendiéndose así. ,  en lo que 

ref iere, sobre la causal de falta de pago, si a la hora de haberle dado el curso 

a la demanda y se le previene al accionado el depósito del monto del alqui ler,  

y s i éste no lo hace,  dentro del mismo proceso, se podrá plantear acción por 

la falta de pago, es un problema a debatir ,  ya que considera el Doctor, que 

lejos de ayudar, lo que haría es atrazar el  proceso, porque si la causal 

presentada inic ialmente, va encaminada,  se perjudicaría al  actor, al  d ir imir 

una nueva causal dentro del mismo expediente.  



 

Todas las razones anteriores son para que se tomen en consideración, para el  

cambio del proceso,  pero no para bloquear el cambio del sistema Procesal 

Civi l hacia su apl icación oral.  

 

   En el proceso oral no se permite la prueba para mejor resolver, ya que esta 

va de acuerdo,  al pr incipio disposit ivo, es decir,  la prueba ordinaria  las 

partes interesadas deben aportar la en su momento procesal oportuno, en la 

demanda y en la contestación, y con esto será el juez donde tendrá su ámbito 

de aplicación para resolver el problema. 

 

    Para terminar, el entrevistado está convencido de que existe la necesidad 

del cambio, y que si  bién es cierto al pr incipio este t ipo de procedimiento, es 

caro, por todo lo anteriormente mencionado, pero en un t iempo prudencial de 

apl icación será mas economico y saldrá mas ajustado al presuspuesto del 

poder judic ial,  en síntesis, es necesario primero; ¡ cambiar la ley, para que 

ésta cambie la cultura ¡.  

Entrevista real izada el diez de junio de dos mil dos, a las nueve horas treinta 

minutos.  


